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 Por el Principio Constitucional de la unidad y exclusividad de la función 
jurisdiccional, “nadie puede irrogarse en un Estado de Derecho la función 
de resolver conflictos de intereses con relevancia jurídica, sea en forma 
privada o por acto propio. Esta actividad le corresponde al Estado a través 
de sus órganos especializados, …”1, conforme a ello, “la potestad de 
administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a 
través de sus órganos jerárquicos, con sujeción a la Constitución y las 
leyes, …”2, siendo ello así, en la ciudad de Cajamarca existe la Corte 
Superior de Justicia, la cual con sus órganos jurisdiccionales penales está 
facultada para administrar justicia en esta materia; sin embargo en los 
últimos años, se ha podido apreciar que junto a la jurisdicción ordinaria 
del Poder Judicial, han aparecido otros organismos que sin tener esa 
función jurisdiccional, están administrando justicia creyendo que su actuar 
viene respaldada por excepción dada por la misma Constitución en el 
                                            
1 Monroy Gálvez, citado por Enrique BERNALES BALLESTEROS, pág. 636, último párrafo. 
2 Primera parte del Artículo 138 de la Constitución Política del Perú.  
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Artículo 149 que regula la jurisdicción especial a las rondas campesinas o 
de las autoridades de las comunidades campesinas o nativas con el apoyo 
de las rondas campesinas.  
 Con el presente trabajo, se logra identificar que efectivamente existen en 
la ciudad de Cajamarca hasta dos organizaciones que sin tener la facultad 
de administrar justicia (jurisdicción ordinaria), bajo el argumento de ser 
organizaciones de rondas (campesinas y urbanas) vienen realizando 
función jurisdiccional especial prescrita en el Artículo 149 de la Carta 
Magna, creando un conflicto de jurisdicciones, la “ordinaria” del Poder 
Judicial y “especial” de estas organizaciones que sin cumplir el texto 
expreso de la Constitución, vienen realizando esta función en un ámbito 
territorial que no les corresponde (en la ciudad) y violando los derechos 
fundamentales de las personas a las cuales someten (dignidad, integridad 
personal y patrimonial).  
 Así, se ha podido establecer que el 23/09/2005 se crea en el distrito de la 
Asunción, Provincia de Cajamarca la “Asociación Central Provincial, Única 
de Rondas Campesinas y Comunales de Cajamarca” cuyo Presidente es 
Segundo José Mestanza Julca, y el 16/11/2010 se crea en la ciudad de 
Cajamarca la “Asociación Civil de Rondas Urbanas y Periféricas de 
Cajamarca” cuyo presidente es el señor Fernando Chuquilín Ramos, 
organizaciones que de hecho vienen realizando actividad jurisdiccional en 
la ciudad de Cajamarca, tramitando procesos penales como hurtos, robos, 
estafas, violencia familiar, etc., creando un conflicto de jurisdicción 
(ordinaria y especial), en un ámbito territorial en el cual no les corresponde 
y violando derechos fundamentales de las personas a las cuales someten 
por la fuerza y aprovechando su número de integrantes, hechos por los 
cuales se llega a acreditar que se les ha abierto investigaciones y 
procesos penales por coacción, lesiones, hurtos, etc.   
ABSTRACT  
 According to the Constitutional Principle of unity and exclusivity of the 
jurisdictional function, “no one can claim in a Rule of Law the function of 
resolving conflicts of interest with legal relevance, either privately or by 
their own act. This activity corresponds to the State through its specialized 
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bodies,…”2, according to this, “the power to administer justice emanates 
from the people and is exercised by the Judiciary through its hierarchical 
organs, subject to the Constitution and laws,…”4. In this regard, the city of 
Cajamarca holds the Superior Court of Justice, which has its criminal 
courts, empowering it for administering justice in this matter. However, in 
recent years, along with the ordinary jurisdiction of the Judiciary, other 
agencies have appeared that, without having that jurisdictional function, 
are administering justice in the believe that their actions are backed by an 
exception given by the same Constitution in Article 149 that regulates the 
special jurisdiction of the peasant rounds (rondas campesinas) or of the 
authorities of the peasant or native communities with the support of 
peasant rounds.  
 With this work, it is possible to identify that there are two organizations in 
the city of Cajamarca that without having the power to administer justice 
(ordinary jurisdiction), under the argument of being (peasants and urban) 
round organizations have been performing special jurisdictional functions 
prescribed in Article 149 of the Constitution, creating a conflict of 
jurisdictions, the “ordinary” of the Judiciary and “special” of these 
organizations that without complying with the express text of the 
Constitution, a function they perform in a territorial area that does not they 
belong to them (in the city) and violating the fundamental rights of the 
people they submit (dignity, personal and patrimonial integrity).  
 Thus, it has been established that on 09/23/2005, in the district of 
Asunción, Province of Cajamarca, the "Unique Central Provincial 
Association of Rural and Community Rounds of Cajamarca" was created 
whose President is Segundo José Mestanza Julca, and on 11/16/2010 the 
“Civil Association of Urban and Peripheral Rounds of Cajamarca” was 
created in the city of Cajamarca, whose president is Mr. Fernando 
Chuquilín Ramos, organizations that are carrying out jurisdictional 
activities in the city of Cajamarca, processing criminal proceedings as 
thefts, robberies, scams, family violence, etc., creating a conflict of 
jurisdiction (ordinary and special), in a territorial area in which they do not 
                                            
2 Monroy Gálvez, cited by Enrique BERNALES BALLESTEROS, p. 636, last paragraph. 
4 First part of Article 138 of the Political Constitution of Peru.  
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belong and violating fundamental rights of the people they submit by force 
and taking advantage of their number of members, facts for which they 
have proven to have open investigations and criminal proceedings for 
coercion, injuries, theft, etc.   
  
    
INTRODUCCIÓN  
 Con el reconocimiento del pluralismo cultural en la Constitución de 19933, 
se abre campo a muchas instituciones que ingresan al marco 
constitucional, así, en el campo jurídico, se llega a reconocer que “las 
autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de 
las Rondas Campesinas, pueden ejercer función jurisdiccional dentro de 
su ámbito territorial”6, pluralismo jurídico que conforme a los principios 
constitucionales de Unidad y Concordancia Práctica, no sólo se enmarcan 
a las Comunidades Campesinas y Nativas, que en muchas zonas del país 
no existen, sino a los otros lugares en los cuales los propios pobladores 
han hecho de esa práctica algo cotidiano y propio de su cultura en el que 
solucionan sus controversias sometiéndose a sus propios usos y 
costumbres; jurisdicción especial que la  propia Constitución precisa que 
se debe dar respetando los derechos fundamentales de la persona y la 
ley de coordinación con las instituciones del Poder Judicial.  
 Esta ley a la cual hace referencia la última parte del Artículo 149 de la 
Constitución, debería haber sido rigurosa y precisa a efecto de evitar los 
conflictos de jurisdicción que en 1999 ya anticipó Enrique Bernales 
Ballesteros, en la que citando a Marcial Rubio Correa precisó que “esta 
ley es urgente porque los conflictos de jurisdicción que pueden 
presentarse estorbarían la paz de estas comunidades y enturbiarían sus 
relaciones con las autoridades del Estado, …. El problema de conflicto de 
jurisdicciones, por consiguiente, puede presentarse en cualquier 
momento”7, lo cual con el transcurso del tiempo se ha dado, y en la ciudad 
de Cajamarca, lugar en la cual se ha realizado este trabajo, se ha podido 
                                            
3 Inciso 19 del Artículo 2 de la Constitución Política del Perú de 1993. 




constatar que existen bases de rondas campesinas que habiendo sido 
creadas en el ámbito rural, realizan en ésta su actividad jurisdiccional en 
la ciudad, contra citadinos y sin respetar sus derechos fundamentales 
(dignidad o integridad física), e incluso se han creado en la misma ciudad 
otro tipo de organización “rondas urbanas” que sin tener reconocimiento 
constitucional o legal, realizan actividad jurisdiccional en la ciudad.  
 Con el presente trabajo, nos enfocamos en detectar la existencia de estos 
dos grupos de organizaciones (Rondas Campesinas y Rondas Urbanas) 
que se han asentado en la ciudad de Cajamarca, y sin tener atribución 
constitucional o legal, vienen realizando actividad jurisdiccional, lo cual 
llegamos a acreditar detectando que los dirigentes de dos de estas 
organizaciones4 han sido denunciados, investigados y procesados por 
delitos de lesiones, coacción o secuestro al realizar dicha actividad 
ronderil.   
                                            
4 Segundo Mestanza Julca - Presidente de la Central Provincial de Rondas Campesinas de Cajamarca, y Fernando 
Chuquilín Ramos – Presidente de la Asociación de Rondas Urbanas de Cajamarca.  
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CAPITULO I  
  
PROYECTO DE INVESTIGACIÓN5  
1.1. Planteamiento Lógico del Problema:  
 En los últimos años en la ciudad de Cajamarca se viene observando que al 
lado de la justicia ordinaria del poder judicial, vienen actuando otros entes, 
que si bien con algún reconocimiento constitucional o legal para ejercer 
jurisdicción en el ámbito rural, vienen efectuando esa potestad dada por la 
Constitución y la ley, en la misma ciudad del cumbe, nos referimos a las 
llamadas Rondas Campesinas y Urbanas; por lo que a efecto de poder 
encontrar el origen del presente problema, creemos que es necesario 
entender el origen de esta(s) organización(s), de la cual por ejemplo Rolando 
Estela Díaz precisa lo siguiente:   
 “Las Rondas Campesinas …, nacidas en los alrededores de Chota y 
Bambamarca, no surgieron de la noche a la mañana, cuentan nuestros 
abuelos que por los años 1920 – 1930, ellos hacían ronda para cuidar los 
bienes de los señores hacendados, (… en otros lugares, fuera de las 
haciendas, dicen que había pandillas de asaltantes que hacían fechoría y 
media. No trabajaban, pasaban el día echados por esas pampas o 
emborrachándose en las cantinas, y cuando les venía en gana violaban 
mujeres, robaban, mataban, … ¡ya no era vida¡, como ya no podían vivir el 
Gobierno de ese entonces se dictó la ley marcial, vinieron los gendarmes o 
azules del gobierno a combatir tanto ladrón, dicen que se mataron a más de 
700 ladrones y el resto se corrieron por las montañas, así desaparecieron 
los robos y también las rondas de las haciendas).   
 Estos testimonios que están muy presentes en el alma de los campesinos 
de la zona, concuerdan con la época más sangrienta del bandolerismo que 
Cajamarca haya conocido, … desde el comienzo del siglo hasta los años 30, 
actuaron en estas tierras los terribles bandoleros, combatidos primero por el 
Gobierno dictatorial de Augusto B. Leguía hasta 1929 y luego por el de 
                                            
5 “Es también llamado diseño de investigación o plan de investigación. El proyecto de investigación tiene 
los siguientes objetivos: precisar cuál es el problema de estudio y cuáles son los objetivos de la 
investigación, qué marco teórico es conveniente utilizar, qué hipótesis se plantearán; qué métodos y qué 
técnicas se empelarán, cuál será el esquema de investigación que hay que estructurar para desarrollar 
sistemáticamente el trabajo, y finalmente, debemos elaborar el presupuesto, el cronograma y la 
bibliografía”. César Augusto Montes. “Cómo escribir una tesis y no volverse viejo en el intento”. Editorial 
Derrama Magisterial. Lima. Perú. 2013. Pág. 25.  
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Sánchez Cerro, mediante la Ley de Emergencia 8505, que dio rienda suelta 
a una serie de fusilamientos y asesinatos de todos los delincuentes y 
posibles sospechosos.  
 Hacia el año 1940 otra vez surgieron los robos de ganado y escalamiento 
de casas. Desde entonces la pobreza de los campesinos aumentó cada día, 
también los abigeos aumentaron.   
 En los años 70 se inicia una fuerte crisis económica en la zona que empeora 
aún más la situación del campesinado. Los precios de los alimentos y de los 
productos de la agricultura aumentaban rápidamente. Se produce una 
sequía que afecta seriamente la agricultura y la crianza de ganado. Por eso 
en estos tiempos, los robos y saqueos son más graves y más frecuentes. 
Que le robaran a alguien alguna vaca o un carnero era una verdadera 
desgracia porque era lo único que se tenía para vivir y hacer frente a las 
necesidades.  
 Sin embargo, como crecía la demanda de carne desde las ciudades, la 
frecuencia de los robos de ganado aumentaba, llegando incluso a actuar 
conjuntamente los abigeos con los ladrones de estancia (enganchadores).  
Los corrales, los perros y demás medidas de protección ya no frenaban a los 
ladrones; hasta se recurrió a guardar el ganado en las mismas casas, pero 
igual se lo robaban, ya sea golpeando a sus propietarios indefensos o hasta 
matándolos.  
 En diciembre de 1976, se saquea el Centro Educativo de la Estancia de 
Cuyumalca, en Chota la policía, ante la insistencia de los reclamos, investiga 
los hechos, pero lejos de dar la protección que se necesitaba, deja la 
responsabilidad al Teniente Gobernador. Este ordena formar grupos de 
profesores y padres de familia para la vigilancia de la escuela.  
 Este hecho sirvió para que la gente se diera cuenta que esta experiencia de 
organización colectiva podía también servir para defenderse de los abigeos 
y de los otros ladrones.  
13  
  
 Por ello el 29 de diciembre de 1977, se realizó una asamblea en Cuyumalca 
en la que se decidió organizar grupos de rondas campesinas en toda la 
estancia, … Desde entonces la organización se extendió rápidamente, …”6.  
 Esta experiencia nacida en Cuyumalca en 1977, nos dice Antonio Ramírez 
G. que se “ha extendido a todas la áreas rurales del país y en las ciudades 
se gestan las Rondas Urbanas como su equivalente”7.  
 Surgida así esta(s) organización(s), la cual parece dio resultado positivo si 
no es en todo el país, en gran parte del mismo, en el año de 1993, obtuvo 
reconocimiento constitucional, la cual en su Artículo 149, se incorporó en ese 
anhelo de muchos pobladores rurales, los cuales deseaban el 
reconocimiento constitucional de su organización y por primera vez se 
establece que las “autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, 
con el apoyo de las Rondas Campesinas puedan ejercer las funciones 
jurisdiccionales”.  
Con el mencionado dispositivo constitucional se reconoce la variedad 
cultural de nuestra patria, y se da la posibilidad de que los pobladores de 
cada rincón del país que incurren en algún acto reñido con sus propias 
costumbres, se vean sometidos a la investigación y juzgamiento según los 
principios y costumbres del grupo social al cual pertenecen.  
Situación singular que fue necesario sea reconocida por nuestra Carta 
Magna, como máxima norma de nuestro sistema jurídico para darle el 
reconocimiento que se requería; sin embargo, luego de 26 años de entrada 
en vigencia nuestra actual Constitución, se ha podido apreciar que la 
supuesta jurisdicción comunal ha generado problemas con la jurisdicción 
común del Poder Judicial, pues pese a existir ya una Ley y Reglamento que 
regularía la forma adecuada para que funcione la nueva jurisdicción, se ha 
podido constatar que existe actualmente una superposición de jurisdicciones 
en la ciudad de Cajamarca, en la cual personas que integran las rondas 
campesinas, administran justicia en un ámbito territorial en la cual el Poder 
Judicial tiene dicha facultad, lo cual tergiversan la noble intención que 
                                            
6 Rolando Estela Díaz. “Reconózcase a las Rondas Campesinas”. 1988, SER – Servicios Educativos Rurales, 
Lima – Perú, págs. 16-19.  
7 Antonio Ramírez G. “I Encuentro de Nacional de Rondas Campesinas”. 1987. Editores: Fed Chota, Cajamarca, 
La Liberta, Huaral, Pallasca, Huánuco. Lima – Perú, pág. 18.  
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tuvieron los constitucionalistas que señalaron la jurisdicción especial de las 
autoridades comunales que pueden brindar ese servicio con apoyo de las 
Rondas Campesinas.  
Ello se ha dejado ver, cuando por el alto grado de migración del 
poblador rural a la ciudad, éstos llevan con ellos su cultura y costumbres, 
formando en la ciudad sus organizaciones sociales (Autoridades Comunales 
o Nativas y Rondas) en asentamientos humanos o pueblos jóvenes en los 
cuales habitan; creando con ello la existencia de dos tipos de jurisdicción en 
un mismo ámbito territorial que compiten por solucionar los problemas que 
se pueden generar.  
1.2. Formulación del Problema.-  
   ¿Existe conflicto entre la jurisdicción ordinaria del Poder Judicial y la 
especial de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las 
Rondas Campesinas, en la ciudad de Cajamarca?  
1.3. Objetivos8:  
 En el presente trabajo nos hemos fijado los siguientes objetivos:  
1.3.1. General:  
- Determinar la existencia de conflicto de jurisdicción entre la ordinaria 
del Poder Judicial y la especial de las Comunidades Campesinas y 
Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas.  
1.3.2. Específicos:  
- Analizar y comentar el índice de procesos tramitados en la Central de 
Rondas Campesinas de Cajamarca.  
- Analizar y comentar el índice de procesos ingresados al Ministerio 
Público y Juzgados de la ciudad de Cajamarca sobre problemas en los 
cuales están involucrados integrantes de las Rondas Campesinas.  
                                            
8 “… ¿para qué se realiza la investigación? ¿qué es lo que se buscó conocer?, … el objeto de estudio puede 
ser un fenómeno de la realidad social o un problema social específico que nos proponemos investigar, en 
cambio en objeto de la investigación, es lo que tratamos de demostrar con la investigación, y las metas, 
son las especificaciones cuantitativas de un objetivo propuesto en nuestro proyecto. El objetivo general es 
el propósito o finalidad que el investigador trata de explicar o comprobar en la investigación. Los objetivos 
específicos son las ideas y proposiciones que se plantean para alcanzar el objetivo general. Para redactar 
los objetivos se utiliza el infinitivo de los siguientes verbos: analizar, calcular, comprobar, describir, 
demostrar, determinar, …”.César Augusto Montes. “Cómo escribir una tesis y no volverse viejo en el 
intento”. Editorial Derrama Magisterial, Lima Perú, 1993, pág. 27.  
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- Analizar, comentar y explicar el marco constitucional, legal y doctrinario 
de nuestro tema de estudio.  
1.4. Justificación del Trabajo a Realizar.-  
 Que, existiendo problemas actuales que involucran a personas que integran 
las Rondas Campesinas, que a nombre de las autoridades de las Comunidades 
Campesinas y Nativas, vienen ejerciendo su potestad jurisdiccional en la ciudad 
de Cajamarca, es necesario determinar si constitucional o legalmente pueden 
seguir actuando como lo vienen haciendo; y más aún determinar si la misma la 
vienen haciendo respetando los derechos fundamentales de las personas que 
supuestamente se someten a su jurisdicción, y esperamos que con el presente 
trabajo se pueda llenar en algo este problema que existe, no restringiendo la 
labor que vienen realizando los ronderos, sino para que ella se realice de la mejor 
manera posible y respetando los derechos humanos inherentes de todo ser 
humano. 1.5. Viabilidad de la Investigación.-  
 El trabajo a realizar resulta viable pues no requiere de mayor gasto 
económico para ejecutarlo, y se puede tener acceso a la información con la 
que cuentan la Central de Rondas Campesinas en Cajamarca, así como se 
puede tener acceso a la información pública del Ministerio Público y el Poder 
Judicial, con lo cual se puede asegurar el material básico para la realización 
de la presente investigación.  
1.6. Consecuencias.-  
 Se puede generar una consecuencia inmediata, de proponer a los ronderos, 
alcances jurídicos a efecto de poder ejercer de mejor manera su labor 
jurisdiccional, y contribuir con ello de mejor manera para trabajar 
mancomunadamente con el Poder Judicial, Ministerio Público y la Policía 
Nacional del Perú; y se puede tener como consecuencia mediata, una nueva 
forma de regulación de estas organizaciones rurales, delimitando de mejor 
manera su ámbito jurisdiccional para no tener una superposición con la labor 
realizada los Operadores de Justicia de la jurisdicción ordinaria.  
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1.7. Hipótesis9.-  
 “Si existiera una organizada coordinación entre la jurisdicción ordinaria del 
Poder Judicial y la especial de las Comunidades Campesinas y Nativas, con 
el apoyo de las Rondas Campesinas, entonces los conflictos de jurisdicción 
entre estas instituciones se solucionarían, consolidando la defensa de los 
derechos fundamentales de la persona”.  
1.8. Variables10:  
1.8.1. Variable Independiente:  
   Organizada coordinación entre la jurisdicción del Poder Judicial 
y la especial de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el 
apoyo de las Rondas Campesinas.  
1.8.2. Variable Dependiente:  
 Los conflictos de jurisdicción ordinaria y especial se solucionarían, 
consolidando la defensa de los derechos fundamentales de la persona. 1.9. 
Diseño de la Contrastación de la Hipótesis:  
  
 Teniendo en cuenta el problema y objetivos planteados, así como la 
población y muestra que líneas más adelante señalo, está se constatará en 
primer término con la opinión de especialistas sobre el tema, la experiencia 
que han vivido al respecto y los casos de denuncias obtenidas de la Central 
de Rondas Campesinas y denuncias presentadas al Poder Judicial y 
Ministerio Público contra ronderos y dirigentes ronderiles.  
1.10. Definición del Tipo de Investigación:  
- Exploratorio.- Pues pretende explorar un problema nuevo o poco 
estudiado y que puede generar prioridades para investigaciones 
futuras.  
                                            
9 “Las hipótesis son las guías de una investigación o estudio. Las hipótesis indican lo que tratamos de 
probar y se definen como explicaciones tentativas del fenómeno investigado. Se derivan de la teoría 
existente y deben formularse a manera de proposiciones. De hecho, son respuestas provisionales a las 
preguntas de investigación”. Roberto Hernández Samperi. “Metodología de la investigación”. Editorial Mc 
Graw - Hill Education, DF, México, 2014, Pág. 104.  
10 “… es una propiedad que puede fluctuar y cuya variación es susceptible de medirse u observarse”. Roberto 
Hernández Samperi. “Metodología de la investigación”. Mc Graw – Hill. DF, México, pág. 105.  
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- Descriptivo.- Pues se buscara especificar las propiedades importantes 
del fenómeno que se somete a análisis.  
- Explicativo.- Mediante el cual trataremos de responder las causas que 
han generado el problema de coexistencia de dos tipos de jurisdicción 
en un mismo ámbito territorial.  
1.11. Selección del Diseño de Investigación:  
- No Experimental, ya que el trabajo que se realizará no se tiene control 
directo sobre las variables, pues sus manifestaciones no son 
manipulables y se limitará a observar y detallar el fenómeno en su 
contexto natural para luego analizarlo; para lo cual usaremos la 
investigación longitudinal de tendencia, pues se analizarán los cambios 
que han surgido a través de los dos años en estudio en la población 
cajamarquina, luego que se instauró la vigencia del Código Procesal 
Penal del 2004 en la ciudad de Cajamarca.  
1.12.- Delimitación de la Investigación:  
1.12.1. Ámbito Geográfico:  
La Provincia de Cajamarca cuenta con doce distritos: 
Cajamarca, Asunción, Chetilla, Cospán, Encañada, Jesús, 
Llacanora, Baños del Inca, Magdalena, Matara, Namora y San 
Juan; la ciudad de Cajamarca, se encuentra ubicada a 2,731 
m.s.n.m., a 78°30´39´´ latitud Sur y 07°09´17´´ latitud Oeste; con 
22,045 habitantes en el Distrito de Cajamarca11.  
1.12.2. Selección de la Población:  
  El presente trabajo de investigación lo realizaremos en la 
ciudad de Cajamarca, teniendo como población la totalidad de 
denuncias obtenidos de la Central de Rondas Campesinas de la 
Provincia durante los años 2011 al 2018, así como las denuncias 
presentadas al Poder Judicial y Ministerio Público contra ronderos 
o dirigentes ronderiles.  
1.12.3. Selección de la Muestra no Probalística:  
                                            
11 Según la población censada proyectada al 30/06/18, en “Compendio Estadístico 2018”. INEI, en págs. 23 y 43.  
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  Diez (10) denuncias obtenidas en la Central de Rondas 
Campesinas y diez (10) denuncias presentadas en el Poder Judicial 
y Ministerio Público contra ronderos o dirigentes ronderiles.  
1.13. Recolección de Datos:  
    Estos datos se obtendrán mediante la:  
- Observación.  
- Fichaje (resumen, textuales, bibliográficas y hemerográficas).  
- Acopio de documentos:  
- Revisión y estudio de libros de actas de la Central de Rondas 
Campesinas, así como de expedientes o cuadernillos de investigación 
de la Fiscalía Provincial Penal, Juzgados Penales de Cajamarca.  
- Entrevistas con dirigentes ronderiles y Magistrados del Ministerio 
Público y el Poder Judicial de la Provincia para conocer de mejor 
manera el problema que se está estudiando.  
  Así los datos obtenidos se los tabulara y preparará adecuadamente 
para realizar el análisis respectivo.  
1.14.- Materiales, Técnicas y Métodos:  
1.14. 1.- Materiales: Bibliográficos, hemerográficos, prensa (periódicos, 
boletines, fotos, etc.), cámara fotográfica, grabadora, computadora, celular, 
etc.  
1.14.2. Técnicas:  
 Fichaje bibliográfico (de autor, material, resumen, comentarios y 
paráfrasis).  
 Entrevista, vía cuestionario a dirigentes de las rondas y a 
Magistrados del Poder Judicial y Ministerio Público de Cajamarca, 
para examinar de la mejor manera el objeto de mi estudio.  
 De la tabulación y gráficos, relacionados con la técnica de la 
entrevista.  
1.14.3. Métodos:  
 Inductivo – Deductivo.  
 Analítico – Explicativo – Sintético.  
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 Histórico – Comparativo.  
 Descriptivo, etc.  
  
1.15. Cronograma de Actividades.- Año 2018-2019  
  Junio  Julio  Agost  Seti  Octub Noviemb  Diciem  Enero  Febrer  
1. Elaboración Proyecto  X                  
2. Presentación Proyecto    X                




   
    X  X  X  X  X    
5. Aplicación Instrumentos                X  X  
6. Tabulación de Datos                  X  
7. Elaboración de Informes        X  X  X  X  X  X  
8. Presentación del Informe              X  X  X  
9. Sustentación                  X  
  
1.16. Presupuesto:  
- Bienes:  
Rubro  Cantidad  Costo  
- Papel Bond 75 g.  01 millar  S/. 21.00  
- Corrector  01 unidad  S/. 15.00  
- Resaltador  01 unidad  S/. 12.00  
- Bolígrafos  02 unidades  S/. 11.00  
- Lápices y tajador  02 unidades  S/. 11.00  
- CDs  03 unidades  S/. 13. 00  
- Grapas  01 caja  S/. 12.00  
- Cámara fotográfica  01 unidad  S/. 200.00  
- Computadora nueva  01 unidad  S/. 1,200  
Sub Total    S/. 1,495.00  
  
- Servicios:  
Rubro  Cantidad  Costo  
. Digitación  300 hojas  S/. 280.00  
- Copias Fotostáticas  1,200 hojas  S/. 160.00  
- Internet  50  horas  S/. 150.00  
- Impresiones  300 hojas  S/. 360.00  
- Empastados Tesis  03 ejemplares  S/. 160.00  
- Anillados  03 ejemplares  S/. 15.00  
- CDs impresos  06 unidades  S/. 130.00  
- Movilidad    S/. 200.00  
- Asistentes    S/. 400.00  
Sub Total    S/. 1,855  
  
1.17. Financiamiento:  
  Será a cargo del investigador, en un total de TRES MIL TRESCIENTOS  
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CINCUENTA soles (S/. 3,350).  
    
CAPITULO II 
MARCO TEORICO  
2.1. Antecedentes del Problema:  
  Aldo CASTAÑEDA BECERRA (2011), refiere que “los actos de 
privación de libertad de tránsito por parte de las Rondas Campesinas, se ve 
reflejado en que someten a cautiverio, obligan a trabajar y obligan a hacer 
rondas”, así como “los actos de tortura de las Rondas Campesinas del distrito 
de Cajamarca se aprecian en que las rondas someten a castigos físicos a 
quienes consideran que han cometido alguna falta o delito12”.  
 En concordancia con el anterior, Luís CACHO RONCAL (2011), precisa 
que “2. el accionar de las Rondas Campesinas en la Provincia de Cajamarca, 
no es de acuerdo a la Jurisdicción Especial establecida en la Constitución 
Política del Perú; debido a la violación de derechos fundamentales, y a que 
los ronderos intervienen en toda controversia que surge en su territorio o 
fuera de él, es decir no solo en usos y costumbres, sino en delitos (abigeato, 
hurtos, robos, usurpaciones, lesiones, etc.), faltas, asuntos civiles, de familia, 
laborales y otras materias;  por consiguiente administran justicia en forma 
paralela a los operadores de justicia como son: la Policía Nacional del Perú, 
Ministerio Público y Poder Judicial, … 4. el accionar de las Rondas 
Campesinas, en funciones jurisdiccionales y/o solución pacífica de conflictos, 
no lo realizan dentro de su ámbito territorial de su caserío o comunidad, 
existiendo incluso rondas urbanas en las ciudades de la Provincia de 
Cajamarca, como una justicia paralela a la ordinaria, 5.  se ha establecido 
las implicancias penales, del accionar de los integrantes de las Rondas 
Campesinas de la Provincia de Cajamarca, período 2007 – 2009; 
habiéndose registrado denuncias y procesos penales por delitos de: 
secuestro, coacción, lesiones, usurpación de funciones, violación de 
domicilio entre otros, en el nivel de Policía Nacional del Perú, Ministerio 
Público y Poder Judicial, 6. que la seguridad jurídica ha disminuido en las 
                                            
12 Conclusiones 3 y 4 de la Tesis para optar el Grado de Maestro de Derecho Penal y Criminología, en la 
Escuela de Post Grado de la Universidad Nacional de Cajamarca, titulada: “Rondas Campesinas y 
Violación de Derechos Humanos en el distrito de Cajamarca”. 2011.  
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zonas rurales de la Provincia de Cajamarca, período 2007 – 2009, en donde 
las Rondas Campesinas accionan debido a que no se vienen respetando la 
Ley de Rondas Campesinas y lo prescrito en el Artículo 149 de la 
Constitución Política del Perú”13.  
  Por su parte, Hermitanio GALLARDO CORONEL (2013) precisa que 
“1. la justicia ronderil es una alternativa real y efectiva para que la población 
chotana ejerza su derecho de acción a la justicia y solucione problemas de 
relevancia penal. 2. las rondas tienen facultades jurisdiccionales. 3. las 
ventajas o beneficios de acudir a la justicia ronderil son: evitan la 
delincuencia y está al alcance de toda la población. En cambio las ventajas 
de acudir a la justicia ordinária son: respeto a los Derechos Humanos y 
conocimiento de normas legales. 5.  las desventajas o deficiencias de acudir 
a la justicia ronderil son: falta de capacitación y en algunas ocasiones hay 
violaciones de derechos humanos. En cambio las desventajas de acudir a la 
justicia ordinaria son: poca celeridad, costosa, no está al alcance de todos y 
son muy legalistas. 6. la justicia ronderil si interviene en la solución de 
problemas delictivos en Chota, tales como: hurtos, robo, abigeato, lesiones, 
... . 7. las sanciones comunes que aplican las rondas en Chota son: cadena 
ronderil, castigo físico, dialogo, ..., trabajo comunal en aplicación del derecho 
consuetudinário, ... 10. es indispensable el apoyo de la ley, coordinación 
entre la justicia ordinária y ronderil, para que no haya intromisión de 
funciones, ... . 11. las rondas campesinas serían una alternativa de acceso a 
la justicia para disminuir sobrecarga procesal de la justicia ordinária”14.  
 BARRETO CHICHE, David Alfredo (2018) precisa que “... 3. La 
jurisdicción de las rondas campesinas vulnera el princípio de legalidad penal, 
pues dicha jurisdicción no respeta los fundamentos del princípio de legalidad 
(fundamento jurídico político, axiológico y jurídico penal) pues ni el artículo  
149 de la Constitución Política del Perú ni la ley de rondas campesinas (Ley 
N° 27908) se ha estabelecido previamente la compentencia material que 
                                            
13 Conclusiones del Trabajo de Tesis “El accionar de las rondas campesinas, su relación con la jurisdicción 
especial, el derecho consuetudinario y sus implicancias penales, en la provincia de Cajamarca, período 2007 
– 2009”. Tesis para optar el Grado de Magister en Ciencias Penales de la Escuela de Post Grado de la 
Universidad Nacional de Cajamarca. 2011. 154 paginas.  
14 Conclusiones de Tesis para optar el Grado de Maestro de Derecho Penal y Criminología, en la Escuela 
de Post Grado de la Universidad Nacional de Cajamarca, titulada: “Justicia ronderil: análisis jurídico a 
su normatividad legal”. 2013.    
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poseen ni las sanciones que pueden imponer. 4. Se vulnera el princípio de 
legalidad porque la Jurisdicicón Comunal no respeta los fundamentos de 
principio de legalidad, asi, no se respeta el fundamento jurídico – político, 
porque al no tener estabelecido que delitos pueden resolver las rondas 
campesinas, estos en un mismo instante pueden estabelecer si es o no delito 
y la sanción correspondiente; asimismo, tampoco se respeta el fundamento 
axiológico, pues al no establecerse especificamente la competência material 
de las rondas campesinas no se da seguridad jurídica a las personas, pues 
éstas no tienen certeza si ante tal o cual hecho quien lo va a investigar o 
sancionar es la ronda  campesina o la Jurisdicción Ordinaria Penal, por 
último, tampoco se respeta el fundamento jurídico penal, pues si no se tiene 
estabelecido previamente las sanciones a imponer por las rondas 
campesinas éstas no pueden cumplir su fin preventivo (no se intimidaria al 
sujeto a fin de que no cometa delitos), ...”.  
2.2.  Evolución Constitucional de las Rondas Campesinas.  
  Para encontrar cuales son las bases de las que surgió la forma de 
administran justicia por las Rondas Campesinas, plasmadas en el Art. 149 
de la Constitución del 93, tenemos que indagar en la historia, y así poder 
conocer las principales instituciones que han dado origen a estas 
organizaciones en la zona rural, y comprender por ejemplo que nuestra 
historia constitucional no se inicia con la emisión de las Constituciones 
escritas desde 1823, sino mucho antes aun cuando no estando plasmadas 
en papel nuestras normas fundamentales, los antiguos peruanos tenían la 
convicción de que sus actos se regían por dispositivos no escritos marcados 
por sus usos y costumbres15, por ello dividimos este capítulo de nuestra 
evolución constitucional del modo siguiente:  
Etapa Antigua.- Esta es la etapa en la cual se puede encontrar una forma 
clara de administrar justicia por los pueblos del antiguo Perú, pues antes de 
ellos los pueblos eran salvajes y no se puede encontrar costumbres y leyes 
                                            
15 Pues como señala BLAS VALERA, citado por Garcilaso de la Vega en su Capítulo XIX, del Libro Cuarto 
de su obra Comentarios Reales “… para que los amautas enseñasen las ciencias que alcanzaban a los 
príncipes Incas y a los de su sangre real y a los nobles de su Imperio, no por enseñanza de letras, que no 
las tuvieron, sino por práctica y por uso cotidiano y por experiencia, … para que entendiesen la razón y 
fundamento de sus leyes y fueros y el número de ellos y su verdadera interpretación para que alcancen el 
don de saber y gobernar, …”. Pág. 42.  
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justas20, en el que el derecho inca16, en su génesis subjetiva la ley nace del 
mismo Inca17, el cual era autoridad suprema y era creador del derecho, y que 
tenía ciertas peculiaridades como que la justicia se ejercía de oficio (aunque 
el agraviado renunciase a ella), se distinguía los roles del acusado, agraviado 
y los jueces y se tuvo en cuenta aunque en forma rudimentaria el factor 
subjetivo del acusado para la calificación del delito y aplicación de las penas 
(edad, función, necesidad, etc.)18, en la que las penas buscaban más un 
efecto intimidatorio que sancionador, pues se basa en un rigorismo 
absoluto19 que se aplicaba desde el Chunca Camayoc en cada Ayllu hasta 
el mismo Inca en todo el Tahuantinsuyo20, características de un sistema 
penal que a pesar de desconocer la escritura, pasaron sus reglas de 
generación en generación a través de la palabra oral, y por las bases que 
sentó en el Estado incaico, podría instituir su Constitución consuetudinaria 
cuyos principios básicos de sus costumbres se trasmitieron desde Manco  
Capac hasta Atahualpa, y que permitió la unificación de su imperio gracias a  
20En escrito de Pedro Cieza de León, antes de ellos los hombres eran salvajes y recién con los incas se 
empieza con costumbres y leyes justas: “… también tenemos por entendido, que antiguamente, antes que 
los Incas reinasen, en muchas provincias andaban los hombres como salvajes, y los unos salían á dar 
guerra á los otros, y se comian como agora hacen los de la provincia de Arma y otros de sus comarcas; 
y luego reinaron los Incas, como gente de gran razon y que tenian santas y justas costumbres y leyes”. 
                                            
16 José Varellanos precisa que “Existió el Derecho inca, entendiendo tal derecho no solamente como una 
costumbre exigida por una necesidad social, como sostiene Adam; sino como un conjunto de normas 
jurídicas ciertas y efectivas, aunque no escritas, que se impuso a los individuos que vivían en la sociedad 
incaica, cuyo respeto y cumplimiento fue garantía de vida social y cuya violación fue sancionado por el 
Estado. Este derecho se manifestó, con más nitidez, en la penalidad y las relaciones del individuo con el 
Estado. Para esta relación se necesitó la intervención de funcionarios, a los mismos que, Guamán Poma 
los enumera con erudita prolijidad. La presencia de estos funcionarios públicos se debió a la carencia 
de la escritura perfecta entre los Incas. Aunque existía su manifestación incipiente en los quipos, los 
bastones pintados y las representaciones en tela, etc. por eso se dedicaron a la relación oral de las leyes, 
como su divulgación y cumplimiento … Esta forma de expresión y regulación del derecho, es el que 
califica el jurista alemán Summer Maine de verdadera etapa del derecho constitudinario. También por 
la falta de escritura, las normas jurídicas y sociales de los Incas, se sintetizaban en axiomas, proverbios 
y refranes; los mismos que se divulgaban en las ferias, en las fiestas o por boca de los chasquis”.  
17 Así Antonio de la Calancha en “Crónicas del Perú Edición de Ignacio Prado Pastor”, precia que “Manco 
izo leyes políticas para el govierno de las costumbres i pueblos … dividió tierras …, levanto templos 
obligando que adorasen al Sol y al Dios Viracocha, mando adorar al Dios invisible Pachacamac, que 
quiere decir el que cría y da vida al universo, declarándole por superior al sol … puso ley que se casasen 
los Reyes con sus ermanas …, introdujo por insignia Real la corona del Rey una borla de color carmesí 
de finísima lana …, escogió por cetro Real el Chanpi y el Sunturpaucar … y se continuo este escudo y 
Real insignia asta el último de sus descendientes”. Pág. 216 - 217.  
18 Ibid. Pág. 9, 10 y 11.  
19 Cornejo, Gustavo. “Parte General del Derecho Penal”. Tomo Segundo. Pág. 94: “La nota característica 
del derecho penal del Imperio explica su rigorismo absoluto … Los cronistas en general firman la calidad 
drástica de la penalidad incaica”.  
20 Horacio Zevallos. “El Imperio Incaico”. Pag. 210.: “desde el jefe o juez de decena. chunca camáyoc, 
hasta el Inca, pasando por los pachaca, los pichca-chunca, los Uranga, los hunos, el tucuiricuc, el Tribunal 
de los Doce, el Supremo Consejo de los Apocuna y el Inca”.  
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CAP. XXV.— “Cómo los Incas fueron limpios del pecado nefando y de otras fealdades que se han visto 
en otros príncipes del mundo, de sus Crónicas”. Pags. 99 – 100.  
los “procedimientos que mantuvieron desde sus orígenes21, permitiendo la 
subsistencia de su cultura por algo más de 3 siglos22, usos y costumbres que 
se mantuvieron, puesto que la conquista del imperio incaico, no sólo significó 
la muerte de Atahualpa, los principales líderes indígenas en manos de los 
españoles, sino también significó el sometimiento de la cultura incaica ante 
la cultura peninsular, la cual para lograr la sumisión total de los pobladores 
del nuevo mundo, buscaron eliminar tod o vestigio de la cultura conquistada, 
así implantaron la religión católica, su idioma, escritura y una forma nueva 
de administrar justicia, entre otras.  
  Antonio de la CALANCHA (1974), al referirse al império incaico, precisa 
que “pocas naciones uvo em el mundo, a mi ver, que tuviesen mejor 
govierno, que los Ingas. Luego acciones memorables deste Inga, que quiero 
que se sepa quan bien governada estaba esta Monarquia antes que entras 
em los Españoles, quando governavan estos Ingas, i será con una cláusula 
de testamento de quel valeroso Capitán Manco Sierra de Leguizamo, que 
vino con Don Francisco Pizarro, ... este pues en su testamento uma cláusula 
para descargar su conciencia, i para que se Le diese a nuestro Rey Filipo, 
otorgose el testamento em el Cuzco em 18 de setienbre de 1589, ante 
Gerónimo Sänchez de Quesada Escrivano público, y la cláusula a la letra 
dice asi: antes de enpeçar el dicho mi testamento, declaro que a muchos 
años que yo e deseado tener orden de advertir a la Católica Real Magestad 
del Rey Don Felipe nuestro señor, ... por lo que toca al descargo de mi anima, 
a causa de era yo sido mucha parte en el descubrimiento i conquista i 
población de estos Reynos, quando los quitamos a los que eran señores 
Ingás que los poseían i regían como suyos, i los pusimos debajo de la Real 
Corona, que entienda su Magesta Católica, que allamos estos Reynos de tal 
manera, que los dichos Ingás los tenían governados de tal manera, que en 
                                            
21 Fernando Silva Santisteban, “Historia del Perú”. Tomo I Perú Antiguo. Pag. 103-104. a) establecimiento 
de un sistema de apropiación y organización del trabajo en base a creencias religiosas y principios de 
reciprocidad y redistribución de los bienes, b) imposición de un culto principal oficializado – culto al sol, 
c) la adopción de diversas instituciones que alcanzaron alto grado de desarrollo político, d) adopción del 
quechua como lengua general – por lo menos en las últimas épocas-, e) muchas instituciones y obras de 
infraestructura que iban creando y adaptando a las necesidades que surgían en su expansión”  
22 “Las dinastías incas comenzaron hacia el año 1200 de nuestra era” (Fernando Silva Santisteban en su 
“Historia del Perú” Tomo I, pág. 131) hasta la caída del imperio incaico que inicia se inicia la conquista 
del imperio incaico por los españoles el 15/11/1532”. (http://es.wikipedia.org/wiki/Imperio_Inca).  
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todos ellos no avia un ladrón, ni unbre vicioso, ni olgaçan, ni uma muger 
adúltera, ni mala, ni se permitia entre ellos, ni gente de mal vivir en lo moral, 
que los onbres tenían sus ocupaciones onestas i provechosas, i que las 
tierras i montes i minas, pastos i casas i madera i todo gênero de 
aprovechamientos estava governando i repartido de suerte, que cada uno 
conocía i tênia su azienda, sin que otro ninguno se la ocupase, ni tomase, ni 
sobre ello avia pleytos, i que las cosas de la guerra, auque era muchas, no 
inpedían a las del comercio, ni estas a las cosas de la brança, e cultivar de 
las tierras, ni outra cosa alguna, i que em todo desde lo mayor, asta lo más 
menudo tenia su orden i concierto com mucho asiento, i que los Ingás eran 
temidos i obedecidos i respetados de sus súbditos, como gente muy capaz i 
de mucho govierno, i que lo mesmo eran sus Gobernadores i Capitanes, i 
que como em estos allamos la fuerça y resistencia para poder los sugetar, e 
oprimir al servicio de Dios nuestro Señor i quitarle su tierra i ponerla debajo 
de la Real Corona, fue necesario quitarles totalmente el poder i mando, i los 
bienes como se los quitamos a fuerça de armas, i que mediante averlo 
permitido Nuestro Señor nos fue posible sugetar este Reyno de tanta 
multitud de gente i riqueza, ..., pues avemos destruído com nuestro mal 
egenplo gente de tanto govierno, como eran estos naturales, i tan quietos de 
cometer delitos, ni ecesos, así onbres, como mugeres, tanto que el Índio que 
tênia cien mil pesos de oro i plata em su casa, i otros Índios, la dejavan 
abierta, puesta una escoba, o un palo pequeño, atravesado en la puerta para 
señal, que no estava allí su dueño, i com esto según su costumbre, no podia 
entrar nadie dentro, ni tomar cosa de lãs que allí avia, i quando ellos vieron 
que nosotros poniamos puertas i llaves em nuestras casas, entendieron que 
era de miedo dellos, porque nonos matasen, pero no porque creyesen que 
ninguno urtase, ni tomase otro su azienda, i asi quando vieron que avia entre 
nosotros ladrones, i onbres que incitavan a pecado a sus mugeres, e ijas, 
nos tuvieron en poco, i na venido a tal rotura em ofensa de Dios estos 
naturales por el mal egenplo que les avemos dado en todo, que aquel 
estremo de no azer cosa mala, se a convertido em que ou ninguna, o 
pocasaz en buenas, i requierese medio u este  toca a su Magestad, para que 
descargue su conciencia, i se lo advierto, pues no soy parte para más, i com 
esto suplico a mi Dios me perdone, i muevame a dezirlo, por ver que soy el 
postrero que muero de todos los descubridores i conquistadores, que como 
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es notorio, ya no ay ninguno sino yo en este Reyno, ni fuera del, i com esto 
ago lo que puedo para descargar mi conciencia”23.  
  José VARALLANOS (1943) en su obra, precisa que para la aplicación de 
la ley sustantiva existió la adjetiva o procesal?. Sostenemos que si, porqué 
el Estado Inca no solo ejerció la función de perseguir al delincuente y calificar 
el delito, sino también la de juzgar y aplicar las penas. Hubo, pues, proceso, 
enjuiciamiento. Este enjuiciamiento fue oral y público, y en la audiencia se 
realizaban las pruebas testificales y las otras mágicas en que los funcionários 
se valían de amuletos y de ritos superticiosos. Para efecto de la confesión 
del delito por el delincuente, se usaron preferentemente los tormentos. La 
prueba mágica fue una verdadera ordalía o juicio de Dios; pues se encerraba 
al delincuente en una cárcel subterránea llena de animales dañinos, con el 
fin de probar su inocencia o culpabilidad, ..., cualquier delito que acontecia 
habiendo noticia del, el gobernador o el teniente, hacían parecer ante si al 
delincuente, a todos los indios e índias que podían tener noticia del tal delito, 
y mandábalos sentar en rueda y ponía en médio el tal delincuente y allí en 
presencia suya, cada uno le decía lo que había visto hacer o decir, sobre lo 
que era acusado, en manera que él no lo podia negar; y si el acusado 
negaba, o los testigos no daban razón suficiente que bastase por prueba, 
enviaba el gobernador a informarse de su cacique y si hallaba que era índio 
mal inclinado y de mal vivir, mandábale dar tormentos y si confesaba era 
castigado conforme al delito, y sino, quedaba sentenciado a muerte, para en 
haciendo otro cualquier delito; y esto era en casos rigurosos sobre muerte o 
hurto, o fuerza, ..., la forma que se tenía para averiguar cualquier debate o 
delito que imponía a alguno era ponerle en presencia del juez a él y a todos 
los que podían ser testigos en aquella causa, y ahí le convencían sin que 
pudiese negarlo, o pareciera su inocencia; y si el tal indio era mal inclinado y 
de mal vivir, dábanle tormento, y si confesaba, era castigado, y si no en 
cometiendo otro delito, quedaba convencido en todos y era sentenciado a 
muerte.  
  Sentenciada la pena no había apelación, salvo que se tratara de delitos 
cometidos por los miembros de la nobleza imperial, o de los delitos contra la 
seguridad del Estado. Y las penas se cumplían, sin dilación, en lãs cárceles 
                                            
23 “CRONICAS DL PERV”. 1974. Transcrito por Ignacio Prado Pastor. Lima Perú. Pags. 221 – 223.  
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o sancayo pinashuasi, y en diversos lugares señalados para tal fin: en los 
cerros, en lagunas, rios, etc.  
  Esta ley procesal impero solamente bajo el regímen Inca. Antes de tal 
administración, el juzgamiento se realizaba en el ayllo, ya por la masa 
indignada que solicitaba reparación, ya por el Consejo de los Ancianos o 
Curacas. A la aparición del Estado y Derecho Inca, este procedimiento 
desaparecio o se redujo su ejercicio, porque los funcionários imperiales 
fueron quienes juzgaron, relegando la autoridad despótica de los Caciques y 
Após; salvo los casos en que los Incas, en su política asimiladora, les dieron 
cargo. Pero entonces ya era funcionarios imperiales.  
    Estos funcionários judiciales del Inca, fueron: el Chuncacamayoc, 
el  Pachacacamayoc,  el  Huarangacamayoc,  el 
 Hunocamayoc,  el  
Tucuyricoco, el Michoc, el Consejo Real y el Inca. A los que según Guamán 
Poma, hay que agregar: los Taripacoc Huamanchac Cauaric, el Quilloiscachi 
Equeco y el Incap Rantin o Virrey del Inca. Estos fueron autoridades políticas 
y judiciales. No existia el cargo de Juez o autoridad dedicada únicamente a 
administrar justicia. Entre los funcionários auxiliares y exclusivamente de 
justicia, conforme Guamán Poma, existían: alguaciles, carceleros y 
verdugos, a los que llama nuestro cronista: Equeco Inca. Este mismo autor 
nos dice que no hubieron escribanos, procuradores ni abogados. Desde el 
angulo de la reparación civil, existia la indemnización, aunque en forma 
incipiente, pues el que mataba sin motivo alguno, debía mantener a los 
familiares de su víctima. En cuanto al costo del proceso, este era gratuito. Y 
dado que el Estado no cobraba por administrarla, la justicia se ejercía de 
oficio.  
 El Inca, Juez Supremo, tênia jurisdiciono en todo el Império y podia resolver 
cualquier causa. El Consejo Real ejercía autoridad sobre las cuatro regiones 
o suyos del Império; Chinchaysuyo, Collasuyo, Antisuyo y Contisuyo. El 
Tucuyricoc administraba justicia en la província de su mando, o en otra, si 
era comisionado para pesquisar, o estando en ajena província se realizaban 
delitos. Los Huno, Huaranga y Pachacacamayoc extendían su mando sobre 
el território donde se hallaban las famílias encomendadas a sus gobierno, 
porque ningún funcionário podia entrometerse en ajena jurisdicción. Si uno 
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de estos funcionários se excedia en sus atribuciones o cometia delitos, era 
penado por el Inca, y de este modo no se conocía el abuso”24.  
Etapa Moderna.- Los vestigios de una etapa constitucional moderna los 
podemos encontrar en la Constitución de Cádiz de 1812, la cual si es cierto 
no tiene ninguna información en la forma de administrar justicia basada en 
los usos o costumbres de la población, tal como las realizadas por los Incas, 
sin embargo encontramos dos referencias claras: cuando precisa que 
cualquier persona puede arrestar “in fraganti” a todo delincuente25 lo cual es 
relevante pues las integrantes de las Rondas Campesinas sin tener mandato 
expreso sobre ello se encargan de detener o privar de su libertad a las 
personas que presuntamente han cometido delito o acto contrario a sus 
costumbres, y en segundo lugar, cuando sin señalar que existen Jueces de 
Paz para tramitar causas no complicadas, precisa que “el Alcalde de cada 
pueblo ejerce en él el oficio de conciliador26”.  
 La situación no cambio mucho con las Normas Fundamentales siguientes, 
pues así la primera Constitución de nuestra vida republicana (1823), como 
antecedente remoto precisa que “los Alcaldes son los Jueces de Paz de sus 
respectivas poblaciones”27 y conocerán de demandas verbales de menor 
cuantía y en materia criminal conocerán de las injurias leves y delitos 
menores que sólo merezcan una moderada corrección28.  La Constitución 
de 1826 preciso la figura de los Jueces de Paz, cuando señala que “en cada 
pueblo ejercerán funciones conciliadoras y no se admitirá demanda civil o 
criminal por injuria sin este requisito”34, y que “infraganti todo delincuente 
puede ser arrestado por cualquier persona…” 29 .  Por su parte la 
Constitución de 1828, reproduce casi en su totalidad la figura de los Jueces 
de Paz de la Constitución anterior 30  y que un delincuente puede ser 
                                            
24 “El Derecho Inca según Felipe Guamán Poma de Ayala en la Nueva Crónica y Buen Gobierno”. 1943. 
Lima Perú. Pags. 13 – 16.  
25 Art. 292 de la Constitución de Cádiz de 1812.  
26 Art. 282 de la Constitución de Cádiz de 1812.  
27 Art. 142 de la Constitución de 1823.  
28 Art. 143 de la Constitución de 1823. 
34Art. 112 de la Constitución de 1826.  
29 Art. 119 de la Constitución de 1826.  
30 Art. 120 de la Constitución de 1828.  
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arrestado por cualquier persona en caso de flagrante delito31 cuando la orden 
es dada por los Prefectos, Intendentes o Gobernadores y pondrán al preso 
dentro de las 24 horas a disposición del Juez.  
 Las Constituciones de 183432, 183933, 185634, 186035 y 186736 reproducen 
las Cartas anteriores sobre la existencia los Jueces de Paz y que tienen 
funciones conciliadoras, sin embargo quitan en forma expresa la facultad que 
tienen terceros de detener o privar de su libertad a una persona que este 
cometiendo delito infraganti.  
 La Constitución de 1920 aparte de reproducir que se podrá arrestar a una 
persona en flagrante delito37 y la existencia de Jueces de Paz en todas las 
poblaciones38, reconoce la existencia legal de las comunidades indígenas y 
señala que se le brinda protección y que se dictará leyes especiales para su 
desarrollo y cultura en armonía con sus necesidades39. La Constitución de 
1933 reproduce la anterior al precisar la manera de proceder en caso de 
flagrante delito40 y la existencia de Jueces de Paz en todas las poblaciones47, 
sin embargo da existencia legal y personería jurídica a las comunidades 
indígenas 41 , garantiza la integridad de su propiedad 42 , precisa que son 
inembargables e imprescriptibles salvo causa de utilidad pública43 y que el 
Estado dictara la legislación civil, penal y económica que los indígenas 
exijan44.    
 Por su parte la Constitución de 1979 a parte de regular los aspectos 
indicados por las normas precedentes, quita el elemento despectivo de 
                                            
31 Art. 127 de la Constitución de 1828.  
32 Art. 121 y 151 sobre Jueces de Paz y arresto de personas, respectivamente.  
33 Art. 124 y 132 sobre Jueces de Paz y que se establecerán jurados para las causas criminales del fuero 
común, respectivamente.  
34 Art. 18 y 126 sobre personas arrestadas en flagrante delito y Jueces de Paz, respectivamente.  
35 Art. 18 y 125 sobre personas arrestadas en flagrante delito y Jueces de Paz, respectivamente.  
36 Art. 17 sobre personas arrestadas en flagrante delito y los Arts. 122 y 123 sobre Jueces de Paz.  
37 Art. 24, la detención in fraganti delito la ejercen las autoridades encargadas de conservar el orden público.  
38 Art. 146.  
39 Art. 58.  
40 Art. 56, la detención in fraganti delito la ejercen las autoridades encargadas de conservar el orden público. 47Art. 
221.  
41 Art. 207.  
42 Art. 208. 
43 Art. 209. 
44 Art. 212. 
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indígenas a los pueblos del ande o la selva y las denomina comunidades 
campesinas y nativas y señalan que tienen existencia legal y personería 
jurídica y que son autónomas en su organización, trabajo comunal y uso de 
la tierra, así como en lo económico y administrativo dentro del marco que la 
ley establece y señala que el Estado respeta y protege las tradiciones de las 
Comunidades Campesinas y Nativas y propicia la superación cultural de sus 
integrantes45.  
 Finalmente la Constitución de 1993, es la que tan igual que la norma 
antecesora brinda protección a las comunidades campesinas y nativas46, sin 
embargo es la primera que da reconocimiento constitucional al derecho 
consuetudinario, y la forma de administrar justicia en las Comunidades 
Campesinas con el apoyo de las Rondas Campesinas47; siendo la primera 
norma constitucional que “abre una ventana hacia la pluralidad del país y 
hacia el respeto a las tradiciones de grupos humanos numerosos e 
importantes” 48 , país caracterizado “por la convivencia de varios grupos 
humanos, cada uno manteniendo sus propias normas económicas, sociales, 
culturales y religiosas que crean una estructura de poder fragmentada y 
difusa en importante espacios de territorio nacional … (en la que por la) 
ineficacia de las instituciones oficiales del sistema de administración de 
justicia y el incremento de la delincuencia, ha dado lugar a la creación de 
nuevas formas de organización social caracterizada por la participación 
directa de la población en la solución de los problemas particulares y 
generales, y en la existencia de una legitimidad que reside en un sentimiento 
de identidad a través de los frentes de defensa, asambleas populares, rondas 
urbanas y campesinas. Rondas Campesinas (que) aparecen en la gran 
población ubicada en zonas marginales, agrestes, de difícil acceso, donde 
no cuentan permanentemente con el número adecuado de autoridades 
                                            
45 Art. 161.  
46 Art. 89.  
47 “Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden 
ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, 
siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de dicha 
jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias del Poder Judicial” (Art. 149 de la 
Constitución Política del Perú de 1993).  
48 Marcial RUBIO CORREA citado por Bernales Ballesteros en su “Constitución de 1993 Análisis 
Comparativo”, Pág. 682.  
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policiales para el control de la seguridad y paz comunal; (surgiendo así) como 
respuesta al incremento de la criminalidad y la falta de acceso a la justicia”49.   
    
En el Derecho Comparado:  
 En otros países sudamericanos, también se ha contemplado la justicia 
intercultural, tal es así que:  
  Existiendo comunidades campesinas o pueblos indígenas no sólo en el 
territorio patrio sino también en otros países vecinos, se ha recogido las 
experiencias normativas constitucionales de estos países para evaluar de 
mejor manera el problema que desarrollamos, países que para defender a 
personas que descienden de culturas naturales, se han visto en la necesidad 
de plasmar en sus Cartas Magnas disposiciones de inclusión y protección 
para dichas poblaciones, así:  
- La Constitución de Colombia de 1991, precisa que existen Jueces de 
Paz para resolver conflictos individuales y colectivos los cuales serán 
elegidos por elección popular50 y establece una jurisdicción especial precisa 
en la que los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales 
dentro de su ámbito territorial, de conformidad a sus normas y 
procedimientos, siempre y cuando se respete la Constitución y las leyes, y 
precisa que se establecerán formas de coordinación entre esta jurisdicción 
especial y el sistema judicial nacional51.  
- La Constitución de Bolivia de 2009, reconoce que las naciones y 
pueblos indígenas originarios campesinos, gozan de los siguientes 
derechos: … 2. A su identidad cultural, …, prácticas y costumbres, y a su 
propia cosmovisión,  
… 5. A que sus instituciones sean parte de la estructura general del Estado52;  
.. La diversidad cultural constituye la base esencial del Estado Plurinacional 
Comunitario. La interculturalidad es el instrumento de cohesión y la 
convivencia armónica y equilibrada entre todos los pueblos y naciones. La 
interculturalidad tendrá lugar con respeto a las diferencias y en igualdad de 
                                            
49 Raúl CHANAME ORBE, en su obra “Comentarios a la Constitución”. Pág. 479.  
50 Art. 247.  
51 Art. 246. 
52 Art. 30. 
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condiciones 53 . En ese sentido, en su Artículo 190 precisa que: “I. Las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos ejercerán sus funciones 
jurisdiccionales y de competencia a través de sus autoridades, y aplicarán 
sus principios, valores culturales, normas y procedimientos propios”, en su 
Artículo 191. “I. La jurisdicción indígena originario campesina se 
fundamenta en un vínculo particular de las personas que son miembros de 
la respectiva nación o pueblo indígena originario campesino. II. La 
jurisdicción indígena originario campesina se ejerce en los siguientes 
ámbitos de vigencia personal, material y territorial: 1. Están sujetos a esta 
jurisdicción los miembros de la nación o pueblo indígena originario 
campesino, sea que actúen como actores o demandado, denunciantes o 
querellantes, denunciados o imputados, recurrentes o recurridos, … II. Para 
el cumplimiento de las decisiones de la jurisdicción indígena originario 
campesina, sus autoridades podrán solicitar el apoyo de los órganos 
competentes del Estado. III. El Estado promoverá y fortalecerá la justicia 
indígena originaria campesina. La Ley de Deslinde Jurisdiccional, 
determinará los mecanismos de coordinación y cooperación entre la 
jurisdicción indígena originaria campesina con la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción agroambiental y todas las jurisdicciones constitucionalmente 
reconocidas, …”.  
- La Constitución de Brasil de 1998, precisa que existen jueces togados 
y legos, que estos últimos serán elegidos por voto universal, secreto, tendrán 
funciones conciliatorias y serán remunerados54. Reconoce a los indios su 
organización social, costumbres, lenguas, tradiciones, y derechos sobres las 
tierras que tradicionalmente ocupan55, sin embargo no le brinda función 
jurisdiccional alguna.  
- La Constitución Bolivariana de Venezuela de 1999, reconoce la 
existencia de los pueblos y comunidades indígenas así como de su cultura, 
usos y costumbres, garantiza el derecho de propiedad colectiva de sus 
tierras las cuales serán inalienables, imprescriptibles, inembargables e 
intransferibles56, y les da el derecho a mantener y desarrollar su identidad 
                                            
53 Art. 98. 
54 Art. 98  
55 Art. 231.  
56 Art. 119. 
33  
  
étnica y cultural57; del mismo modo señala que la ley organizará la justicia de 
paz en las comunidades en la cual los Jueces o Juezas serán elegidos por 
votación universal, directa y secreta58, y aunque no precisa la existencia de 
una organización específica para administrar justicia, como las Rondas  
Campesinas en nuestra patria, sí señala que las autoridades de los pueblos 
indígenas podrán aplicar en su hábitat instancia de justicia con base en sus 
tradiciones ancestrales y que sólo afecten a sus integrantes, ello según sus 
propias normas y procedimientos, dando la salvedad que esto no sea 
contrario a la Constitución, a la ley y al orden público; finalmente señala que 
se establecerán las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con 
el sistema judicial nacional59.  
- La Constitución del Ecuador del 2008, las instituciones que regula 
tienen una mayor complejidad o cobertura en cuanto al tema de estudio; así, 
reconoce como las de países vecinos que existe Justicia de Paz60, el Juez 
será elegido en elección popular, no es necesario para ejercer el cargo ser 
letrado, que empleará mecanismos de conciliación para solucionar los 
conflictos que se pongan a su conocimiento, que no es necesario la 
intervención de abogados, que no podrá disponer la privación de la libertad 
de las partes, y que lo resuelto “no podrá prevalecer sobre la justicia 
indígena”. Asimismo, reconoce y garantiza a las comunidades y pueblos 
indígenas crear, desarrollar y aplicar y practicar su derecho propio o 
consuetudinario con el límite de que no viole los derechos constitucionales; 
que esta justicia será ejercida por las autoridades de las comunidades, 
pueblos y naciones indígenas con base a sus tradiciones y su propio derecho 
en su territorio y con la participación de las mujeres, con el límite de respetar 
la Constitución y derechos humanos reconocidos en instrumentos 
internacionales, y finalmente trae como innovaciones que el Estado garantiza 
que sus decisiones jurisdiccionales sean respetadas por las instituciones y 
autoridades públicas, y que tales decisiones estarán sujetas al control 
constitucional; asimismo señala que la ley establecerá los mecanismos de 
                                            
57 Art. 121. 
58 Art. 258. 
59 Art. 260. 
60 Art. 289. 
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coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria61. 2.3. Las Rondas Campesinas en la Constitución de 1993:  
  
  El Artículo 2, inciso 19 de la Constitución Política del Perú precisa 
que “Toda persona tiene derecho a su identidad étnica y cultural. El  
Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación, …”, el 
Artículo 89 de la Ley de Leyes, precisa “… el Estado respeta la identidad cultural 
de las Comunidades Campesinas y Nativas”, y el Artículo 149 de la Carta Maga 
prescribe “las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el 
apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales 
dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, 
siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona. La ley establece 
las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con los juzgados de Paz y 
con las demás instancias del Poder Judicial”.  
  Al respecto, la Defensoría del Pueblo precisa que “cuando nos 
encontramos con situaciones de hecho que a pesar de requerir una 
regulación jurídica, no la tienen, estamos ante una laguna del Derecho, la 
misma que tiene que llenarse mediante una operación de integración 
jurídica. En efecto, suponer que sólo está regulado lo que se ha escrito es 
desconocer que la vida social es dinámica y por lo tanto, llevar el Derecho al 
fracaso. Para evitar eso, se admite la interpretación extensiva de las normas. 
Por ella se extiende el supuesto de hecho de una norma hacia otro supuesto 
de hecho carente de regulación expresa, pero de naturaleza similar a aquél 
que sí está regulado. De manera que a éste último le corresponda la misma 
consecuencia jurídica que al primero.  
  Por la literalidad del Artículo 149 del texto constitucional vigente, al 
supuesto de hecho comunidad campesina le corresponde la consecuencia 
jurídica ejercen funciones jurisdiccionales. Una interpretación lógica de este 
artículo admite extender su supuesto de hecho hasta abarcar a las rondas 
campesinas de caserío o centros poblados, en la medida en que son 
instituciones sociales de naturaleza similar a las comunidades campesinas, 
al ser, como ellas, expresiones culturales de numerosos pueblos y 
comunidades andinas, las mismas que imparten justicia conforme a su 
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derecho comunal. Con la diferencia de estar integradas por campesinos 
parceleros.  
  Asumir una interpretación que se quede en la literalidad del texto del 
artículo 149º lleva a desconocer las responsabilidades que estos pueblos 
vienen asumiendo consuetudinariamente, y por lo tanto, a exactamente los 
mismos problemas que le artículo 149º de la Constitución pretende resolver: 
desconocimiento del pluralismo jurídico que existe en el Perú, justicia 
inaccesible e impunidad de cierto tipo de criminalidad en los campos 
peruanos. Asimismo, lleva a la criminalización de campesinos encargados, 
por sus comunidades, de resguardar los bienes de sus pares, sancionar a 
quienes los violentan, y en general, resolver conflictos dentro del territorio de 
la comunidad, caserío o centro poblado. Por el contrario, el objetivo o 
finalidad del artículo 149º de la Constitución es el de reconocer el pluralismo 
jurídico existente en el Perú, en el marco de los principios supremos del 
ordenamiento peruano, como una forma de adecuar nuestro ordenamiento 
normativo a nuestra realidad; lo cual puede confirmarse de la revisión del 
Diario de Debates del Pleno del llamado Congreso Constituyente 
Democrático, …, en cualquier caso, de la finalidad de reconocer un ámbito 
institucional de pluralismo jurídico en el país, se desprende lógicamente la 
ampliación del supuesto de la norma interpretada a las rondas campesinas. 
Esto es concordante además, con el reconocimiento del derecho 
fundamental a la identidad cultural y de la pluralidad cultural del país (inciso 
19 del artículo 2º de la Constitución, …, en este caso, una interpretación 
restrictiva del artículo en cuestión para salvaguardar el  principio de 
exclusividad de la función jurisdiccional llevaría a las siguientes 
consecuencias respecto de la normatividad constitucional: a) vaciaría de 
contenido el derecho a la pluralidad cultural de los campesinos parceleros 
en cuanto a la regulación de su vida social y en especial, de la seguridad y 
justicia comunal (interpretación que sería contraria al principio de 
concordancia práctica de la Constitución), b) haría al ordenamiento 
constitucional ineficaz respecto de la integración a la Nación de dichos 
campesinos parceleros, más aún cuando las autoridades policiales, fiscales 
y judiciales comunes no pueden brindar seguridad ni justicia en sus 
comunidades (interpretación contraria al principio de eficacia integradora de 
la Constitución), c) finalmente, la norma constitucional que reconoce la 
36  
  
jurisdicción especial devendría en parcialmente ineficaz, al no facilitar el 
acceso a la justicia de los campesinos parceleros ni el desarrollo de su 
identidad cultural (interpretación contraria al Principio de Eficacia de la 
Constitución)”62.  
  De igual manera, teniendo en cuenta que la normativa supranacional 
sobre derechos humanos es equiparable a rango constitucional, es preciso 
hacer mención que diferentes Estados han tratado de plasmar normas que 
protejan los derechos de las personas que integran sus comunidades 
campesinas o nativas, las que no se agota con las normas constitucionales, 
sino su búsqueda podemos hacerla en normas de rango supra nacional, en 
aquellos dispositivos que se funden en la dignidad del hombre63, los que se 
deben interpretar de conformidad con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, tratados y acuerdos internacionales sobre tal materia 
ratificados por el Perú64, por ello hemos considerado conveniente que para 
el presente trabajo se tenga que incluir por ejemplo las siguientes normas 
supra nacionales:  
 El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes65, señala que: el Estado debe asumir su responsabilidad 
desarrollando medidas que promuevan la plena efectividad de los derechos 
sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad 
social, cultura, costumbres, tradiciones y sus instituciones66; del mismo modo 
precisa que al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados, 
deberán tomarse en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario, considerando dichos pueblos sus costumbres e 
instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos74.  
 Este Convenio, fue firmado en Ginebra el 27/06/1989 y aprobado por el 
Perú mediante Resolución Legislativa Nº 26253 del 02/02/1995, como 
                                            
62 “El Reconocimiento Estatal de las Rondas Campesinas. Normas y Jurisprudencia”. 2006-. Defensoría del Pueblo. 
Págs. 24 – 29.  
63 Art. 3 de la Constitución Política del Perú.  
64 Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución.  
65 Aprobado el Congreso el 27/11/1993 y ratificado el 17/01/1995.  
66 Art. 2, inc. 2º, literal “b”. 
74Art. 8, incs. 1º y 2º.  
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normativa constitucional por estar referido a derechos fundamentales de los 
integrantes de los pueblos indígenas, se debe considerar que en ella se 
otorga pleno goce de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas 
o tribales, sin obstáculo ni discriminación y no se debe emplear contra ellos 
ninguna forma de fuerza o coerción que viole los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los pueblos interesados (Artículo 3), se deberá 
adoptar las medidas especiales que precisen para salvaguardar las 
personas, las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas 
y el medio ambiente de los pueblos interesados (Inciso 1º del Artículo 4).  
 Sobre este tema, Alejandro LAOS FERNANDEZ (2009), precisa que “el 
documento más significativo de reconocimiento del pluralismo cultural y 
jurídico en el orden internacional es el Convenio Nº 169 …, tanto por el 
espíritu de esta norma, como por su carácter obligatorio para aquellos países 
que lo han ratificado, … . La filosofía que adopta este Convenio promueve el 
respeto por las culturas, las formas de vida, las tradiciones y el derecho 
consuetudinario de los pueblos indígenas. Asume que éstos seguirán 
existiendo como parte de sus sociedades nacionales, manteniendo su propia 
identidad, sus propias estructuras y tradiciones. Asimismo, se funda en el 
principio de que estas estructuras y formas de vida tienen un valor intrínseco 
que necesita ser salvado”.  
 Sobre la Jurisdicción Especial, este último autor precisa “el punto más 
controvertido respecto del reconocimiento de la pluralidad étnica y cultura, 
ha sido lo que la propia norma constitucional peruana denomina la 
jurisdicción especial que constituye una atribución que reconoce funciones 
de justicia o de administración y aplicación de normas propias a los pueblos 
indígenas como consecuencia de su aplicación sobre la base de sus 
costumbres y a su cultura.  
 La jurisdicción especial no plantea límite alguno al ejercicio de las 
funciones y normas que les reconoce a los pueblos indígenas, siempre y 
cuando se apliquen exclusivamente entre sus miembros.  
 Como consecuencia del reconocimiento de este tipo de jurisdicción, se 
puede establecer que dentro de la estructura del sistema jurisdiccional del 
país, la jurisdicción especial comunitaria o indígena, constituye un fuero 
más de los órganos de la administración de justicia; así el citado 
reconocimiento legitima las formas de intervención de las organizaciones de 
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rondas en el uso de la coacción o violencia legítima, por lo que no constituiría 
violación del marco del protección de los derechos humanos el simple 
ejercicio de sus facultades de coacción o restricción de derechos como parte 
de su actuar jurisdiccional”67.  
 Por su parte la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas, precisa que los pueblos indígenas tienen 
derecho a conservar y reformar sus propias instituciones políticas, jurídicas, 
económicas, sociales y culturales68.  
  En ese sentido es preciso señalar que nuestro país ratificó el Pacto de 
Viena (Sobre Derecho de los Tratados)69 según el cual todo tratado obliga a 
las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe70, y una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de un tratado79, por lo que nuestro país se encuentra en la 
obligación de cumplir con los acuerdos a los que se comprometido en las 
normas supranacionales antes mencionados.  
  Conforme a lo antes indicado, Mario ALZAMORA VALDEZ (1987), al 
referirse en forma general sobre la interpretación de las normas, precisa “las 
normas jurídicas, mediante el lenguaje hablado o escrito, expresan 
pensamientos sobre los objetos que pertenecen al mundo del derecho. Para 
aplicar las normas a los hechos es necesario descubrir los pensamientos 
que encierran las palabras y llegar, de ese modo, hasta los objetos. Este 
proceso se denomina interpretación. El intérprete toma el lenguaje como 
punto de partida; sigue hasta el pensamiento y de allí al objeto. En la 
elaboración del derecho se recorre el mismo camino pero en sentido inverso: 
del objeto se pasa al pensamiento que se traduce gracias a la palabra, … el 
método gramatical o filológico empleado por los glosadores o 
postglosadores, repara en las palabras, para desprender de ellas o de su 
                                            
67  LAOS FERNADEZ, Alejandro y Otros. “Rondando Nuestra Ley”. 2009. Asociación de Servicios Educativos 
Rurales. Lima Perú. Págs. 41 – 42.  
68 Art. 5.  
69 Ratificada mediante Decreto Supremo 029-2000-RE el 14 de setiembre de 2000 y publicado en el Diario El Peruano 
el 21 de setiembre de 2000.  
70 Art. 26, y se desarrolla en el art. 31 que se entiende por buena fe a la interpretación que se debe hacer de 
los tratados en el sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del mismo, en el contexto de estos 
y teniendo en cuenta su objeto y fin, y que el contexto comprende el texto, preámbulo y anexos; y se asume 
en el art. 32 como medios de interpretación complementaria a los trabajos preparatorios del tratado y a las 
circunstancias de su celebración. 79Art. 27.  
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modo de empleo, la intención del legislador, …”; sin embargo, para efecto de 
interpretar una norma constitucional, el Tribunal Constitucional, en el STC N° 
5854-2005-PA/TC ha precisado que “… No obstante, la particular estructura 
normativa de sus disposiciones que, a diferencia de la gran mayoría de las 
leyes, no responde en su aplicación a la lógica subjuntiva (supuesto 
normativo – subsunción de hecho – consecuencia), exige que los métodos 
de interpretación no se agoten en aquellos criterios clásicos de interpretación 
normativa (literal, teleológico, sistemático e histórico), sino que abarquen, 
entre otros elementos, una serie de principios que informan la labor 
hermenéutica del juez constitucional. Tales principios son: a) El principio de 
unidad de la Constitución: Conforme al cual la interpretación de la 
Constitución debe estar orientada a considerarla como un "todo" armónico y 
sistemático, a partir del cual se organiza el sistema jurídico en su conjunto” 
(Fundamento 12); luego nos precisa que “La Constitución del Estado está 
plagada de disposiciones entre las que existe una "aparente" contradicción” 
(Fundamento 15), … “que nunca ha sido ni será válido interpretar las 
disposiciones constitucionales de manera aislada” (Fundamento 16), … “el 
"producto" resultante de realizar una interpretación aislada de los artículos 
… de la Constitución, viola los más elementales principios de interpretación 
constitucional (unidad de la Constitución y concordancia práctica)” 
(Fundamento 16).   
  Por ello, al interpretar lo prescrito en el Artículo 149 de la Constitución, 
no se puede decir que la jurisdicción especial otorgada por el Constituyente 
se agote en que la misma se limite a las Comunidades Campesinas y Nativas 
que con apoyo de las Rondas Campesinas puedan aplicar su derecho 
consuetudinario, sino que ésta se va más allá, y se puede extender a las 
mismas Rondas Campesinas que sin encontrarse dentro de Comunidad 
Campesina, pueden ejercer jurisdicción, lo cual sería concordante con el 
pluralismo cultural de nuestro país regulado en el Artículo 2-19 de la Carta 
Magna y el Convenio 169 OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes (que en su Artículo 8-2 precisa que los pueblos tendrán 
derecho a conservar sus costumbres e instituciones propias) dispositivo 
internacional que forma parte de nuestro sistema jurídico por disposición de 
la 4° Disposición Final y Transitoria de nuestra Constitución y que tiene rango 
constitucional; por ello es que teniendo en cuenta que al momento de realizar 
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una interpretación de dispositivo constitucional no podemos hacerlo en forma 
aislada, sino respetando el principio de Unidad de la Constitución o de 
aquellos otros dispositivos previstos en la Carta Magna (Artículo 2-19) y el 
Convenio 169 OIT (Artículo 8), y no nos podemos limitar a precisar que la 
jurisdicción especial a que prescribe el Artículo 149 de la Constitución 
Política del Perú sea aplicable sólo en las Comunidades Campesinas o 
Nativas, sino en todos aquellos lugares en los que sin existencia de las 
anteriores, existan Rondas Campesinas, las que haciendo uso de su derecho 
consuetudinario impartan justicia para sus integrantes.  
  Finalmente a la observación realizada por jurado, en la que se sugirió incluir 
en el título el texto literal del Artículo 149 de la Constitución; cabe indicar que 
no somos de la opinión que dicha jurisdicción especial sólo se ejerza en la 
Comunidades Campesinas o Nativas, las cuales sólo con apoyo de las 
Rondas Campesinas puedan ejercer está jurisdicción especial; pues 
conforme se ha razonado anteriormente, éstas pueden ejercer tal función 
jurisdiccional en forma directa sin necesidad de la existencia de las 
anteriores, pues la interpretación constitucionales no puede hacerse en 
forma gramatical, sino en concordancia con el resto de normas 
constitucionales antes descritas, o el Artículo 197 que precisa que “las 
municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la participación vecinal 
en el desarrollo local. Asimismo brindan servicio de seguridad ciudadana, 
con la cooperación de la Policía Nacional del Perú, conforme a ley”, las 
cuales por ejemplo también darían sustento al Acuerdo Plenario de Poder 
Judicial N° 02-2009 que da lineamientos sobre la tesis postulada en el 
presente caso y en el que las Rondas Campesinas sí pueden ejercer función 
jurisdiccional en forma directa sin participación de las Comunidades 
Campesinas y Nativas; y regulado en Código Procesal Penal ha sido tomado 
en cuenta por ejemplo en el inciso 3 del Artículo 18 que prescribe que la 
prescripción penal ordinaria no se aplica en los casos previstos en el Artículo 
149 de la Constitución; sin embargo, a efecto de continuar con el trámite del 
presente trabajo, y haciendo caso a lo sugerido, se optó por cambiar nuestro 
título original de “Existencia de conflicto entre la jurisdicción ordinaria del  
Poder Judicial y la especial de las Rondas Campesinas en la ciudad de 
Cajamarca” por la de “Existencia de conflicto entre la jurisdicción ordinaria 
del Poder Judicial y la especial de las autoridades de las Comunidades 
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Campesinas y Nativas con apoyo de las Rondas Campesinas, en la ciudad 
de Cajamarca”, pero con las consideraciones antes descritas que creemos 
tienen mayor sustento a la literalidad del mencionado texto.  
2.4. Marco Legal:  
- La Nueva Ley de Rondas Campesinas (L. N° 27908), publicada el 
07/01/2003, precisa que “… se reconoce la personalidad jurídica de las 
Rondas Campesinas, como forma autónoma y democrática de organización 
comunal, pueden establecer interlocución con el Estado, apoyan el ejercicio 
de funciones jurisdiccionales de las Comunidades Campesinas y Nativas, 
colaboran en la solución de conflictos y realizan funciones de conciliación 
extrajudicial conforma a la Constitución y la ley, así como funciones relativas 
a la seguridad y paz comunal dentro de su ámbito territorial, …” (Artículo 1º).  
- Reglamento de las Rondas Campesinas (D.S. N° 025-2003-JUS), que nos 
indica que “son Rondas Campesinas, las organizaciones sociales integradas 
por pobladores rurales, así como las integradas por miembros de las 
comunidades campesinas, dentro del ámbito rural. Son Rondas Comunales, 
las organizaciones sociales integradas por miembros de las comunidades 
nativas” (Artículo 2), “la Ronda Campesina o Ronda Comunal, tiene por 
finalidad contribuir al desarrollo, la seguridad, la moral, la justicia y la paz 
social dentro de su ámbito territorial, sin discriminación de ninguna índole, 
conforme a la Constitución y a las leyes. Colaboran en la solución de 
conflictos y realizan funciones de conciliación extrajudicial” (Artículo 3), “los 
integrantes de las Rondas Campesinas o Rondas Comunales, en el 
cumplimiento de sus deberes y funciones y en el ejercicio del derecho 
consuetudinario, gozan del respeto de su cultura y sus costumbres, por parte 
de la autoridad y de la sociedad, siempre que no violen los derechos 
fundamentales de la persona consagrados en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, en el Convenio OIT 169, en la Constitución Política 
y las leyes” (Artículo 4), y “las comunidades campesinas y comunidades 
nativas, están facultadas a constituir dentro del ámbito de su territorio, una 
sola Ronda Campesina o Ronda Comunal, según corresponda” (Artículo 
5), así como “los miembros de la Ronda Campesina y de la Ronda Comunal 
ejercen sus funciones dentro del ámbito de la Comunidad Campesina, de la 
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Comunidad Nativa, Caserío u otro Centro Poblado al que pertenecen” 
(Artículo 17).  
- El Código Penal, en su Artículo 15 sobre el error de comprensión 
culturalmente condicionado, prescribe “el que por su cultura o costumbres 
comete un hecho punible sin poder comprender el carecer delictuoso de su 
acto o determinarse de acuerdo a esa comprensión, será eximido de 
responsabilidad. Cuando por igual razón, esa posibilidad se halla 
disminuida, se atenuará la pena”, y  
- El Código Procesal Penal, en el Inciso 3º de su Artículo 18, sobre la 
competencia de la jurisdicción ordinaria, prescribe que no es competente 
para conocer “de los hechos punibles en los casos previstos en el Artículo 
149 de la Constitución”. Su Artículo 259 prescribe “la Policía Nacional 
detiene, sin mandato judicial, a quién sorprende en flagrante delito, …”, y el 
Artículo 260 prescribe que “en los casos previstos en el artículo anterior, 
toda persona podrá proceder al arresto en estado de flagrancia delictiva. En 
este caso debe entregar inmediatamente al arrestado y las cosas que 
constituyan el cuerpo del delito a la Policía más cercana, …”.  
- Ley Orgánica de Municipales, Nº 27972, la cual en su Artículo 85, sobre 
Seguridad Ciudadana prescribe que “… las municipalidades en seguridad 
ciudadana ejercen las siguientes funciones: 1. Funciones específicas 
exclusivas de las municipalidades provinciales: 1.1.  Establecer un sistema 
de seguridad ciudadana, con participación de la sociedad civil y de la Policía 
Nacional, y normar el establecimiento de los servicios de serenazgo, 
vigilancia ciudadana, rondas urbanas, campesinas o similares, de nivel 
distrital o del de centros poblados en la jurisdicción provincial, de acuerdo a 
ley, …”.  
- Mediante Ordenanza Municipal N° 037-2003-CMPC, del 22/10/2003, se 
Aprueba el Reglamento Único de Organizaciones Sociales (RUOS), el cual 
establece, norma y regula las condiciones y requisitos para el Registro Único 
de Organizaciones Sociales (ROUS), otorgando personería Jurídico 
Municipal a las organizaciones sociales como mecanismo de fortalecimiento 
de la participación vecinal (Art. 2); la Ordenanza Municipal Nº 229-MPC, 
de fecha 20/11/2008 en la cual la Municipalidad Provincial de Cajamarca 
reconoce la actividad de las Rondas Urbanas en la ciudad de Cajamarca, 
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con la labor de resguardo de la Seguridad Ciudadana y la solución de 
conflictos en la ciudad de Cajamarca;  así como la Ordenanza Municipal 
Nº 390-CMPC de fecha 27/06/2012 que la modifica, precisa que las Rondas 
Urbanas colaboran en la prevención y resguardo de la seguridad ciudadana, 
inserta un nuevo artículo en ordenanza anterior (1-A), que indica que las 
Rondas Urbanas legalmente constituidas elijan a un Representante 
Provincial a efecto de que participe en las reuniones del Comité Provincial 
de Seguridad Ciudadana en Cajamarca; y  
- Convenio Marco de Cooperación entre el Ministerio Público y las 
Rondas Campesinas de Cajamarca, por el cual se reconoce a las Rondas 
Campesinas como organizaciones sociales pacíficas, democráticas y 
autónomas vinculadas a organizaciones que cumplen tareas que coadyuvan 
a garantizar el orden y seguridad de la población en la localidad o comunidad 
donde se organicen y desarrollen y que participan conjuntamente con las 
autoridades en defensa de su población (Cláusula Primera).  
- Ley N° 27933, de Participación Ciudadana, en su Artículo 1, prescribe “La 
presente Ley tiene por objeto proteger el libre ejercicio de los derechos y 
libertades, garantizar la seguridad, paz, tranquilidad, el cumplimiento y 
respeto de las garantías individuales y sociales a nivel nacional”, y en 
Artículo 2, prescribe que “se entiende por Seguridad Ciudadana, para 
efectos de esta Ley, a la acción integrada que desarrolla el Estado, con la 
colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar su convivencia pacífica, 
la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios 
públicos. Del mismo modo, contribuir a la prevención de la comisión de 
delitos y faltas”, y su Artículo 15 prescribe “El Comité Provincial es presidido 
por el Alcalde Provincial de su respectiva jurisdicción e integrado por los 
siguientes miembros: … j) Un representante de las Rondas Campesinas”.  
2.5. Marco Doctrinario:  
  “El procesos de difusión de la ronda campesina chotana pasa por dos etapas 
más o menos definidas. Primero, hasta 1985 aproximadamente, cuando tiene 
como función única la defensa de la propiedad, principalmente ganadera; 
partiendo de la estancia Cuyumalca la difusión se hace progresivamente 
(jurisdicciones más cercanas primero y más lejanas después) sin saltos y con 
mayor énfasis y rapidez en los espacios que se caracterizan por la 
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coexistencia de la producción ganadera, el piso ecológico de altura, la 
mediana propiedad y un mayor grado de mercantilización de la producción; 
espacios generalmente surcados por redes carrozables o cercanos a ellas. 
Luego desde 1985 cuando se ha convidado ya un carácter multifuncional de 
la ronda, se incursiona en la administración de justicia, defensa frente a 
agresiones del Estado o de los comerciantes de la ciudad, funciones de 
desarrollo comunal (además de la defensa del abigeato), se rompe el patrón 
inicial de difusión y se abre la posibilidad de que la ronda pueda esparcirse 
también por espacios que o necesariamente reúnen las características 
señaladas para la etapa anterior, pudiendo exportarse la experiencia a otros 
departamentos e incluso a alguna ciudad, en un proceso en el que el papel de 
los partidos políticos es clave – de izquierda sobre todo”- 
80.  
  “Sobre el problema de los robos menciona que “en tierras peruanas, en 
especial en tierras cajamarquinas, el problema del abigeato y los robos en 
general, no es un problema de hoy o de ayer, según el testimonio de los más 
ancianitos de la zona, los robos de ganado y saqueo de casas se vieron 
agudizados en diferentes etapas de nuestra historia (guerra de independencia, 
guerra con chile, etc.) ya que la gente se empobreció sobre manera. En el 
presente siglo en diversos lugares del departamento y de las provincias se 
fueron formando bandas de abigeos que causaban el terror en las familias 
campesinas que vivían de su trabajo. Los ladrones, organizados en bandas 
de 4 hasta 20 personas robaban ganado y cosas para venderlos a los 
comerciantes quienes a su vez terminaban llevándolos a Chiclayo, Trujillo o 
Cajamarca. Ellos eran esperando la noche para que principien a robar; ellos 
tenían sus chacras desocupadas, esperando que un pobre, que un 
campesino, críe para que ellos vengan y lo lleven. Los ladrones no venían 
solamente a robar ganado, sino también a saquear casas, venían hasta a 
abusar de las mujeres que hallaban. Los ladrones han sido, se puede decir,  
                                                           
80 PÉREZ MUNDACA, José. “Montoneras, Bandoleros y Rondas Campesinas” (Violencia Política, Abigeato y 
Autodefensa en Cajamarca 1855 - 1990). Asociación Martínez Compañón. Cajamarca – Perú.  
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unos malvados que no han tenido compasión con nadie; veían que un 
campesino tenía un solo animalito, ese sólo animalito lo agarraban y lo 
llevaban”71.  
 ¿Qué, hacían las autoridades frente a estos problemas? Nada, no hicieron 
nada para solucionarlo, pero sí mucho para aumentarlo. En el mejor de los 
casos, los policías bien intencionados seguían los rastros de los ladrones para 
terminar diciendo que es imposible descubrir a los autores de tal o cual robo. 
El resto de autoridades incluido el Juez exigían pruebas, cosa que a la larga 
era lo mismo decir: “no hay nada que hacer”, aguantarse y seguir trabajando 
hasta que vengan otra vez. Pero la mayoría de las veces ni siquiera reinó la 
buena intención. Cantidad de policías, jueces, abogados, tinterillos y 
comerciantes “hicieron su agosto” de los robos. Sacaron dinero y beneficios 
de ambas partes; de los dueños, fingiendo ayudarles, de los ladrones para 
callar los robos y dejar sin sanción aún en los casos más comprobados. En 
respuesta a estos problemas y ante la incapacidad del Estado para frenar 
tanto abuso, surgen las rondas campesinas trayendo como resultado 
inmediato la paz y la tranquilidad, al menos en este aspecto”72.  
  Henry ALCANTARA SALAZAR (1998), precisa que “existen diversas 
instancias, mecanismos de resolución de conflictos y operadores de justicia, 
que en paralelo al sistema de justicia estatal forman parte de los sistemas de 
justicia local. En los últimos años, se han realizado esfuerzos para buscar el 
acercamiento y con ello, el respeto de las instancias locales inmersas en la 
administración de justicia. Esto se puede corroborar con la realización de los 
últimos tres congresos sobre justicia intercultural desarrollados en La Merced, 
Cajamarca y Huaraz, el Acuerdo Plenario sobre Rondas Campesinas y 
Derecho Penal, la creación de los espacios de interculturalidad en varias 
Cortes Superiores de nuestro país y la incorporación de cursos sobre 
pluralismo jurídico en las mallas curriculares de las universidades, …, a pesar 
de los derechos garantizados a nivel nacional e internacional de los 
operadores de justicia comunal, se siguen encausando a los integrantes de 
las Rondas Campesinas, ya sea por los delitos de usurpación de funciones, 
                                            
71 Ibid. Testimonio de un campesino.  
72 ESTELA DIAZ, Rolando, “Reconózcase a las Rondas Campesinas”. SER Servicios Educativos Rurales.  
Segunda Edición. 1998. Lima – Perú  
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…, Hecho que genera ciertas tensiones. Quizá sea porque aún no todos los 
operadores de justicia ordinaria conocen sobre pluralismo jurídico y justicia 
intercultural” 73.  
  El citado autor, precisa que “nuestro territorio nacional es un país diverso no 
solo en cuanto a climas y recursos naturales, sino también por sus diversas 
culturas que conviven. Somos uno de los países con mayor diversidad 
etnolingüistica y cultural del continente americano, tal es así que en la región 
amazónica, que ocupa el 61% del territorio nacional, existen 42 grupos 
etnolingüisticos, …, nuestra diversidad cultural, …, la encontramos en nuestra 
Región Cajamarca, donde existen y están presentes operadores de justicia 
ordinarios (Poder Judicial, Ministerio Público, Policía Nacional) y operadores 
de justicia comunal (Rondas Campesinas, Defensorías Comunitarias, 
Comunidades Campesinas y Comunidades Nativas)”74.  
  Asimismo el autor, citando a Raquel IRIGOYEN dice que el pluralismo 
jurídico es la existencia simultánea dentro del mismo espacio de un estado de 
diversos sistemas de regulación social y resolución de conflictos, basados en 
cuestiones culturales, étnicas, históricas, ideologías, geográficas, o por la 
diversas ubicación en la conformación de la estructura social que ocupan los 
actores sociales”75.  
  Finaliza diciendo que “a pesar de los instrumentos legales y 
jurisprudenciales, aún se sigue produciendo la vulneración de los derechos 
garantizados a nivel nacional e internacional de los operadores de justicia 
comunal. Tal es el caso de los procesos judiciales que se les abre o sigue a 
los integrantes de las Rondas Campesinas, ya sea por los delitos de 
usurpación de funciones, secuestro, coacción y otros, tal como lo podemos 
corroborar en el recojo de información que se realizó en los juzgados penales 
del Distrito Judicial de Cajamarca, correspondiente a los años 2000 – 2011”, 
…, y concluye su artículo precisando que las posibilidades de solución se debe 
                                            
73 “Derechos que se Vulneran a los Operadores de Justicia Comunal, Consecuencias y Posibilidades”. 
Artículo publicado en la “Revista de Investigación Jurídica – AVANCES” de la Universidad Particular 
Antonio Guillermo Urrelo – Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, de Cajamarca. Año VII. 2012. 
Editorial GRIJLEY. Cajamarca – Perú. Págs. 61 – 78.  
74 Ibid.  
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dar “en el ámbito institucional (formación académica, fortalecer los espacios 
de interculturalidad), en el ámbito legal, y en ámbito organizacional”76.  
  Sobre el particular, Marcial RUBIO CORREA sostiene que el presente 
artículo “abre la ventana hacia la pluriculturalidad del país y hacía el respeto a 
las tradiciones de los grupos humanos numerosos e importantes. Establece la 
posibilidad de que, en su territorio, las autoridades de las comunidades 
campesinas y nativas ejerzan funciones jurisdiccionales de conformidad con 
el Derecho consuetudinario”.  
  HURTADO POZO comenta acertadamente que el reconocimiento del 
pluralismo cultural y de las jurisdicciones no oficiales está condicionado al 
respeto de los derechos fundamentales, del núcleo intangible de estos 
derechos. En la apreciación de este límite, debe tomarse igualmente en 
cuenta la importancia vital que el mantenimiento de una pauta cultural puede 
representar para la supervivencia del grupo cultural concernido. Este 
planteamiento parece ser el más adecuado para lograr que nuestro sistema 
social y político en general y el sistema penal en particular sean cada vez más 
conformes a la necesidad cultura que caracteriza a nuestro país. Por el 
contrario es contraproducente el criterio resultante de amalgamar el 
reconocimiento incondicional del pluralismo cultural con los criterios de 
equivalencia de las culturas y de relativismo axiológico.  
    El paso que da la Constitución (en el sentido de permitir a 
ciertas organizaciones comunales ejercer funciones jurisdiccionales 
mediante el derecho consuetudinario) es innovador, aunque riesgoso. No 
obstante, es el reconocimiento a una modalidad de justicia que en muchos 
aspectos ha funcionado en las comunidades y otras formas de organización 
correspondientes a la diversidad cultural del Perú.  
    No dudamos que la intención de los constituyentes haya sido el 
resolver constitucionalmente la crónica dificultad del acceso a la 
administración de justicia, al que están negados importantes sectores de la 
población. Sin embargo, la medida obligará a que la ley a que hace 
referencia el dispositivo constitucional sea rigurosa y precisa en los 
mecanismos de coordinación con los juzgados de paz y demás instancias 
del Poder Judicial.  
                                            
76 Ibid.  
48  
  
     Enrique BERNALES BALLESTEROS (1999), citando a Marcial  
RUBIO CORREA, en una posición con la que coincidimos, sobre el conflicto 
que podría generar este vacío legislativo, anuncia que: “Esta ley es urgente 
porque los conflictos de jurisdicción que pueden presentarse estorbarían la 
paz de estas comunidades y enturbiarían sus relaciones con las autoridades 
del Estado. Es algo en lo que mejor resulta no incurrir. Y como es obvio, al 
estar vigentes la Constitución ya las autoridades comunales tiene el derecho 
de ejercitar la función jurisdiccional que les da este artículo. El problema de 
conflicto de jurisdicciones, por consiguiente, puede presentarse en cualquier 
momento”77.  
 Paula MUÑOZ y Ángela ACEVEDO (2007), sobre el procedimiento en la 
administración de justicia de las rondas campesinas en Chota, precisan que 
“La actuación de la ronda en materia de justicia ya sea a pedido de parte 
(cuando se presenta una denuncia o queja al presidente de la ronda u otro 
integrante de la directiva del comité de base) o por intervención de la ronda 
contra abigeos a los que se encuentra en flagrante delito durante las rondas 
nocturnas. Como no es fácil convocar de improviso a una reunión muy amplia, 
se procurará aprovechar el espacio de reunión periódico ya constituido 
(normalmente una asamblea mensual) para ventilar allí los problemas 
presentados. Una vez detectado el conflicto los dirigentes del Comité decidirán 
si esperan a la próxima realización de la asamblea comunal del caserío en 
cuestión (para dirimir conflictos por linderos, por ejemplo) pero si se trata de 
un caso que amerite intervención inmediata (abigeato, por ejemplo), 
convocarán inmediatamente a las autoridades y miembros del caserío que 
puedan asistir a una reunión de urgencia. En todo caso lo importante será 
contar con un colectivo en el que participen, por lo menos, representantes del 
comité directivo de la ronda, otras autoridades del caserío (teniente 
gobernador, agente municipal, alcalde y juez de paz en los centros poblados) 
las partes y sus familiares.  
 Como procedimiento general, luego del inicio de la sesión con una 
presentación de los dirigentes de la ronda, se organiza una audiencia, dando 
la palabra a las partes involucradas y testigos para que expongan su posición 
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y sus evidencias en torno a los hechos. Esta primera etapa puede extenderse 
por más de una hora, dependiendo de la complejidad del problema en 
cuestión.  
 Una vez terminada la exposición de los hechos, se pasará a la organización 
de un debate, para lo cual algunas veces se elige a un director de debate y 
un relator. Esta sesión de debate estará dirigida por las autoridades 
presentes, cuya opinión será crucial para definir, en un sentido u otro, algún 
punto de controversia.  
 Mediante este debate, que supone largos y duros procesos de discusión y 
negociación, se buscará llegar a un acuerdo de la audiencia con respecto a 
las responsabilidades de las partes y a la sanción que una o las dos deberán 
afrontar por su falta y lograr la reconciliación. Para ello, será fundamental 
que ambas partes aprueben la propuesta hecha por los dirigentes, que 
intentarán convencerlas de la necesidad de llegar a un arreglo, … .  
  Este arreglo será plasmado en un acta, en la que se dejará escrita, 
además, la sanción que sería impuesta a las partes en caso de 
incumplimiento. Este documento, sin embargo, no incluye normalmente, como 
esperaríamos de un acta, un ayuda memoria o síntesis del proceso de debate 
y negociación entre las partes, sino tan solo el acuerdo final al que éstas se 
comprometen.  
 Pero no siempre es posible llegar a un arreglo, “Si no hay conciliación, se 
amplía la reunión con otras bases y allí se arreglan” (secretario de actas del 
comité distrital de Lajas). Se convocan entonces a la Zonal, “un conjunto de 
comunidades para deslindar responsabilidades evitando los parentescos 
cercanos” (vicepresidente zonal de Marcopampa – El Arenal, distrito de Lajas). 
Si no es posible tampoco resolver el problema en esta segunda instancia, se 
cuenta con el comité distrital, donde existe, y el comité provincial o la 
Federación como una última instancia.  
 En caso de que se trate de una parte del distrito en la cual las zonales no 
están organizadas, de existir, el comité de base podrá solicitar directamente 
apoyo para la resolución del caso también al Comité Distrital de Rondas 
Campesinas y en, el distrito de Chota, al comité provincial o a la Federación 
de Rondas.  
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 Es importante señalar que si bien ésta es una descripción general de los 
pasos que siguen las rondas para resolver problemas, son procedimientos 
relativamente flexibles que serán adaptados según las necesidades 
específicas del caso y el estilo de los dirigentes que presidan la sesión, …   
 Cuando uno pregunta a los ronderos qué es para ellos la justicia campesina, 
responden que se trata de la verdadera justicia, de una justicia a favor de 
pobre, que se hace sin ningún interés de anda, en forma gratuita. El Poder 
Judicial, en cambio, es con abogado principalmente, y es una justicia para los 
ricos, donde gana el que tienen plata.  
 La justicia campesina es vista, además, a diferencia de la justicia estatal, 
como más rápida y mas justa, pues se conoce a la gente aquí: los ronderos 
saben, por ejemplo sobre terrenos de la comunidad y la parte herencial. 
Además es una justicia que se da en el lugar de los hechos: En síntesis: Es 
una forma de conciliar. Es la conciliación para la gente campesina. Es parecida 
a la justicia oficial. La diferencia… es que es una justicia donde las autoridades 
conocen la realidad, conocen la vida en la comunidad (juez de paz de primera 
nominación del distrito de Paccha).  
  Es una justicia percibida como más cercana a la gente, una justicia cuyos 
mediadores tienen un alto grado de conocimiento de la conducta regular de 
las partes en conflicto y de la dinámica social y costumbres del caserío o 
localidad, y administran justicia en función de ello. Esta cercanía a la vida 
cotidiana de los integrantes del caserío, así como de la historia de la titularidad 
y repartición de la tierra, por ejemplo, hace que se valoren como muy eficientes 
los servicios que las rondas prestan para la solución de conflictos relacionados 
con la propiedad de la tierra.  
 No obstante, cabe preguntarse qué es lo que diferencia la justicia rondera de 
otras formas de conciliación que también se practican en la provincia, como la 
del juez de paz. Una primera diferencia es que, como hemos señalado, la 
resolución del conflicto es realizada por una asamblea y no por una sola 
persona. Como hemos comentado, la asamblea no necesariamente debe 
concebirse como un espacio democrático.  
 La presión social del grupo, entonces, es importante pues facilita que las 
partes en conflicto reconozcan sus responsabilidades o los errores 
cometidos. La identificación y evaluación de estos errores por el colectivo de 
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autoridades estará muy vinculada con los valores prácticas dominantes en la 
colectividad, y no escapará, por tanto, a la reproducción de las relaciones de 
dominación y discriminación existentes, como las de género.  
 Pero existe una característica peculiar de la ronda que la diferencia 
especialmente de otras formas de resolución de conflictos que se practican en 
la zona. En palabras de los propios jueces de paz, autodefinidos también como 
ronderos. La ronda sanciona, penquea (da latigazos co la pena), el juez 
no (juez de paz de Cutaxi, distrito de Conchán).  
 Para John S. Gitlitz (2001), experimentado estudioso de las rondas 
campesinas, lo que define a la justicia rondera no son normas especificas ni 
procedimientos generales sino el fin que buscan: proteger la integridad mínima 
de la comunidad resolviendo o al menos conteniendo los conflictos. Para ello, 
explica, la presión social es una parte integral de la reconciliación que se 
busca, y el consenso puede ser impuesto.  
 La aceptación de la responsabilidad por parte del infractor, continúa Gitltz, 
resulta crucial, pues sin ella la reconciliación es imposible. Para lograr esto, la 
vergüenza pública es un arma poderosa, y el castigo físico se convierte en 
parte integral de la referida justicia rondera: el castigo, normalmente 
presentado como castigo ejemplar representará la concreción simbólica de 
la aceptación de la responsabilidad. …  
 Efectivamente, el castigo físico está muy ligado a la imagen pública de la 
ronda, y es incluso simbolizado materialmente con la binza o látigo como el 
instrumento de trabajo del rondero. Al parecer, se encuentra bastante 
extendida entre los ronderos la idea de que sin castigo físico, la ronda no se 
puede hacer respetar.  
 Si bien es cierto el castigo físico no es aplicado en todos los casos, la ronda 
es vista como efectiva y rápida porque puede recurrir a su uso como último 
recurso, lo que puede constituir un elemento de coacción dentro de la 
colectividad, …   
 Creemos que es justamente debido a las debilidades propias del modelo 
rondero de administrar justicia en una sociedad de minifundistas, con fuerte 
predominio de intereses y de las libertades individuales, que los ronderos 
necesitan recurrir a la fuerza física o a la amenaza del uso de ésta para que 
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la población respete sus decisiones. Ellos necesitan mostrar y mostrarse que 
el sistema es más sólido de lo que es”78.  
 El Acuerdo Plenario N° 01-2009/CJ-116, haciendo referencia al Artículo 149 
de la Constitución Política del Perú, precisa que “Desde dicha norma 
constitucional es posible, … identificar los siguientes elementos que comporta 
la jurisdicción especial comunal-ronderil: A. Elemento humano. Existencia de 
un grupo diferenciable por su origen étnico o cultural y por la persistencia 
diferenciada de su identidad cultural, …, B. Elemento orgánico. Existencia 
de autoridades tradicionales que ejerzan una función de control social en sus 
comunidades. Las Rondas Campesinas, precisamente, es esa organización 
comunal que, entre otras múltiples funciones, asume funciones 
jurisdiccionales para la solución de los conflictos. Ellas cuentan con la 
necesaria organización, con el reconocimiento comunitario y con capacidad 
de control social. C. Elemento normativo. Existencia de un sistema jurídico 
propio, de un derecho consuetudinario que comprenda normas tradicionales 
tanto materiales cuanto procesales y que serán aplicadas por las autoridades 
de las Rondas Campesinas. Esas normas, en todo caso y como perspectiva 
central de su aceptabilidad jurídica, han de tener como fundamento y límite la 
protección de la cultura comunitaria, asegurar su mantenimiento y prevenir las 
amenazas a su supervivencia. D. Elemento geográfico. Las funciones 
jurisdiccionales, que determinan la aplicación de la norma tradicional, se 
ejercen dentro del ámbito territorial de la respectiva Ronda Campesina. El 
lugar de comisión del hecho, determinante de la aplicación de la norma 
tradicional, es esencial para el reconocimiento constitucional de la respectiva 
función jurisdiccional de la Ronda Campesina: las conductas juzgadas han de 
ocurrir en el territorio de ésta. A estos elementos se une el denominado factor 
de congruencia. El derecho consuetudinario que debe aplicar las Rondas 
Campesinas no puede vulnerar los derechos fundamentales de la persona. 
Se trata de una condición de legitimidad y límite material para el ejercicio de 
la función jurisdiccional especial comunal-ronderil.”, asimismo precisa que “el 
factor de congruencia, exige que la actuación de las Rondas Campesinas, 
basadas en su derecho consuetudinario, no vulnere el núcleo esencial de los 
derechos fundamentales, … Entre los derechos fundamentales de primer 
orden, inderogables, es de citar, enunciativamente, la vida, la dignidad 
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humana, la prohibición de torturas, de penas y de tratos inhumanos, 
humillantes o degradantes, la prohibición de la esclavitud y de la servidumbre, 
la legalidad del proceso, de los delitos y de las penas, … como conductas que 
atentan contra el contenido esencial de los derechos fundamentales y, por 
tanto, antijurídicas y al margen de la aceptabilidad del derecho 
consuetudinario, (i) las privaciones de libertad sin causa y motivo razonable – 
plenamente arbitrarias y al margen del control típicamente ronderil-; (ii) las 
agresiones irrazonables o injustificadas a las personas cuando son 
intervenidas o detenidas por los ronderos; (iii) la violencia, amenazas o 
humillaciones para que declaren en uno u otro sentido; (iv) los juzgamientos 
sin un mínimo de posibilidades para ejercer la defensa –lo que equivale, 
prácticamente, a un linchamiento-; (vi) la aplicación de sanciones no 
conminadas por el derecho consuetudinario; (vii) las penas de violencia física 
extrema –tales como lesiones graves, mutilaciones- entre otras, …”.  
  Francisco CARRUITERO LECCA y Otro, citando a Pérez Luyo precisa 
que se entiende por Derechos Humanos a “un conjunto de facultades e 
instituciones que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la 
dignidad, la libertad y la igualdad humana, las cuales deben ser reconocidas 
positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e 
internacional”79.  
 2.6. Marco Conceptual:  
- Comunidad Campesina.- Organización de interés público, con existencia 
legal y personería jurídica, integrada por familias que habitan y controlan 
determinado territorio, ligadas por vínculos ancestrales, sociales, 
económicos y culturales, expresados en la propiedad comunal de la 
misma, la ayuda mutua, el gobierno democrático y el desarrollo de 
actividades multisectoriales, con la finalidad de alcanzar una realización 
plena e integral en beneficio de sus integrantes. Las Comunidades 
formulan y ejecutan sus planes de desarrollo agropecuario, regulan el uso 
y acceso a la tierra, organizan el régimen de trabajo, construyen sus 
viviendas e instalaciones para desarrollar sus actividades económicas, 
sociales, culturales, cívicas y religiosas80.  
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- Rondas Campesinas.- “Son organizaciones nacidas del seno de las 
Comunidades Rurales con la finalidad de proteger y ayudar a sus 
hermanos campesinos en todas las necesidades y servicios que requiere 
la familia que vive en el campo”91.  
“Son organizaciones de autodefensa, surgidas como respuesta a los 
innumerables abusos (robos, abigeato, escalamiento de casas, violación de 
mujeres, asesinatos) y a la incapacidad del Estado para solucionar dichos 
problemas del campesinado. En el camino han encontrado otros caminos 
de lucha y otros objetivos que alcanzar. Sus primeras raíces hay que 
encontrarlas en la historia, en la situación económica del campesinado en 
cajamarquino, en el aislamiento, abandono, marginación, el robo, los 
abusos y el papel (indiferente) de las autoridades”92.  
“Son organizaciones sociales integradas por pobladores rurales así 
como las integradas por miembros de las comunidades campesinas, dentro 
del ámbito rural”81.  
  “Son organizaciones de campesinos que en forma voluntaria realizan 
labores comunales de seguridad de sus pueblos, resuelven pacíficamente 
los conflictos … y participan activamente en el desarrollo de sus 
comunidades,  … la solución pacífica de conflictos de acuerdo con sus 
usos y costumbres, … legalmente tienen funciones de apoyo”82.  
- Ronda Urbana.- Asociación Civil que “contribuye al desarrollo, seguridad, 
moral, justicia, no violencia y paz social dentro de su ámbito territorial, 
conforme a la constitución, leyes, usos y costumbres”83.  
- Derecho Consuetudinario.- “El que nace de la costumbre (v.e.v). el 
Derecho no escrito”84. “O Common Law, término usado para referirse al 
grupo de normas y reglas de carácter jurídico no escritas, pero 
sancionadas por la costumbre o la jurisprudencia, que son fundamento 
ineludible del Derecho de los países anglosajones. El nombre deriva de la 
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concepción del Derecho medieval inglés que, al ser administrado por los 
tribunales del reino, reflejaba las costumbres comunes (del inglés, 
‘common’) en él imperantes o vigentes. Este sistema legal rige en 
Inglaterra y en todos los países que, como Canadá o Estados Unidos, 
fueron colonias británicas”85.  
- Jurisdicción.- “Proviene de la expresión latina iuris dictio que significa 'decir 
el Derecho' y alude a la función que asume el Estado, a través de los 
jueces y tribunales, de administrar la justicia, aplicando el Derecho a los 
casos concretos que se les presentan. La jurisdicción se forma de jus y 
dicere, aplica o declarar el derecho… es la potestad de administrar justicia, 
lo cual diferencia a un juez de quien no lo es”86.  
     Juan MONROY GÁLVEZ, citado por José RAMON TARAONA H.,  
precisa que es “el poder deber del Estado de solucionar un conflicto de 
intereses o incertidumbre jurídica en forma exclusiva y definitiva, a través 
de órganos especializados que aplican el derecho que corresponde al caso 
concreto, utilizando su imperio para que sus decisiones se cumplan de 
manera ineludible, y promoviendo a través de ellas el logro de una sociedad 
con paz social en justicia; … es una potestad compleja que esta integrada 
por varios elementos: a) Notio, llamada también cognitio, es la facultad de 
conocer los elementos de una controversia, de donde hace derivar la 
facultad que tienen los jueces, de pedir otros actos, pedir algunos procesos, 
pero el no procede de oficio sino a petición de parte, prima el principio 
dispositivo, …; b) Vocatio, es la facultad de hacer comparecer a las partes 
a proceso, después de haberlas emplazado, so pena de seguir el proceso 
en rebeldía, …; c) Coercitio, es el poder de emplear los medios necesarios 
dentro de proceso para que se cumplan los mandatos judiciales, los 
apremios, multas, etc., constituyen expresiones de este derecho; d) 
Judicium, es el elemento fundamental de la jurisdicción, que puede decirse 
que resume en sí, todas las actividades jurisdiccionales, y resolviendo con 
carácter definitivo y con validez de cosa juzgada una controversia procesal, 
es en este elemento donde se traduce lo sustancial de la potestad judicial, 
define la controversia y define la acción, …; e) Executio, o imperium, es el 
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derecho que tienen los jueces de ejecutar lo resuelto, es la facultad de los 
jueces para hacer cumplir sus resoluciones y recurrir a otras autoridades 
con dicho objeto, …”87.  
  
CAPÍTULO III PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE RESULTADOS  
  
3.1. Presentación de Resultados:  
  Los datos extraídos a nivel del Poder Judicial, Ministerio Público, y Bases 
Ronderas, se consigna los mismos en los siguientes gráficos y cuadros, 
luego de lo cual se realiza un análisis de los resultados recabados:  
3.1.1. Información obtenida de Encuestas de Jueces Penales:  Primero 
en la Corte Superior de Justicia de Cajamarca, existen once Jueces 
Penales:  
- Siete jueces de los Juzgados de Investigación Preparatoria: de los 
cuales dos son especializados en Procesos de Flagrancia, Omisión de 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad; cuatro 
conocen de procesos comunes; y uno de procesos especializados en 
corrupción de funcionarios.  
- Dos jueces de los Juzgados Unipersonal Penal.  
- Dos jueces de los Juzgados Colegiados Penales.  
De los once jueces penales, se ha logrado recabar información de 
ocho de ellos, a través de una encuesta cuyo formato se anexa al final del 
trabajo; y la información obtenida se anota en las respuestas que éstos 
dieron a cada una de las preguntas planteadas:  
1) Ante la pregunta 1: “Qué entienden por jurisdicción”, la totalidad de ellos 
concuerdan que Jurisdicción, es la potestad y deber que se tiene para 
administrar justicia, atribución dada por la propia Constitución Política 
del Perú.  
2) A la pregunta 2: “Las rondas campesinas, tienen jurisdicción”. todos 
indicaron que las Rondas Campesinas tienen jurisdicción, pero 
jurisdicción especial, dada por el Artículo 149 de la Constitución Política  
                                            
87 “Derecho Procesal Civil”. Tomo I, Editorial Huallaga, Lima Perú, 1996, Págs. 279-285.  
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del Perú, en concordancia con el Artículo 2 inciso 19 de la misma 
Constitución Política del Perú, y precisadas en el Acuerdo Plenario N° 
01-2009/CJ-116.  
3) A la pregunta 3: “Dónde ejercen jurisdicción las rondas campesinas”, 
todos indicaron que la Jurisdicción que ejercen las Rondas 
Campesinas, las realizan en el ámbito geográfico en la cual se crean.  
4) Ante la pregunta 4: “en la ciudad de Cajamarca, existen agrupaciones 
de rondas campesinas”, todos preciaron, en la ciudad de Cajamarca, 
no deben existir Rondas Campesinas; sin embargo, tres de ellos 
indicaron conocer que existen algunas Centrales de Rondas 
Campesinas, incluso como extensión de éstas hay las llamadas 
Rondas Urbanas.  
5) De la pregunta 5: “Conoce si las rondas campesinas vienen ejerciendo 
su labor jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca”, seis indicaron que 
sí conocieron casos contra integrantes de rondas campesinas y 
urbanas; y dos indicaron por su función no conocieron tales casos.  
6) A la pregunta 6: “Tiene conocimiento si en el Ministerio Público o Poder 
Judicial, se han tramitado investigaciones o procesos contra 
integrantes de rondas campesinas”, seis indicaron que conocen que se 
han tramitado procesos contra integrantes de rondas campesinas.  
7) De la pregunta 7: “Existe conflicto entre la jurisdicción ordinaria del 
Poder Judicial y la jurisdicción especial de las rondas campesinas en la 
ciudad de Cajamarca”, la totalidad de encuestados precisaron que no 
debe existir conflicto de jurisdicción en la ciudad de Cajamarca, entre 
la Jurisdicción Ordinaria y las Rondas Campesinas, puesto que cada 
una ejercen esta labor en un ámbito determinado (campo o ciudad); sin 
embargo, seis preciaron que han conocido casos contra integrantes de 
rondas campesinas por secuestros, lesiones, etc., en la ciudad de 
Cajamarca.  
8) A la pregunta 8: “Qué son las rondas urbanas”, todos contestaron que 
las Rondas Urbanas son organizaciones de pobladores que en la 
ciudad de Cajamarca, deben brindar apoyo a la PNP, MP y PJ; y que 
son reconocidas por Ordenanza Municipal.  
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9) Ante la pregunta 9: “Tienen jurisdicción las rondas urbanas”, todos 
señalaron que las Rondas Urbanas no tienen jurisdicción alguna, pues 
no tienen sustento constitucional como las Rondas Campesinas.  
10) A la pregunta 10: “Cómo puede explicar la labor que hacen en 
Cajamarca las llamadas rondas: campesinas o urbanas”, precisaron 
todos que en el campo su labor es positiva, cuando se respeta los 
derechos fundamentales de las personas; y también es positiva la labor 
que ejercen las rondas urbanas en la ciudad, cuando sólo sirven de 
apoyo a la PNP y MP, poniendo inmediatamente a disposición de las 
autoridades a los intervenidos y sin violar sus derechos fundamentales. 
11) Ante la pregunta 11: “Cuál debería ser la labor de las rondas 
(urbanas o campesinas) en la ciudad de Cajamarca”, todos 
manifestaron que ejercen las Rondas Campesinas ejercen labor 
jurisdiccional en el campo; pero en la ciudad las Rondas Urbanas deben 
servir de apoyo a las autoridades judiciales, fiscales o policiales.  
12) De la pregunta 12: “Existe coordinación con las agrupaciones de rondas 
campesinas para ejercer su labor en su ámbito de jurisdicción”,  todos 
indicaron que conocen que existe capacitaciones a integrantes de las 
rondas campesinas, e incluso algunos han brindado alguna 
capacitación sobre el tema.  
13) Pregunta repetida: “Existe coordinación con las agrupaciones de 
rondas campesinas para ejercer su labor en su ámbito de jurisdicción”  
14) Finalmente, ante la pregunta 14: “cree que si existiera coordinación o 
mejor coordinación con los integrantes de las rondas campesinas, 
existiría una mayor protección a los derechos fundamentales de las 
personas”, la totalidad de ellos indicaron que no puede existir 
coordinación o capacitación con los integrantes de las rondas 
campesinas, a efecto de que ejerzan jurisdicción especial en la ciudad 
de Cajamarca.  
3.1.2. Información obtenida de Encuesta de Fiscales Penales.-  En la 
ciudad de Cajamarca, existen tres Fiscalías Corporativas Penales, en las 
cuales existen:  
 En la Primera Fiscalía Corporativa Penal, hay once fiscales.  
 En la Segunda Fiscalía Corporativa Penal, hay dieciséis fiscales.  
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 En la Tercera Fiscalía Corporativa Penal, hay dieciséis fiscales.  Hay 
un total de 43 fiscales, de los cuales se obtuvo la encuesta realizada 
de treintidós (32) fiscales.  
1) Veintinueve (29) comentaron que es la facultad de administrar justicia; 
y tres (03) confundieron el concepto con el de competencia, indicando 
que es el lugar en el cual administran justicia (Pregunta 1).  
2) Existen dos criterios, veintiséis (26) de ellos indican que las Rondas 
Campesinas si tienen jurisdicción especial; sin embargo, seis (6)  
Fiscales señalaron que ejercen tal facultad pero por medio de las 
Autoridades de la Comunidad Campesina y Nativa en la cual se 
encuentran (Pregunta 2).  
3) Treintaidós (32) Fiscales precisaron que su Jurisdicción la deben 
realizar en su ámbito geográfico en la cual se crean; sin embargo, se 
han dado casos de que ingresan en la ciudad de Cajamarca (Preg. 3).  
4) La totalidad indicaron que en la ciudad de Cajamarca, no deben existir 
bases de Rondas Campesinas; sin embargo, siete (7) precisaron que 
conocen que algunas bases de Rondas Campesinas tienen oficina en 
la ciudad de Cajamarca (Pregunta 4).  
5) La totalidad precisaron que no deben ejercer jurisdicción en la ciudad 
de Cajamarca; sin embargo, siete (7) dijeron que conocen que se han 
tramitado investigaciones contra integrantes de rondas campesinas en 
la ciudad de Cajamarca por casos de moradores de la ciudad (Preg. 5). 
6) Siete conocen que se han tramitado investigaciones contra 
integrantes de las rondas campesinas en la ciudad de Cajamarca; pero 
desconocen que se hayan tramitado procesos judiciales contra estas 
personas (Pregunta 6).  
7) Todos indican que no debe existir este tipo de conflictos entre la 
jurisdicción ordinaria y la especial en la ciudad de Cajamarca, ya que 
esta facultad la tienen que hacer cada quien en su ámbito de 
competencia rural o en la ciudad; sin embargo, siete (7) precisan que 
se da este conflicto cuando las Rondas Campesinas ingresan a la 
ciudad a ejercer labor jurisdiccional (Pregunta 7).  
8) Veinticinco (25) indican que son organizaciones creadas para brindar 
apoyo en la seguridad ciudadana; pero siete (7) indican que son 
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agrupaciones que debido a la cercanía que mantienen con la población 
y la inmediatez en sus procedimientos, de hecho ejercen alguna 
actividad de investigación y juzgamiento de conflictos de pobladores de 
la ciudad que acuden a su dependencia (Pregunta 8).  
9) La totalidad indicaron que no tiene jurisdicción, su labor es sólo la de 
apoyo a la seguridad ciudadana, por medio de la prevención y arresto 
ciudadano (Pregunta 9).  
10) En el campo su actividad es de administrar justicia de conformidad a 
sus usos y costumbres, pero respetando los derechos de las personas; 
y ciudad no pueden o deben intervenir (Pregunta 10).  
11) Todos indicaron que su labor sólo es y debe ser la de brindar apoyo a 
la seguridad ciudadana, y poner a disposición de las autoridades 
policiales o fiscales a las personas que cometan algún tipo de delitos 
(Pregunta 11).  
12) Todos precisaron que debe existir mayor coordinación con los 
integrantes de las Rondas Campesinas, para que ejerzan jurisdicción 
en el campo, pero respetando los derechos fundamentales de las 
personas que intervienen (Pregunta 12).  
13) PREGUNTA REPETIDA con la 12.  
14) Todos puntualizaron que no puede existir ninguna acción de 
coordinación con las agrupaciones de Rondas Campesinas, para 
ejercer jurisdicción en la ciudad de Cajamarca, pues en ésta sólo ejerce 
jurisdicción el Poder Judicial (Pregunta 14).  
3.1.3. Información obtenida de Entrevista con Ronderos.-   
  Se obtuvo información de una Manifestación dada por el señor 
Segundo Mestanza Julca (Presidente de las Rondas Campesinas de 
Cajamarca) en la Carpeta Fiscal del Ministerio Público N° 155-2012 
seguida contra éste por delito de secuestro, y de una entrevista dada  
por Presidente de las Rondas Urbanas de Cajamarca (Fernando 
Chuquilín Ramos), lograda obtener a razón de este trabajo, más no se 
pudo lograr obtener de ninguno de ellos que nos muestren los cuadernos 
en los cuales se registran y tramitan las denuncias que realizan en su 
labor al frente de sus organizaciones, de las cuales se extrae:  
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a. Segundo Mestanza Julca.- Preciso:  
- Ser Presidente de la Central Provincial de Rondas Campesinas de 
Cajamarca, labor que la viene haciendo desde el 2,009.  
- Existe su Oficina central de las rondas en el Jr. Revilla Pérez N° 379 
en la ciudad de Cajamarca, en la cual se reciben denuncias.  
- Que su organización se encuentra inscrita en Registros Públicos.  
- Que la jurisdicción de sus rondas es provincial, sus bases están en 
el campo y su central funciona en la ciudad de Cajamarca, y cuando 
no se solucionan los problemas en el campo se trasladan a la 
ciudad.  
b.- Fernando Chuquilín Ramos.- Quién preciso:  
- Ser Presidente de su organización llamada Asociación Civil de 
Comités Descentralizados de Rondas Urbanas de Cajamarca”, la 
cual se encuentra inscrita en Registros Públicos.  
- Se encuentra integrada por 13 bases de rondas, con un promedio 
de 30 – 140 integrantes.  
- Laboran sólo en la ciudad de Cajamarca.  
- Actúan sobre hurtos, robos, violencia familiar, estafas, etc.  
- Su Oficina central queda en el Jr. Huaraz N° 225 de la ciudad de 
Cajamarca.  
- Tramitan en promedio de 5,000 denuncias por año.  
- En su labor, se invita a los quejados o denunciados para conciliar 
sobre el problema denunciado; y que a los delincuentes se les tira 
algunos pencazos, pero no para lesionarlos sino para corregirlos.  
- Que no se cobra por la labor que realizan, pero algunas personas 
que ven solucionados sus problemas les dejan alguna propina.  
3.1.4. Cantidad de investigaciones tramitas en el Ministerio Público del 
2015 – 2017:  
Corporativa \ Años  2015  2016  2017  Total  
Primera  1,807  1985  2469  6261  
Segunda  2233  2681  3557  8471  
Tercera  2147  2394  3356  7897  
Total  6187  7060  9382  22,629  
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FUENTE: Información brindada por Oficina de Estadística del 
Ministerio Público.  
3.1.5. Cantidad de procesos tramitados en el Poder Judicial del 
20152017:  
Juzgado \ Años  2015  2016  2017  Total  
1° JIP  643  568  317  1,528  
2° JIP  666  1,083  598  2,347  
3° JIP  699  609  772  2,080  
4° JIP  733  567  401  1,701  
5° JIP  740  604  364  1,708  
1° JUP  604  861  389  1,854  
2° JUP  519  524  453  1,496  
3° JUP  552  594  772  1,918  
4° JUP  579  770  401  1,750  
5° JUP  581  605  364  1,550  
Total  6,316  6,785  4,831  17,932  
FUENTE: Información brindada por Oficina de Estadística del Poder 
Judicial.  
  
3.1.6. Investigaciones seguidas contra Segundo Mestanza Julca:  
AÑO  CASO  Total  
2011   154; Usurpación, en agravio de Felícitas Solón Vásquez  1  
2012  155; Secuestro, en agravio de Indaura Fernández Cubas.  1  
2014   1380; Coacción, agraviado de Orlando Yupanqui Linares.  1  
2015   127; Coacción; en agravio de Néstor Llanos Sánchez.  2  
   788; Coacción; en agravio de Violeta Cruzado Campos.  
Total    5  
FUENTE: Información brindada por Oficina de Estadística del Poder  
Judicial.  
  
3.1.7. Procesos Penales seguidos contra Segundo Mestanza Julca:  
Expediente N°  Juzgado  Fecha Ingreso  Tipo Parte  
343-2005-0-0601-JP-PE-03  3°JPL  9/6/2005  Imputado  
455-2012-1-0-0601-JR-PE-01  Juzgad Colegiado  5/6/2014  Imputado  
27-2010-0-0601-JP-PE-04  6°JPL  23/3/2010  Imputado  
2064-2011-0-0601-JP-CI-01  1°JPL  27/10/2011  Imputado  
455-2012-0-0601-JR-PE-01  Juzgad Colegiado  5/6/2014  Imputado  
515-2004-0-0601-JP-FC-03  3°JPL  28/9/2004  Imputado  
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TOTAL  06 Procesos Judiciales (3 por delito y 3 faltas).  
FUENTE: Información brindada por Oficina de Estadística del Poder  
Judicial.  
  
3.1.8. Investigaciones seguidas contra Fernando Chuquilín Ramos:  
AÑO  CASO  Total  
2011  53; Coacción; agraviado Carmen Torres Vásquez  2  
  869; Secuestro; agraviado Marilu Pajares Cortez  
2012  271; Coacción; agraviado Ángel García Castrejón  3  
  492; Lesiones; agraviado Fiorella Fernández Plasencia.  
  952; Extorsión; agraviado Edwar Mendo Cerna  
2013  709; Hurto; agraviado Carlos Quito Saucedo  7  
  973; Secuestro; agraviado Felipa Zamora Terrones.  
  1152; Desobediencia a la autoridad; agraviada PNP  
  1753; Coacción; agraviado Ángela Vásquez Guadaña  
  2061; Hurto; agraviado Wilson Chávez Torres  
  2098; Lesiones; agraviado Silveria Chávez Acosta  
  3123; Coacción; agraviado Vicente Castrejón Terán  
2014  74; Lesiones y Coacción; agraviado Juan Quispe Llovera  36  
  121; Lesiones; agraviada Laura Vela Novoa  
  138; Lesiones; agraviado Felipe Herrera  Castrejón.  
  160; Coacción; agraviado Juan Manuel Alvites Alvitres.  
  163; Secuestro; agraviado Ronal Terrones Rojas  
  218; Lesiones; agraviado Andrés Linares Zalazar.  
  219; Coacción; agraviado Juan Francisco Quispe Llovera  
  229; Coacción; agraviado Ronal Terrones Rojas  
  272; Secuestro; agraviado José Pascual Gutierrez Soto.  
  293; Lesiones; agraviada Yuliana Miñano de la Cruz  
  371; Lesiones y Coacción; agraviado Porfirio Infante Días  
  448; no tipificado; agraviado Manuel Yncil Chalán  
  530; Coacción; agraviado El Estado  
  598; Secuestro; Edwar Yvan Esperanza Lino.  
  621; Lesiones; agraviado José Ruitón Herrera  
  634; Lesiones; agraviado Dolores Ñontol Chquiruna  
  742; Coacción; Max Monja Suropachin  
  743; Usurpación de Funciones; agraviado el Estado  
  800; Lesiones; agraviado Rolando Sangay Fernández  
  822; Lesiones; agraviado Ronal Zambrano Cueva  
  1081; Hurto; agraviado Manuela Silva Huamán.  
  1104; Coacción; agraviado José Alberto Misay Sangay  
  1153; Coacción; Zenón Caruajulca Alvarez  
  1176; Secuestro; agraviado Jairito Bustamante Cóndor  
  1183; Lesiones; agraviado Maria Aguilar Yacupaico  
  1196; Lesiones; agraviado Arcadio Casahuamán Salazar  
  1235; Lesiones; agraviado G.P.J.  
  1348; Coacción; agraviado Isrrael Rondo García  
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  1471; Coacción; agraviado A.P.M.  
  1509; Coacción; agraviado Rolando Sangay Fernández  
  1703; Coacción; agraviado Brayan Campos Mestanza.  
  1727; Lesiones; agraviado Salome Carranza Rubio.  
  1852; Usurpación de funciones  
  1854; Secuestro; agraviado William Vega Guevara.  
  1951; Secuestro; agraviado Roxana Gonzáles Chávez  
 
  2488; Coacción; Enma Arana Abanto   
2015  99; Coacción; agraviado Santos Cabanillas Lobato  19  
    464; Lesiones; Silvia Tasilla Huaripata  
  506; Lesiones; Maria Poma Ramos  
  515; Secuestro; agraviado Jaime Ciriaco Martínez  
  525; Coacción; agraviada Patricia Salazar Gonzáles.  
  711; Lesiones y coacción.  
  873; Coacción; agraviado Julio Martínez Torres  
  1009; Secuestro; agraviado Marixa Abanto Rodríguez  
  1019; Coacción; agraviado Zoila Murillo de Quiroz  
  1036; Coacción; Lourdes Sotelo Flores.  
  1145; Coacción; agraviado Ricardo Sánchez Alcántara  
  1619; Coacción; agraviado Robert José Soto Aguilar.  
  1620; Secuestro; agraviado Salustiano García Salazar  
  1645; Desobediencia a autoridad; agraviado Ministerio Público  
  1719; Desobediencia a autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2034; Desobediencia a autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2035; Desobediencia a autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2120; Coacción; agraviada Roxana Aguilar Alcántara.  
  2437; Coacción; agraviado Segundo Herrera Portal  
2016  308; Delito contra la seguridad pública; agraviado la sociedad  09  
    502; Secuestro; agraviado Adalberto Moreno Huaccha.  
  609; Coacción; agraviado José Zamora Castrejón.  
  653; Coacción; agraviado María Flor Huamán Mejía.  
  679; Coacción; agraviado Darío Huaripata Mestanza.  
  1273; Coacción; agraviado Katterine Quispe Huanca  
  1611; Usurpación; agraviado Felipe Minchán Llovera  
  1634; Lesiones; agraviado José Almilcar Ordoñez Cóndor.  
  2117; Coacción; agraviado Michel Abanto Pajares  
2017  151; Robo; agraviado Raúl Salazar Ventura.  10  
  266; Secuestro; agraviado Ysrael Hernández Mendoza.  
  692; Secuestro; agraviado Alejandro Herrera Flores  
  844; Lesiones leves; agraviado Encarnación Villanueva Bacón  
  907; Secuestro; agraviado Miguel Angel Zamora Castrejón  
  958; Secuestro; agraviado Manue Castrejón Castrejón  
  1475; Secuestro; agraviado Wilamn Arteaga  
  1756; Secuestro; agraviado José Leonidas Caja García  
  2454; Coacción; agraviado Esperanza Idrugo Durán  
65  
  
  2799; Secuestro; agraviado José Laines Marlo Vallejos.  
2018  35; Coacción; agraviado José Vargas Llanos.  11  
  86; Coacción; Ernesto Rodríguez Querzola  
  198; Secuestro; agraviado Roberto Sánchez Sánchez  
  383; Coacción; agraviado Segundo Eleuterio Cueva Carrasco.  
  403; Coacción; Víctor Chugnas Chicoma  
  1059; Coacción; agraviado Elizabeth Martell Guando  
  1287; Secuestro; agraviado Felizardo Terán Cabanillas  
  1843; Lesiones; agraviado Marley Esmilda  
  2160; Coacción; agraviado Marco Bonifacio Sánchez  
  2246; Lesiones; agraviado Sugely Mardeli Aguilar Torres  
  2867; Coacción; agraviado Eliza Chuquimango Angeles   
2019  224; Contra la libertad; agraviado Julio César Palacios Matute  1  
Total    88  
FUENTE: Información obtenida del Sistema de Gestión Fiscal.  
  
3.1.9. Procesos Penales seguidos contra Fernando Chuquilín Ramos:  
 Expediente N°  Juzgado  Fecha 
Ingreso  
Tipo Parte  
375-2016-0-0601-JR-PE-01  2°Sala Apelac  11/10/2018  Imputado  
766-2014-0-0601-JR-PE-02  JUP Transitor  31/01/2018  Imputado  
381-2018-0-0601-JR-PE-05  JUP Transitor  9/04/2018  Querellado  
1666-2015-0-0601-JR-PE-02  1° Sala Apelac  10/12/2018  Imputado  
111-2018-0-0601-JP-PE-04  4°JPL  19/02/2018  Imputado  
345-2012-0-0601-JR-PE-04  4°JPL  7/08/2012  Imputado  
79-2017-0-0601-JP-PE-04  4°JPL  17/01/2017  Imputado  
74-2011-0-0601-JP-PE-04  4°JPL  15/06/2012  Imputado  
16-2012-0-0601-JP-PE-04  4°JPL  15/06/2012  Imputado  
590-2012-0-0601-JR-PE-05  1°JIP  28/11/2017  Imputado  
1086-2015-1-0601-JR-PE-01  1°JIP  6/7/2015  Imputado  
18-2016-1-0601-JR-PE-01  1°JIP  5/1/2016  Imputado  
740-2012-2-0601-JR-PE-01  1°JIP  20/11/2014  Imputado  
1949-2014-0-0601-JR-PE-01  1°JIP  23/12/2014  Imputado  
776-2014-1-0601-JR-PE-02  2°JIP  15/02/2019  Imputado  
238-2014-0-0601-JR-PE-03  3°JIP  7/2/2014  Demandado  
1445-2017-0-0601-JR-PE-03  3°JIP  6/7/2017  Imputado  
1037-2018-0-0601-JR-PE-03  3°JIP  28/06/2018  Imputado  
1469-2014-0-0601-JR-PE-03  3°JIP  9/10/2014  Imputado  
331-2017-0-0601-JR-PE-04  4°JIP  17/2/2017  Demandado  
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1278-2018-0-0601-JR-PE-05  5°JIP  6/8/2018  Imputado  
1106-2018-0-0601-JE-PE-07  5°JIP  10/07/2018  Demandado  
245-2014-0-0601-JR-PE-01  1°JUP  1/7/2014  Demandado  
1961-2014-0-0601-JR-PE-4°JUP  4°JUP  5/4/2018  Imputado  
929-2016-0-0601-JR-PE-01  5°JUP  21/5/2018  Imputado  
TOTAL  25 procesos penales en la ciudad de Cajamarca.  
FUENTE: Información brindada por Oficina de Estadística del Poder  
Judicial.  
    
3.2. Análisis de Resultados:  
3.2.1. Información obtenida de Encuestas de Jueces Penales:  
 De la información brindada por los Magistrados Judiciales penales 
(Investigación Preparatoria, Unipersonales o Colegiados), se puede 
desprender que tienen fijo el concepto básico de jurisdicción, 
atribución dada por la Constitución para decir el derecho (ius decire); 
derecho y deber de aplicar el derecho que lo diferencia de cualquier 
ciudadano común y corriente88; así como tienen fija la idea de que los 
integrantes de las Rondas Campesinas tienen la facultad de 
administrar justicia, independientemente de si pertenecen a una 
Comunidad Campesina o Nativa, para lo cual concuerdan lo precisado 
en el Artículo 149 de la Constitución, con el Inciso 19 del Artículo 2° 
de la Carta Magna y que sientan la misma en el Acuerdo Plenario N° 
1-2009/CJ-116; hecho que compartimos, toda vez que no siendo las 
disposiciones constitucionales entes aislados, sino que conforman 
una unidad, un todo armónico, es que no podemos interpretar a la 
Constitución como un cuerpo normativo aislado en cada una de sus 
cláusulas, sino en forma coordinada con los otros dispositivos 
normativos que encierra89, coordinado ello con lo dispuesto en la 
Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución, y sin dejar 
de lado los Convenios internacionales de la cual el Perú es parte, uno 
de los cuales es el Convenio N° 169102, que nos obliga a respetar el 
pluralismo cultural de los diferentes grupos humanos e instituciones 
que éstos posean, con lo que se da sustento a que las Rondas 
                                            
88 De conformidad a los principales atributos señalados por Cabanellas en su Diccionario de Derecho Usual.  
89 STC N° 5854-2005-PA/TC. 102 
Artículos 2-2-b y 8-1-2.  
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Campesinas pueden existir independientes de las autoridades o 
comunidades en las que se crean.  
  De igual manera estos magistrados, tienen clara la idea de que la 
jurisdicción que deben ejercer los integrantes de las Rondas 
Campesinas es dentro de su ámbito geográfico, conforme lo prescrito 
en el mismo Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116 que fija el elemento 
geográfico el espacio físico en el cual deben desarrollar su actividad 
jurisdiccional de conformidad a sus usos y costumbres, pero también 
respetando el factor de congruencia, es decir respetando los derechos 
fundamentales de las personas a las cuales aplican su derecho 
(elemento humano); lo que tampoco se respeta, toda vez que 
precisaron tres de ellos que en la ciudad no debe existir Rondas 
Campesinas, sin embargo han podido evidenciar la existencia de 
Central de Rondas Campesinas en la zona urbana, conforme lo 
indicado por el Presidente de las Rondas Campesinas “José 
Mestanza Julca” que su organización tiene en la ciudad de Cajamarca 
su Oficina Central de Rondas Campesinas en el Jr. Revilla Pérez N° 
379, información corroborada por la Oficina Registral de Cajamarca 
en la Partida N° 11054388 de la “Asociación Central Provincial Única 
de Rondas Campesinas y Comunales de Cajamarca”, la cual pese a 
que precisa tener su domicilio en el Distrito de la Asunción, ejercen su 
labor jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca, pues se corroboró que 
en un caso concreto se ocasiono lesiones y daños contra una 
pobladora cajamarquina, por el cual se le abrió investigación en la 
Carpeta Fiscal N° 155-2012 por ocasionar daños, lesiones y privar de 
su libertad a la agraviada; desvirtuando y violando los preceptos 
constitucionales por los cuales se otorga jurisdicción especial a las 
Rondas Campesinas, cuando aplican sus usos y costumbres en sus 
propias comunidades en el ámbito en el que se crean y con 
pobladores que la conforman.  
  Pero el caso anterior no es el único, toda vez que según información 
obtenida de la Oficina Registral de Cajamarca, no sólo la organización 
anterior es la que tiene existencia y ejerce su supuesta actividad 
jurisdicción especial en la ciudad de Cajamarca, sino que también 
están la: Federación de Rondas Campesinas de la Provincia de 
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Cajamarca, con Partida N° 11005607; Federación de Rondas 
Campesinas Femeninas de la Provincia de Cajamarca, con Partida N° 
11005575; Federación Departamental de Rondas Campesinas y 
Urbanas de Cajamarca, con Partida N° 11002145, y la Federación 
Regional de Rondas Campesinas de Cajamarca – EREROCCAJ, con 
Partida N° 11005657, organizaciones que si bien tienen sus bases 
ronderiles en toda la Provincia, tienen oficinas en la ciudad de 
Cajamarca, en la cual no sólo realizan actividades de coordinación, 
sino actividad jurisdiccional.  
  Asimismo, los magistrados judiciales precisaron que si bien las 
Rondas Campesinas tienen jurisdicción en el lugar de su 
conformación y no debe existir conflicto de jurisdicción en la ciudad de 
Cajamarca entre la jurisdicción ordinaria y la especial (Pregunta 6); 
muchos de ellos (6) precisaron que conocen casos contra integrantes 
de rondas campesinas por actividades realizadas en la ciudad de 
Cajamarca; lo cual nos deja claro que sí existen actividades 
jurisdiccionales de los integrantes de las Rondas Campesinas, en la 
ciudad de Cajamarca, lo cual sobrepasa las facultades 
constitucionales que se les ha otorgado.  
  En la ciudad de Cajamarca, también se ha podido detectar otro tipo 
de Rondas, las Urbanas, las cuales son integradas mayormente por 
pobladores que emigraron del campo y se sentaron en la ciudad de 
Cajamarca, los que llevando consigo sus usos y costumbre, se 
agrupan para continuar con las mismas en el espacio físico que ahora 
ocupan, y entre ellas ejercer de hecho alguna actividad jurisdiccional 
en la solución de sus conflictos; las cuales fueron reconocidas 
inicialmente por la Ordenanza Municipal N° 229CMPC como una “… 
organización autónoma, … cuya función primordial es el resguardo de 
la seguridad ciudadana y la solución de conflictos, …”, la que luego 
fue modificada mediante Ordenanza 390CMPC y se le recortó sus 
funciones sólo a colaborar en la prevención y resguardo de la 
seguridad ciudadana, pero no ya no como organización destinada a 
solucionar conflictos sino sólo de apoyo a la seguridad ciudadana; 
labor que es entendida por los Magistrados judiciales que en la 
Pregunta 7, cuando indicaron que éstas son organizaciones de 
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pobladores en la ciudad de Cajamarca, que brindan apoyo a la Policía 
Nacional del Perú, Ministerio Público y Poder Judicial y que tienen 
reconocimiento municipal, pero no sustento constitucional (Pregunta 
8); labor que se considera positiva cuando éstas desarrollan su 
actividad jurisdiccional en la zona rural, así como positiva la labor de 
las llamadas Rondas Urbanas cuando sirven de apoyo a las 
autoridades policiales, fiscales o judiciales, poniendo a disposición de 
los intervenidos al PNP y MP y sin violar los derechos fundamentales 
de éstos.  
  Este tipo de organizaciones inconstitucionales, llamadas en 
Cajamarca como Asociación Civil de Comités Descentralizado de 
Rondas Urbanas de Cajamarca, que se encuentra inscrita en Partida 
Registral N° 11123343 así como en el Libro de Organizaciones 
Sociales de la Municipalidad Provincial de Cajamarca, y que en la 
ciudad de Cajamarca existen bajo la dirección del señor Fernando 
Chuquilín Ramos, pretenden no servir sólo de apoyo a las autoridades 
policiales o fiscales, sino realizar actividad jurisdiccional, investigando 
y juzgado casos de lesiones, hurtos, daños, etc.90; han creado un 
despropósito de las rondas creadas por la Constitución de 1993, y 
desbordando la realidad de nuestro país, ha originado en la ciudad de 
Cajamarca, un ente paralelo al Poder Judicial, Ministerio Publico y 
Policía Nacional del Perú que compiten con éste por la labor 
jurisdiccional que sólo éstos deben realizar.  
  Además en la ciudad de Cajamarca, no sólo se ha podido identificar 
la organización anterior, sino también otras dos organizaciones más, 
hablamos del Comité de Organización, Participación de Rondas 
Urbanas Nuevo Cajamarca a cargo del señor Wilson Terrones Peralta 
y del Comité Descentralizado de Rondas Urbanas de Cajamarca a 
cargo del señor Justo Evelio Vargas Sánchez, los cuales al igual que 
el primero, están integrados básicamente por personas que emigran 
de la zona rural y que se asientan en las zonas marginales o afueras 
de la ciudad de Cajamarca, y que también pretenden ejercer algún 
                                            
90 Conforme lo precisado éste en entrevista anexa al presente trabajo.  
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tipo de actividad jurisdiccional no sólo entre ellos, sino en moradores 
de la ciudad que no acogen sus usos y costumbres.   
3.2.2. Información obtenida de Encuesta de Fiscales Penales.-   
   Si bien existe cierta confusión en algunos fiscales de los términos 
jurisdicción y competencia, así como en la labor jurisdiccional que 
pueden realizar como entes independientes de las autoridades 
comunales a la que pertenecen (Preguntas 1 y 2); sin embargo tienen 
claro que dicha labor la tienen que realizar en la zona rural, lugar en 
el cual fueron creadas  (Pregunta 3); la totalidad precisaron que en la 
ciudad de Cajamarca no existe base de rondas campesinas, pero 7 
indicaron conocer que existen oficinas en la ciudad oficina de algunas 
bases de rondas (Pregunta 4); así como existe uniformidad en indicar 
que la ciudad las Rondas Campesinas no pueden ejercer jurisdicción 
en la ciudad, pero 7 indicaron haber tramitado investigaciones contra 
integrantes de Rondas Campesinas por haber realizado delito contra 
moradores de la ciudad (Preguntas 5 y 6).  
  Si bien todos precisaron que no debe existir conflicto de jurisdicción 
entre la ordinaria y la especial, pues cada quién debe ejercerla en el 
ámbito de competencia (campo o ciudad), pero se precisa que 
algunos de ellos (7) se ha dado este conflicto cuando las Rondas 
Campesinas han ingresado a la ciudad a ejercer labor jurisdiccional 
(Pregunta 7).  
  Es en las preguntas 8 – 12 en la cual se ha precisado que la actividad 
de las llamadas Rondas Urbanas, viene a ser la de apoyo a la Policía 
Nacional o Ministerio Público para que lleven estos últimos de mejor 
manera su actividad investigatoria y preparación para juzgamiento, a 
través del arresto ciudadano y poniendo a los intervenidos en forma 
rápida ante estas autoridades, e incluso debe de existir mayores lazos 
de coordinación con las Rondas Campesinas para llevar su labor 
jurisdiccional en la zona rural y respetando los derechos 
fundamentales de las personas; pues si bien la Ordenanza Municipal 
N° 229-CMPC en un momento otorgo facultad para que los 
integrantes de las llamadas Rondas Urbanas ejerzan facultad para 
solucionar conflictos en la ciudad, ésta fue luego modificada por la 
Ordenanza Municipal N° 390-CMPC en la que se les da facultado sólo 
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para colaborar en la prevención y resguardo de la seguridad 
ciudadana; sin embargo, es unánime su respuesta cuando precisan 
que no debe existir coordinación alguna con los integrantes de las 
Rondas Campesinas e incluso Urbanas para que lleven labor 
jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca (Pregunta 14), ya que la 
Constitución no ha otorgado facultad alguna a tales organizaciones 
para llevar actividad jurisdiccional dentro de la zona urbana, en la cual 
el Poder Judicial tiene en forma exclusiva tal función.  
  Finalmente es de indicar que los jueces y la mayoría de fiscales 
encuestados, precisaron que no puede existir conflicto de jurisdicción 
entre el Poder Judicial y las Rondas Campesinas en la ciudad de 
Cajamarca, toda vez que cada una realiza o debe realizar su accionar 
en su debido ámbito (urbano o rural), sin embargo se dan casos 
especiales en que ello sucede, y que si bien se debe realizar niveles 
de coordinación y capacitación con los integrantes de las rondas 
campesinas, es para que éstos realicen su actividad y sin violar los 
derechos fundamentales de las personas, pero en el ámbito rural; más 
no dentro de la ciudad de Cajamarca, en la cual debe ser exclusiva la 
actividad del Poder Judicial; o que se brinde coordinación o 
capacitación a los integrantes de las rondas urbanas a efecto de 
precisarles sus funciones y que su accionar es sólo de apoyo en la 
seguridad ciudadana y poner de inmediato a los intervenidos ante la 
autoridad competente, conforme lo precisa el Artículo 260 del Código 
Procesal Penal.  
  Con estas entrevistas, a los magistrados judiciales o fiscales, 
creemos que se ha podido obtener la información que sustenta 
nuestra hipótesis; así los judiciales entrevistados nos dejaron claro 
que las rondas campesinas pueden ejercer su labor jurisdiccional en 
forma independiente de las autoridades de sus comunidades 
(Pregunta 2); así como con las preguntas 4 y 5 se ha podido conocer 
que en la ciudad de Cajamarca, sí se da ese conflicto de jurisdicción 
entre el Poder Judicial y las Rondas Campesinas, toda vez que han 
conocido casos seguidos contra éstos por haber realizado dicha labor 
en la ciudad de Cajamarca, causando agresiones físicas que atentan 
contra los derechos fundamentales de las personas; y finalmente ante 
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la pregunta de conocer su opinión si debe existir coordinación o 
capacitación con los integrantes de las rondas, precisaron que sí se 
debe dar ese nivel de cooperación con los mismos, a efecto de que 
realicen su labor sin mayor perjuicio de los derechos fundamentales 
de las personas, pero esta capacitación debe ser dada a las rondas 
campesinas que realicen su labor en la zona rural y no en la ciudad; y 
que también se puede dar ese nivel de coordinación a las rondas 
urbanas, para que conozcan sus funciones y no realicen labor 
jurisdiccional en la ciudad, y sólo sirvan de apoyo a la seguridad 
ciudadana, entregando en forma inmediata a los intervenidos a la 
policía a efecto de no violar los derechos fundamentales de los 
intervenidos, y ello de conformidad a lo precisado en la Ordenanza 
Municipal N° 390-CMPC, el Artículo 259 del Código Procesal Penal y 
el Artículos 1°, 2°-1 y 149° de la Constitución Política del Perú.  
3.2.3. Información obtenida de Entrevista con Ronderos.-   
  Si bien el objetivo trazado fue la de obtener la mayor información 
posible de la actividad rondera en la ciudad de Cajamarca, ingresando 
en la totalidad de organizaciones de rondas que existen en nuestra 
ciudad; sin embargo, ello no se pudo lograr, toda vez que existe el 
celo de los dirigentes en brindar información sobre el trabajo que 
realizan y nos dejó clara la impresión que conocen bien que hacen 
mal en realizar o querer realizar su labor en la ciudad, pero con todas 
las dificultades que se encontró, logramos obtener información directa 
del Presidente de las Rondas Urbanas de Cajamarca (Fernando 
Chuquilín Ramos), y de una manifestación brindada en el Ministerio 
Público, por un Presidente de Rondas Campesinas que en la ciudad 
de Cajamarca (Segundo José Mestanza Julca) que venía realizando 
actividad jurisdiccional contra personas que no eran campesinas, a 
una de las cuales había ocasionado daños materiales en su vivienda, 
lesiones y privación de su libertad;  información que se ha plasmado 
en los documentos (entrevista y manifestación) que se anexa a este 
trabajo y de la cual se precisa lo siguiente:  
    Así, de la manifestación fiscal tomada al señor Segundo 
Mestanza Julca, en la Carpeta Fiscal N° 155-2012, se ha podido obtener 
que su organización fue creada en el 10/03/2005 bajo la Partida Registral N° 
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11054388, cuyo domicilio es en el distrito de la Asunción – Cajamarca y 
tiene entre sus fines promover el desarrollo, justicia, practica de valores 
dentro de la población rural o comunal91, sin embargo, su propio Presidente 
de la organización es un trabajador municipal de la Municipalidad Provincial 
de Cajamarca, tienen su Oficina central en la ciudad de Cajamarca, en el Jr. 
Revilla Pérez N° 379, el cual conoce que sus funciones como rondero se 
encuentran en la Ley N° 27908 y su Reglamento 025-2003, y que si bien 
sus bases ronderas están en el campo, su central se ubica en la ciudad de 
Cajamarca, lugar en el cual se solucionan los problemas que no pueden 
solucionarse en el campo; en el caso concreto éstos habían tramitado una 
presunta denuncia interpuesta no por una persona residente en ámbito rural 
de la ciudad, sino residente en la ciudad de Cajamarca, y contra una 
persona también residente en la ciudad, a la cual golpearon, privaron de su 
libertad, causando daños materiales en su vivienda, con el efecto de 
trasladarla a su Oficina Central en la ciudad de Cajamarca y tramitar la 
presunta denuncia, en la cual pretendieron hacerle firmar un Acta de 
Compromiso o Deuda de Suma de Dinero y darle un plazo para la 
cancelación de la misma, desnaturalizando así las atribuciones 
jurisdiccionales dadas por la Constitución a las Rondas Campesinas, incluso 
establecidas en la Ley N° 27908 y su Reglamento N° 025-2003 que les 
faculta realizar conciliaciones extrajudiciales, pero en casos producidos en 
su ámbito de su comunidad, entre miembros que la conforman, y sobre 
materias conciliables y relacionadas con la posesión, usufructuo de la 
propiedad comunal, bienes y uso de los diversos recursos comunales, nada 
de lo cual viene cumpliéndose en el caso de la organización de Rondas 
Campesinas que dirige el señor Segundo Mestanza Julca, en la que no se 
tiene en cuenta el elemento humano (aplicable personas integrantes de su 
propia comunidad), normativo (pues no tiene como base de su actuación un 
sustento constitucional o legal), geográfico (sea aplicable al ámbito de la 
comunidad en la que se crean), y el factor de congruencia (que se realicen 
su labor jurisdiccional con el respeto de los derechos fundamentales de las 
personas).  
  Pero, la actividad de estas organizaciones de rondas en su actuar en 
la ciudad de Cajamarca, se ve más tergiversada por la actuación de 
                                            
91 Conforme a la información registral obtenida y cuya Partida se anexa al final del documento.  
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la llamada “Rondas Urbanas y Periféricas de Cajamarca”, presidida 
por Fernando Chuquilín Ramos, organización que está inscrita desde 
el 15/06/2010 en la Oficina Registral de Cajamarca bajo la Partida N° 
11123343, así como en el Registro Único de Organizaciones Sociales 
de la Municipalidad Provincial de Cajamarca (RUOS); está integrada 
por 13 bases de rondas y un promedio de 30 – 140 personas por cada 
una de ellas; actúan en los diversos sectores de la ciudad, y atienden 
hurtos, robos, violencia familiar, estafas, etc.; tienen su Oficina Central 
en el Jr. Huaráz N° 225 – Fonavi I; en la cual tramitan un promedio de 
5,000 denuncias al año; no tiene relación con otras organizaciones de 
Rondas Campesinas, como las dirigidas por Segundo Mestanza 
Julca, Wilson Terrones Peralta, Justo Evelio Vargas Sánchez u otros; 
y si bien, realizan reuniones y capacitaciones con el Ministerio 
Público, Poder Judicial y la Policía Nacional del Perú con los cuales 
incluso llevan intervenciones en conjunto, conforme lo precisa la 
Ordenanza Municipal N° 229-CMPC del 20/11/2008, se han 
formalizado e inscrito tanto en el Libro respectivo de la Oficina 
Registral de Cajamarca, como en el Registro de Organizaciones 
Sociales (RUOS) de la Municipalidad Provincial de Cajamarca, sin 
embargo, también existen acciones individuales en las cuales mal 
interpretando las facultades dadas por la Ley Orgánica de 
Municipalidades N° 27972 y la mencionada Ordenanza, aún realizan 
actividad jurisdiccional en la ciudad pues de hecho y alentados por la 
Ordenanza Municipal N° 229CMPC del 20/11/2008, aún siguen 
realizando función de investigación y juzgamiento en casos sometidos 
a su conocimiento por los mismos pobladores de la ciudad, como 
delitos contra el patrimonio (hurtos, robos, estafas, etc.), contra la 
vida, cuerpo y salud (homicidios, lesiones), etc., he incluso sobre 
actos de brujería, prostitución u otros similares, creando incomodidad 
e incertidumbre en la población que no ve seguridad en el actuar de 
ésta organización, desnaturalizando su accionar; con lo que el 
objetivo que busco con la nueva Ordenanza Municipal 390-CMPC del 
27/06/2012, de que esta organización sólo sirva de apoyo a la PNP o 
MP, no se ha logrado, pues dicha organización se ha robustecido y 
viene actuando con mayor énfasis en la ciudad.  
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  Ahora, si bien la labor que deben realizar las Rondas Campesinas, 
es notable pues aplicando sus usos y costumbres pueden lograr 
brindar justicia a pobladores de su ámbito comunal, la cual puede ser 
más rápida, realizarse por personas de su entorno y que conocen de 
mejor manera sus problema; ésta se debe realizar mayor capacitación 
y apoyo por parte del Estado, a efecto de que su labor la realicen con 
mayor respeto de los derechos fundamentales de las personas de su 
comunidad; sin embargo, en el presente trabajo los magistrados 
entrevistados (jueces y fiscales), precisaron casi en forma unánime 
que no puede existir ninguna coordinación con estas organizaciones 
a efecto de que realicen esta labor en la ciudad de Cajamarca, en la 
cual tiene que aplicar la jurisdicción ordinaria, en la que incluso las 
llamadas Rondas Urbanas sólo pueden contribuir o apoyar con la 
seguridad ciudadana, poniendo a disposición en forma inmediata a los 
intervenidos a la Comisaría PNP más cercana.   
3.2.4. Cantidad de investigaciones tramitadas en el Ministerio Público en los 
años del 2015 – 2017:   
   De la información obtenida de la Oficina de Estadística del 
Ministerio Público, la carga procesal del 2015 al 2017 ha ido en 
aumento, toda vez que de un promedio de 6,000 investigaciones del 
2015, en dos años, ha aumentado un promedio de 3,000 
investigaciones más para el 2017; siendo la Fiscalía Corporativa que 
tiene mayor cantidad de investigaciones la Segunda, seguida de la 
Tercera y Primera Fiscalía Corporativa Penal; y del total de 22,629 
investigaciones llevadas en 3 años, en la que se tiene que cada fiscal 
tramita un promedio de 175 investigaciones por año.  
3.2.5. Cantidad de procesos tramitados en el Poder Judicial del 2015-2017:   
   En el Poder Judicial, la carga procesal del 2015 al 2017 ha ido 
variando, toda vez que si bien ésta para el 2015 era de un promedio 
de 6,300 procesos, la misma ha aumentado para al 2016 hasta un 
promedio de 6,700 procesos; sin embargo, para el 2017 ha disminuido 
a una menos de 5,000 procesos.   
3.2.6. Investigaciones seguidas contra Segundo Mestanza Julca:   
  Si bien, desde el 2011 se pudieron encontrar 7 investigaciones 
seguidas contra el Presidente de las Rondas Campesinas de 
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Cajamarca, por delitos de usurpación, coacción y otros; sin embargo, 
durante los últimos años (2015 – 2017) sólo existen 2 investigaciones 
por Lesiones y Coacción contra este rondero, por acciones realizadas 
contra moradores en la ciudad de Cajamarca, en las Carpetas 
Fiscales 127-2015 y 788-2015.  
3.2.7. Procesos Penales seguidos contra Segundo Mestanza Julca:    En 
igual manera, en el Poder Judicial, se han podido  encontrar 5 
procesos tramitados contra Segundo Mestanza desde el 2004 al 2015, 
de los cuales 2 de ellos corresponde a delitos de lesiones y coacción, 
y los otros 3 por faltas contra la persona; y durante los últimos años 
no se ha encontrado proceso penal alguno contra éste, lo cual nos 
hace notar que esta persona a la fecha ya no tiene procesos penales 
por tal actividad en la ciudad de Cajamarca, por no ser denunciado por 
ello o porque ya tiene mayor cuidado en su accionar. Así es necesario 
indicar que de tales procesos penales por los delitos en mención, no 
existe sentencia condenatoria, toda vez que las mismas fueron 
absueltas en primera instancia, no se apelaron las mismas, por lo que 
no registra antecedente penal por estos hechos.  
3.2.8. Investigaciones seguidas contra Fernando Chuquilín Ramos:      Muy 
por el contrario al anterior, en el caso de este Presidente de las 
Rondas Urbanas de Cajamarca, desde el 2011 al 2018 se han 
podido encontrar 88 investigaciones por casos de lesiones, 
usurpación, coacción, secuestro, etc., todas realizadas de una 
misma manera, interviniendo a las personas, privarlas de su libertad 
y maltratándolas físicamente; y en el período del 2015 al 2018 
existen 52 investigaciones realizadas contra este rondero,  dejando 
notar que  
su actividad en la ciudad de Cajamarca, es muy activa y la misma se 
realiza muchas veces en perjuicio de derechos fundamentales de las 
personas que intervienen, por lo que luego de los mismos es 
denunciado.  
3.2.9. Procesos Penales seguidos contra Fernando Chuquilín Ramos:    
Asimismo, y concorde con los datos antes precisados, se ha podido 
encontrar contra el Presidente de las Rondas Urbanas de Cajamarca 
77  
  
hasta 35 procesos penales desde el 2011 al 2018, de los cuales 31 
son por delitos de coacción, secuestro, lesiones, etc., y 4 por faltas 
contra la persona, procesos penales en los cuales se ha podido 
determinar que pese al tiempo que puede existir entre uno y otro, el 
modus operandi del procesado en los hechos denunciados fue el 
mismo, intervenir a las personas denunciadas en su base de rondas, 
privarlas de su libertad, maltratarlas físicamente y luego retenerlas por 
algunas horas o días y haber logrado una supuesta declaración, darles 
su libertad; proceso de los cuales también se ha podido determinar 
que 18 fueron cometidos entre los años 2015-2018, dando a entender 
que la acción realizada por este rondero, concuerda con el número de 
investigaciones a nivel fiscal que durante estos últimos años ha ido en 
aumento, al contrario de lo ocurre con el Presidente de las Rondas 
Campesinas que ve disminuido el número de investigaciones y 
procesos judiciales; procesos penales de los cuales se ha podido 
determinar que existen actualmente algunos que están en etapa 
intermedia o juzgamiento, e incluso en tres casos se ha podido 
determinar que fue sentenciado en primera instancia, así: en el Exp. 
N° 1961-2014 en el que fue condeno por delito de coacción y se le 
impuso una pena convertida de 51 jornadas de prestación de servicio 
comunitario; en el Exp. N° 1666-2015 en delito acusado por secuestro, 
se lo condeno por coacción a una pena de 1 año de pena privativa de 
libertad, la cual fue luego apelada y en la sala fue declarada prescrita; 
en igual sentido en el Exp. N° 375-2016 acusado por secuestro, se lo 
condeno por delito de coacción a una pena privativa de libertad de un 
año, la misma que fue apelada y a la fecha también se encontraría 
prescrita.  




1. Constitucionalmente no existen dos sistemas de justicia dentro de la zona 
urbana, en el cual el único sistema de justicia es el ejercido jerárquicamente 
por el Poder Judicial, el cual se constituye en el sistema oficial; y si bien las 
rondas campesinas son reconocidas mediante Ley Nª 27908, su labor en la 
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ciudad sólo debe ser de apoyo al Poder Judicial para resolver los conflictos 
que conozcan.  
2. La jurisdicción especial que precisa Constitución Política del Perú, es 
entendida por la totalidad de magistrados judiciales encuestados, que la 
pueden ejercer las rondas campesinas en forma independiente de las 
autoridades comunales que precisa el Artículo 149, lo cual concuerdan con 
lo prescrito en el inciso 19 del Artículo 2 de la Carta Maga, el Artículo 8 del 
Convenio Nª 169 sobre pluralismo jurídico, y el Acuerdo Plenario N° 
12009/CJ-116, criterio que también es sostenido por la mayoría de 
magistrados fiscales encuestados.  
3. Existe conflicto de jurisdicción, entre la jurisdicción especial realizada por 
integrantes de las rondas campesinas, con la ordinaria realizada por el Poder 
Judicial, sustentado ello en la información recabada de algunos magistrados 
judiciales y fiscales que han podido conocer casos contra estos integrantes 
por realizar labor jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca, y reconocido ello 
por Presidente de Central Provincial Única de Rondas Campesinas y 
Comunales en Cajamarca.  
4. Las rondas urbanas, son una organización social, que se crean en el radio 
urbano, y tienen por facultad la de servir de apoyo el a seguridad ciudadana, 
de conformidad a lo precisado en la Ordenanza Municipal Nª 229-MPC del 
20/11/2008.  
5. Que las rondas urbanas, de hecho vienen ejerciendo actividad jurisdiccional 
dentro de la ciudad de Cajamarca, labor que no tiene reconocimiento 
constitucional ni legal; sustentado ello, en la información precisada por 
algunos magistrados encuestados que refieren haber conocido casos contra 
estos ronderos, información del sistema judicial y fiscal que da razón de 
casos contra dirigente ronderil, y lo precisado por el Presidente de las 
Rondas Urbanas y Periféricas de Cajamarca que da razón de esta actividad 
que viene realizando en la ciudad de Cajamarca.  
6. Los magistrados entrevistados precisaron que sí debe existir mayor nivel de 
coordinación y capacitación con los integrantes de las rondas campesinas 
para que realicen su labor jurisdiccional en la zona rural, evitar la violación 
de los derechos fundamentales de las personas que intervienen; y debe 
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existir un mayor nivel de coordinación y capacitación a los integrantes de las 
rondas urbanas a fin de hacerles entender y comprender su labor de apoyo 
a las autoridades policiales o fiscales en los casos que conocen.  
7. En igual sentido, la gran mayoría de magistrados precisaron que no puede 
existir ningún nivel de coordinación o capacitación a los integrantes de las 
rondas campesinas y urbanas para que realicen labor jurisdiccional en la 
ciudad de Cajamarca, en la cual sólo ejerce jurisdicción el Poder Judicial.  
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1. Si las Autoridades de las Comunidades Campesinas, con apoyo de las 
Rondas Campesinas, o éstas en forma autónoma imparten justicia en la zona 
rural que se crean, se recomienda que el Estado capacite a estas 
organizaciones a efecto de que se lleven sus procesos con mayor respeto 
de los derechos fundamentales de las personas que intervienen.  
2. Que la capacitación no sólo se deba dar a estas organizaciones que tienen 
jurisdicción especial, bajo lo prescrito en el inciso 19 del Artículo 2 y del 
Artículo 149 de la Constitución Política del Perú, sino que también se brinde 
estas capacitaciones en las facultades de Derecho, a través de cursos, 
seminarios u otros semejantes, a efecto de que se conozca las atribuciones 
que tienen las Rondas Campesinas, y éstos a su vez puedan replicar estos 
conocimientos en la población en general.  
3. Se recomienda acciones conjuntas de trabajo en esta naturaleza, a efecto 
de evitar o solucionar conflictos de jurisdicción que se pueda dar entre el 
Poder Judicial, Ministerio Público, Policía Nacional del Perú, y las 
autoridades de las Comunidades apoyadas por los integrantes de las 
Rondas Campesinas a efecto de evitar o solucionar tales conflictos.  
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A. Formato de Encuestas realizadas a Jueces y Fiscales Penales:  
FORMATO DE ENTREVISTA DE JUECES Y FISCALES  




2) Las “Rondas Campesinas”, tienen “jurisdicción”:-------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
3) Dónde ejercen “jurisdicción” las Rondas Campesinas?: --------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
4) En la ciudad de Cajamarca, existen agrupaciones de Rondas Campesinas,  
puede explicar su respuesta?: -----------------------------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
5) Conoce si las Rondas Campesinas vienen ejerciendo su labor en la ciudad  
de Cajamarca? --------------------------------------------------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
6) Tiene conocimiento que en el Poder Judicial o Ministerio Público se hayan 
tramitado procesos o investigaciones contra integrantes de Rondas  
Campesinas?: ---------------------------------------------------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
7) Existe “conflicto” entre la “jurisdicción ordinaria del Poder Judicial” y la 
“jurisdicción especial de las Rondas Campesinas” de la ciudad de Cajamarca,  
puede explicar su respuesta?: ------------------------------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
8) Qué son las Rondas Urbanas?: -----------------------------------------------------------  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
9) Tienen “jurisdicción” las Rondas Urbanas”, puede explicar su respuesta?: ---  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
10) Cómo puede explicar la labor que hacen en Cajamarca las llamadas  




11) Cuál tendría que ser la labor de las Rondas en la ciudad de Cajamarca?: ----  
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
12) Existe coordinación con las agrupaciones de Rondas Campesinas para  
ejercer su labor jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca? ------------------------ 
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
13) Existe coordinación con las agrupaciones de Rondas Campesinas para  
ejercer su labor jurisdiccional en la ciudad de Cajamarca? ------------------------ 
-------------------------------------------------------------------------------------------------  
14) Cree que si existiera coordinación o mejor coordinación con los integrantes 
de la Rondas Campesinas, existiría una mayor protección a los derechos  








    
B. Fotocopia de Manifestación de José Mestanza Julca, brindada en la 

























D. Reporte de investigaciones fiscales seguidas contra Segundo Mestanza 
Julca.  
AÑO  CASO  Total  
2011   154; Usurpación, en agravio de Felícitas Solón Vásquez  1  
2012  155; Secuestro, en agravio de Indaura Fernández Cubas.  1  
2014   1380; Coacción, en agravio de Orlando Yupanqui Linares.  1  
2015   127; Coacción; en agravio de Néstor Llanos Sánchez.  2  
   788; Coacción; en agravio de Violeta Cruzado Campos.  
Total    5  
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E. Reporte de investigaciones fiscales seguidas contra Fernando 
Chuquilín Ramos.  
AÑO  CASO  Total  
2011  53; Coacción; agraviado Carmen Torres Vásquez  2  
  869; Secuestro; agraviado Marilu Pajares Cortez  
2012  271; Coacción; agraviado Angel García Castrejón  3  
  492; Lesiones; agraviado Fiorella Fernández Plasencia.  
  952; Extorsión; agraviado Edwar Mendo Cerna  
2013  709; Hurto; agraviado Carlos Quito Saucedo  7  
  973; Secuestro; agraviado Felipa Zamora Terrones.  
  1152; Desobediencia a la autoridad; agraviada PNP  
  1753; Coacción; agraviado Angela Vásquez Guadaña  
  2061; Hurto; agraviado Wilson Chávez Torres  
  2098; Lesiones; agraviado Silveria Chávez Acosta  
  3123; Coacción; agraviado Vicente Castrejón Terán  
2014  74; Lesiones y Coacción; agraviado Juan Francisco Quispe Llovera  36  
  121; Lesiones; agraviada Laura Vela Novoa  
  138; Lesiones; agraviado Felipe Herrera  Castrejón.  
  160; Coacción; agraviado Juan Manuel Alvites Alvitres.  
  163; Secuestro; agraviado Ronal Terrones Rojas  
  218; Lesiones; agraviado Andrés Mellano Linares Zalazar.  
  219; Coacción; agraviado Juan Francisco Quispe Llovera  
  229; Coacción; agraviado Ronal Terrones Rojas  
  272; Secuestro; agraviado José Pascual Gutierrez Soto.  
  293; Lesiones; agraviada Yuliana Miñano de la Cruz  
  371; Lesiones y Coacción; agraviado Porfirio Infante Días  
  448; no tipificado; agraviado Manuel Yncil Chalán  
  530; Coacción; agraviado El Estado  
  598; Secuestro; Edwar Yvan Esperanza Lino.  
  621; Lesiones; agraviado José Ruitón Herrera  
  634; Lesiones; agraviado Dolores Ñontol Chquiruna  
  742; Coacción; Max Monja Suropachin  
  743; Usurpación de Funciones; agraviado el Estado  
  800; Lesiones y Coacción; agraviado Rolando Sangay Fernández  
  822; Lesiones; agraviado Ronal Zambrano Cueva  
  1081; Hurto; agraviado Manuela Silva Huamán.  
  1104; Coacción; agraviado José Alberto Misay Sangay  
  1153; Coacción; Zenón Caruajulca Alvarez  
  1176; Secuestro; agraviado Jairito Bustamante Cóndor  
  1183; Lesiones; agraviado Maria Aguilar Yacupaico  
  1196; Lesiones; agraviado Arcadio Casahuamán Salazar  
  1235; Lesiones; agraviado G.P.J.  
  1348; Coacción; agraviado Isrrael Rondo García  
  1471; Coacción; agraviado A.P.M.  
  1509; Coacción; agraviado Rolando Sangay Fernández  




  1727; Lesiones; agraviado Salome Carranza Rubio.   
  1852; Usurpación de funciones  
  1854; Secuestro; agraviado William Vega Guevara.  
  1951; Secuestro; agraviado Roxana Gonzáles Chávez  
  2488; Coacción; Enma Arana Abanto  
2015  99; Coacción; agraviado Santos Cabanillas Lobato  19  
    464; Lesiones; Silvia Tasilla Huaripata  
  506; Lesiones; Maria Poma Ramos  
  515; Secuestro; agraviado Jaime Ciriaco Martínez  
  525; Coacción; agraviado Patricia Angélica Salazar Gonzáles.  
  711; Lesiones y coacción.  
  873; Coacción; agraviado Julio Martinez Torres  
  1009; Secuestro; agraviado Marixa Abanto Rodríguez  
  1019; Coacción; agraviado Zoila Murillo de Quiroz  
  1036; Coacción; Lourdes Sotelo Flores.  
  1145; Coacción; agraviado Ricardo Sánchez Alcántara  
  1619; Coacción; agraviado Robert José Soto Aguilar.  
  1620; Secuestro; agraviado Salustiano García Salazar  
  1645; Desobediencia a la autoridad; agraviado Ministerio Público  
  1719; Desobediencia a la autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2034; Desobediencia a la autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2035; Desobediencia a la autoridad; agraviado Ministerio Público  
  2120; Coacción; agraviada Roxana Aguilar Alcántara.  
  2437; Coacción; agraviado Segundo Herrera Portal  
2016  308; Delito contra la seguridad pública; agraviado la sociedad  09  
    502; Secuestro; agraviado Adalberto Moreno Huaccha.  
  609; Coacción; agraviado José Encarnación Zamora Castrejón.  
  653; Coacción; agraviado María Flor Huamán Mejía.  
  679; Coacción; agraviado Darío Huaripata Mestanza.  
  1273; Coacción; agraviado Katterine Quispe Huanca  
  1611; Usurpación; agraviado Felipe Minchán Llovera  
  1634; Lesiones; agraviado José Almilcar Ordoñez Cóndor.  
  2117; Coacción; agraivado Michel Abanto Pajares  
2017  151; Robo; agraviado Raúl Salazar Ventura.  10  
  266; Secuestro; agraviado Ysrael Hernández Mendoza.  
  692; Secuestro; agraviado Alejandro Herrera Flores  
  844; Lesiones leves; agraviado Encarnación Villanueva Bacón  
  907; Secuestro; agraviado Miguel Angel Zamora Castrejón  
  958; Secuestro; agraviado Manue Castrejón Castrejón  
  1475; Secuestro; agraviado Wilamn Arteaga  
  1756; Secuestro; agraviado José Leonidas Caja García  
  2454; Coacción; agraviado Esperanza Idrugo Durán  
  2799; Secuestro; agraviado José Laines Marlo Vallejos.  
2018  35; Coacción; agraviado José Vargas Llanos.  11  
  86; Coacción; Ernesto Rodríguez Querzola  
  198; Secuestro; agraviado Roberto Sánchez Sánchez  
  383; Coacción; agraviado Segundo Eleuterio Cueva Carrasco.  
  403; Coacción; Víctor Chugnas Chicoma  
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  1059; Coacción; agraviado Elizabeth Martell Guando  
  1287; Secuestro; agraviado Felizardo Terán Cabanillas  
  1843; Lesiones; agraviado Marley Esmilda  
  2160; Coacción; agraviado Marco Bonifacio Sánchez  
  2246; Lesiones; agraviado Sugely Mardeli Aguilar Torres  
  2867; Coacción; agraviado Eliza Chuquimango Angeles  
2019  224; Contra la libertad; agraviado Julio César Palacios Matute  1  
Total    88  
  
F. Información Estadística del Ministerio Público.  
Corporativa \ Años  2015  2016  2017  Total  
Primera  1,807  1985  2469  6261  
Segunda  2233  2681  3557  8471  
Tercera  2147  2394  3356  7897  















    
  





J. Directorio de Rondas Urbanas de Cajamarca, inscritas en Libro de 





    
K. Fotocopia de Información de SUNARP sobre búsqueda de Personas 












L. Fotocopia de Partida Registral N° 11054388, Asociación Central 















    
M. Fotocopia legalizada de Partida Registral N° 11123343, Asociación Civil 
















































    
N. Ordenanza Municipal N° 037-2003-CMPC, del 22/10/2003, que Aprueba el 


































































    












Q. Fotocopia de Resolución de Gerencia N° 049-2018 N° 049-2018-












R. Ley N° 27908.  
LEY DE RONDAS CAMPESINAS Nº 27908  
Artículo 1°.- Personalidad jurídica.  
Reconózcase personalidad jurídica a las Rondas Campesinas, como forma 
autónoma y democrática de organización comunal, pueden establecer 
interlocución con el Estado, apoyan el ejercicio de funciones jurisdiccionales de 
las Comunidades Campesinas y Nativas, colaboran en la solución de conflictos 
y realizan funciones de conciliación extrajudicial conforme a la constitución y a 
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la ley, así como funciones relativas a la seguridad y a la paz comunal dentro de 
su ámbito territorial. Los derechos reconocidos a los pueblos indígenas y 
comunidades campesinas y nativas se aplican a las Rondas Campesinas en lo 
que les corresponda y favorezca.   
Artículo 2°.- Rondas al interior de la comunidad campesina.  
En los lugares donde existan Comunidades Campesinas y Nativas, las Rondas 
Campesinas o Rondas Comunales,, se forman y sostienen a iniciativa exclusiva 
de la propia comunidad y se sujetan al Estatuto y a lo que acuerden los Órganos 
de Gobierno de la Comunidad a los que la Ronda Campesina está subordinada. 
Artículo 3°.- Derechos y deberes de los miembros de las rondas 
Campesinas.  
Las Rondas Campesinas están integradas por personas naturales denominadas 
Ronderos y Ronderas, que se encuentran debidamente acreditadas. Tienen los 
derechos y deberes que la presente ley y demás normas establezcan.  
Las Rondas Campesinas promueven el ejercicio de los derechos y participación 
de la mujer en todo nivel. Igualmente, tienen consideración especial a los 
derechos del niño y del adolescente, las personas discapacitadas y de los 
adultos mayores.  
Artículo 4°.- Derecho de no discriminación.  
Bajo responsabilidad, las instituciones y autoridades del sector público no 
pueden establecer formas o modalidades de discriminación, directa o indirecta, 
en el ejercicio de sus derechos colectivos e individuales de los integrantes de 
las Rondas Campesinas.  
Artículo 5°.- Inscripción de las Rondas.  
Las Rondas Campesinas elaboran su Estatuto y se inscriben  en los Registros 
Públicos. Asimismo procederá a su inscripción en la municipalidad de su 
jurisdicción a fin de establecer relaciones de coordinación. No podrá existir más 
de una Ronda Campesina en el mismo ámbito comunal. Artículo 6°.- Derecho 
de participación, control y fiscalización.  
Las Rondas Campesinas tienen derecho de participación, control y fiscalización 
de los programas y proyectos de desarrollo que se implementen en su 
jurisdicción de acuerdo a ley.  
Artículo 7°.- Actividades en beneficio de la paz comunal.  
Las Rondas Campesinas en uso de sus costumbres pueden intervenir en la 
solución pacífica de conflictos suscitados entre los miembros de la comunidad u 
organizaciones de su jurisdicción y otros externos siempre y cuando la 
controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su jurisdicción 
comunal.  
Artículo 8°.- Coordinación con autoridades y organizaciones sociales. Para 
el ejercicio de sus funciones las Rondas Campesinas coordinan en el marco de 
la legislación nacional con las autoridades políticas, policiales, municipales, 
representantes de la Defensoría del Pueblo y otras de la Administración Pública. 
Asimismo pueden establecer coordinaciones con las organizaciones sociales 
rurales  y entidades privadas dentro de su ámbito local, regional o nacional.  
Artículo 9°.- Coordinación y apoyo con autoridades jurisdiccionales.   
Las autoridades de la jurisdicción ordinaria establecerán relaciones de 
coordinación con los dirigentes de las Rondas Campesinas respetando las 
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autonomías institucionales propias. Los dirigentes de las Rondas pueden 
solicitar el apoyo de la fuerza pública y demás autoridades del Estado.  
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS  
Primera.- Día de las Rondas Campesinas  
Establézcase el 29 de Diciembre como el “Día de las Rondas Campesinas” y 
declárese al Caserío de Cuyumalca del Distrito y Provincia de Chota, 
Departamento de Cajamarca como cuna y patrimonio histórico de las Rondas 
Campesinas del Perú.  
Segunda.- Plazo de Reglamentación  
El poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de sesenta días.  
Tercero.- Otórguese el plazo de seis meses a partir de la aprobación del 
Reglamento, para que las Rondas Campesinas existente se adecuen a la 
presente Ley.  
Cuarto.- Derogación de normas  
Derógase la Ley N° 24571 y demás normas que se opongan a la presente Ley.  
    
S. Decreto Supremo N° 025-2003-JUS. APRUEBAN REGLAMENTO DE 
LA LEY DE RONDAS CAMPESINAS   
DECRETO SUPREMO Nº 025-2003-JUS  CAPÍTULO I  OBJETO Y FINALIDAD  
Artículo 1.- Objeto El presente Reglamento tiene por objeto establecer las 
normas y procedimientos que deben regir la Organización y Funciones de las 
Rondas Campesinas reconocidas por la Ley Nº 27908.   
Artículo 2.- Definición de Ronda Campesina o Comunal.- Son Rondas 
Campesinas, las organizaciones sociales integradas por pobladores rurales, 
así como las integradas por miembros de las comunidades campesinas, dentro 
del ámbito rural. Son Rondas Comunales, las organizaciones sociales 
integradas por miembros de las comunidades nativas.   
Artículo 3.- Finalidad de la Ronda Campesina o Ronda Comunal.- La Ronda 
Campesina o Ronda Comunal, tiene por finalidad contribuir al desarrollo, la 
seguridad, la moral, la justicia y la paz social dentro de su ámbito territorial, sin 
discriminación de ninguna índole, conforme a la Constitución y a las leyes. 
Colaboran en la solución de conflictos y realizan funciones de conciliación 
extrajudicial. Las Rondas constituidas al interior de las Comunidades 
Campesinas o Nativas, colaboran con éstas en el desempeño de sus funciones 
jurisdiccionales.   
Artículo 4.- Respeto a las Costumbres y Normas Comunales.- Los integrantes 
de las Rondas Campesinas o Rondas Comunales, en el cumplimiento de sus 
deberes y funciones y en el ejercicio del derecho consuetudinario, gozan del 
respeto de su cultura y sus costumbres, por parte de la autoridad y de la 
sociedad, siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona 
consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el 
Convenio OIT 169, en la Constitución Política y las leyes.   
Artículo 5.- Ámbito de Acción.- Las comunidades campesinas y las 
comunidades nativas, están facultadas a constituir dentro del ámbito de su 
territorio, una sola Ronda Campesina o Ronda Comunal, según corresponda, 
la que se forma y sostiene a iniciativa exclusiva de la propia comunidad y se 
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sujeta a su Estatuto, y a lo que acuerden los órganos de gobierno de la 
Comunidad, a la que la Ronda Campesina o Ronda Comunal está subordinada. 
Fuera del ámbito territorial de las Comunidades Campesinas o Nativas, el 
ámbito territorial mínimo para la conformación de una Ronda Campesina será 
el que corresponde al de un caserío. Entiéndase por caserío lo dispuesto por el 
Decreto Supremo Nº 019-2003-PCM.   
CAPÍTULO II  CONSTITUCIÓN Y ACREDITACIÓN DE LA RONDA CAMPESINA O 
RONDA COMUNAL  
Artículo 6.- De la Constitución.- En las comunidades campesinas o 
comunidades nativas, la Ronda Campesina o Ronda Comunal se constituye 
por decisión del máximo órgano de gobierno de la Comunidad Campesina o 
Comunidad Nativa, adoptado de acuerdo a su Estatuto. En los caseríos u otros 
centros poblados, la Ronda Campesina se constituye por decisión de los 
pobladores reunidos en asamblea general. El Juez de Paz correspondiente da 
fe de esta asamblea.   
Artículo 7.- Del Estatuto La Ronda Campesina o Comunal, ejerciendo su 
autonomía, elabora su Estatuto y lo aprueban en Asamblea General. De la 
misma forma se procederá para la modificación del Estatuto. El Estatuto debe 
contener, como mínimo: 1.- La denominación, duración y domicilio de la Ronda 
Campesina. 2.- Los fines. 3.- La constitución y funcionamiento de la asamblea 
general consejo directivo y demás órganos. 4.- Las condiciones para la 
admisión, renuncia y exclusión de sus miembros. 5.- Los derechos y deberes 
de los ronderos y ronderas. 6.- Los requisitos para su modificación. 7.- Las 
normas para la disolución y liquidación de la Ronda y las relativas al destino 
final de sus bienes.   
Artículo 8.- Del Empadronamiento Los miembros de la Comunidad Campesina, 
Comunidad Nativa, así como los pobladores de caseríos u otros centros 
poblados, que decidan integrarse como Ronderos o Ronderas, se inscriben en 
el Padrón de Ronderos y Ronderas de la Comunidad Campesina, Comunidad 
Nativa, caserío u otro centro poblado a que pertenecen. El empadronamiento 
se realiza cumpliendo los requisitos señalados en el artículo 18 del presente 
Reglamento.   
CAPÍTULO III  DE LA INSCRIPCIÓN REGISTRAL  
Artículo 9.- De la inscripción Las Rondas Campesinas y Rondas Comunales 
se inscriben en el Libro de Rondas Campesinas a cargo de la SUNARP. La 
SUNARP dictará las medidas complementarias necesarias para su 
implementación y funcionamiento.   
Artículo 10.- De la inscripción Registro de Rondas Campesinas o Rondas 
Comunales Para su inscripción en el Libro de Rondas Campesinas, la Ronda 
Campesina o Comunal, presentará a la Oficina Registral correspondiente una 
solicitud acompañando para el efecto: 1.- Copia certificada del Acta donde 
conste: - La constitución de la Ronda Campesina o Ronda Comunal. - La 
aprobación del Estatuto de la Ronda Campesina o Ronda Comunal así como 
su texto íntegro. - Designación de la primera junta directiva. 2.- Copia certificada 
del Padrón de Ronderos y Ronderas. 3.- Plano Perimétrico de su radio de 
acción.   
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Artículo 11.- Comunicación con fines de coordinación La Ronda Campesina o 
Ronda Comunal, una vez inscrita en los Registros Públicos, comunica a la 
Municipalidad correspondiente, su constitución social, con fines de 
coordinación.   
CAPÍTULO IV   
DE LAS FUNCIONES DE LA RONDA CAMPESINA Y RONDA COMUNAL  
Artículo 12.- De las Funciones Son funciones de la Ronda Campesina y Ronda 
Comunal, las siguientes:   
a) Contribuir a la defensa de la integridad física, moral y cultural de los 
miembros de la Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, del Caserío 
u otro centro poblado, para mantener la paz y seguridad de la población, así 
como contribuir con el progreso de su pueblo.   
b) Contribuir a garantizar el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de 
los deberes de los miembros de la Comunidad Campesina, de la Comunidad 
Nativa, del Caserío u otro centro poblado al que pertenecen, de conformidad 
con la Constitución y las leyes.   
c) Coordinar con las autoridades comunales en el ejercicio de las 
funciones que ejercen en uso de sus costumbres, respetando los derechos 
consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 
Convenio OIT 169, la Constitución y las leyes.   
d) Intervenir en la solución pacífica de los conflictos que se susciten entre 
los miembros de la comunidad y otros externos, siempre y cuando la 
controversia se origine en hechos ocurridos dentro de su ámbito comunal.  e) 
Actuar como interlocutor con el Estado.   
f) Participar, controlar y fiscalizar los programas y proyectos de desarrollo que 
se implementen dentro del territorio, así como denunciar la inconducta 
funcional de cualquier autoridad, de acuerdo a ley.   
g) Contribuir a la preservación de su medio ambiente.   
h) Coordinar en el marco de la legislación nacional, con las autoridades 
políticas, policiales, municipales, regionales, representantes de la Defensoría 
del Pueblo y otras de la Administración Pública.   
i) Establecer relaciones de coordinación con las organizaciones sociales 
rurales y entidades privadas.   
j) Promover el ejercicio de los derechos y la participación equitativa de la mujer 
en todo nivel; tener consideración especial a los derechos del niño y del 
adolescente, de las personas discapacitadas y de los adultos mayores.   
k) Prestar servicio de ronda. La organización de grupos, la elección de los 
responsables, así como la asignación de responsabilidades y frecuencia de 
atención del servicio de ronda se regula por el Estatuto de cada Ronda 
Campesina o Comunal.   
Artículo 13.- Resolución de Conflictos La Ronda Campesina y Ronda 
Comunal, a base de las costumbres de la comunidad campesina, comunidad 
nativa, caserío u otro centro poblado al que pertenecen, pueden intervenir en 
la solución de conflictos que se susciten entre miembros de la comunidad u 
otros externos, dentro de su ámbito territorial, mediante actuaciones que serán 
registradas en el libro de ocurrencias que lleva para tal efecto, el mismo que 
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será legalizado por el juez de paz de la jurisdicción correspondiente. Los 
acuerdos adoptados deben respetar los derechos consagrados en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, la 
Constitución y las leyes. Son materias conciliables únicamente las relacionadas 
con la posesión, el usufructo de la propiedad comunal, bienes y el uso de los 
diversos recursos comunales.   
  
TÍTULO II   
DE LA ORGANIZACIÓN DE LA RONDA CAMPESINA Y RONDA COMUNAL  
Artículo 14.- De la Organización La Ronda Campesina y Ronda Comunal, se 
organiza dentro del marco de la Ley Nº 27908, la Ley General de Comunidades 
Campesinas - Ley Nº 24656 y su reglamento, así como por su propio Estatuto, 
el que se adecuará a las disposiciones establecidas para las Asociaciones en 
el Código Civil.   
Artículo 15.- Del período de la Junta Directiva La Junta Directiva de la Ronda 
Campesina y Ronda Comunal, tiene un mandato de dos (2) años, pudiendo sus 
miembros ser reelegidos. Artículo 16.- De la Participación de las Mujeres En la 
elección de la Junta Directiva de la Ronda Campesina y de la Ronda Comunal, 
se promoverá la participación de las mujeres en cargos directivos, así como la 
participación de otros miembros, sin discriminación.  TÍTULO III   
DE LOS RONDEROS Y RONDERAS CAPÍTULO I DE LOS INTEGRANTES  
DE LAS RONDAS CAMPESINAS  
Artículo 17.- Ámbito de su Función Los miembros de la Ronda Campesina y 
de la Ronda Comunal ejercen sus funciones dentro del ámbito de la Comunidad 
Campesina, de la Comunidad Nativa, Caserío u otro centro poblado al que 
pertenecen. Pueden coordinar el ejercicio de sus funciones con otras Rondas 
Campesinas o Rondas Comunales cuando las circunstancias lo requieran.  
Artículo 18.- De los Requisitos para ser Rondero o Rondera Para inscribirse 
como miembro de la Ronda Campesina o Ronda Comunal, deben cumplirse 
los siguientes requisitos: a) Ser miembro de la Comunidad Campesina, de la 
Comunidad Nativa, Caserío u otro centro poblado. b) Haber cumplido 18 años 
de edad, salvo que siendo menor, haya constituido hogar de hecho o contraído 
matrimonio. c) Tener plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles, de 
acuerdo a lo indicado en el artículo 42 del Código Civil.  CAPÍTULO II   
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS RONDEROS Y RONDERAS  
Artículo 19.- De los Derechos y Obligaciones Son derechos y obligaciones de 
los ronderos y ronderas a) Participar en las Asambleas Generales, con voz y 
voto. b) Elegir y ser elegido para los cargos directivos de la Ronda Campesina 
o Ronda Comunal. c) Prestar Servicio de Ronda. d) Observar buen trato y 
lealtad, garantizando el respeto, la unión y la ayuda mutua entre los ronderos.  
e) Respetar los usos y costumbres, en su caso, de la Comunidad Campesina, 
Comunidad Nativas o Centro Poblado o Caserío, de acuerdo a la Constitución 
y las leyes. f) Observar buen trato y respeto hacia la población, particularmente 
a los niños, mujeres, y ancianos. g) Auxiliar, en su caso, a los miembros de la 
Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa o del Centro Poblado o 
Caserío, en necesidad de protección. h) Otros derechos y obligaciones que se 
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determinen en el Estatuto y se acuerden en Asamblea General de la Ronda 
Campesina y Ronda Comunal.   
Artículo 20.- De las Prohibiciones de los Ronderos y Ronderas Los ronderos y 
ronderas están prohibidos de: a) Realizar, en el marco de este reglamento y el 
correspondiente estatuto, actividades no autorizadas o distintas a las funciones 
de la Ronda Campesina o Ronda Comunal. b) Realizar u omitir actos en 
beneficio de terceros en desmedro de los intereses de la Comunidad 
Campesina, de la Comunidad Nativa, Caserío u otro centro poblado. c) Realizar 
actividades de cualquier índole que se orienten a dividir o debilitar a la Ronda 
Campesina y Ronda Comunal.   
CAPÍTULO III  DE LAS SANCIONES Y DE LA PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE 
RONDERO O RONDERA  
Artículo 21.- De las Sanciones La infracción de las disposiciones de la Ley, del 
presente Reglamento y del Estatuto de la Ronda Campesina y Ronda Comunal, 
da lugar a las siguientes sanciones: a) Amonestación pública. b) Suspensión 
en el ejercicio de sus funciones. c) Expulsión de la Ronda Campesina o Ronda 
Comunal. El Estatuto de la Ronda Campesina o Ronda Comunal, establece los 
casos de aplicación de cada una de las sanciones antes enunciadas.  Artículo 
22.- Del Registro de las Sanciones Las sanciones que se impongan a los 
ronderos y ronderas son registradas en el Padrón de Ronderos y Ronderas, sin 
perjuicio de la denuncia correspondiente a la autoridad competente, si fuera el 
caso.   
Artículo 23.- De la Pérdida de la Condición de Rondero o Rondera La condición 
de Rondero o Rondera, se pierde por las siguientes causales: a) Muerte. b) Por 
pérdida de la condición de miembro de la Comunidad Campesina o Comunidad 
Nativa a la que pertenece. c) Por emigrar del Caserío u otro Centro Poblado al 
que pertenece. d) Por expulsión acordada por la Asamblea General de 
Ronderos y Ronderas.   
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS  
Primera.- Acceso a la Información.- Las Rondas Campesinas o Rondas 
Comunales pueden solicitar la información que requieran a las entidades del 
Sector Público, de conformidad con la Ley Nº 27806 - Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.   
Segunda.- Respeto a las rondas Campesinas.- Las autoridades del Estado, sin 
excepción, deben respetar y tener en cuenta las actuaciones de las rondas 
campesinas y comunales en el marco de la Constitución, la Ley y el presente 
reglamento. El incumplimiento de esta disposición será considerado como una 
falta conforme a las normas disciplinarias correspondientes. Tercera.- 
Aplicación de Normas Supletorias.- Para las Rondas Campesinas o Comunales 
creadas por las Comunidades Campesinas o Nativas en todo lo no previsto en 
el presente Reglamento, será de aplicación lo establecido en el Estatuto de la 
Comunidad Campesina o Comunidad Nativa que haya creado a la Ronda 






DISPOSICIÓN TRANSITORIA  
Única.- Dentro del plazo de seis meses de publicado el presente Reglamento, 
las Rondas Campesinas y Rondas Comunales se adecuarán a las 
disposiciones de la Ley de Rondas Campesinas - Ley Nº 27908.  
  
T. Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116.  
ACUERDO PLENARIO N° 1-2009/CJ-116  
ASUNTO: RONDAS CAMPESINAS y DERECHO PENAL   
Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.-   
7°.  El artículo 149° de la Constitución exige una lectura integradora y en armonía 
con los principios de unidad de la Constitución, concordancia práctica y 
corrección funcional, a fin de establecer con toda justicia si las Rondas 
Campesinas y Comunales son o no sujetos colectivos titulares del derecho de 
ejercicio de funciones jurisdiccionales en su ámbito territorial.   
El citado artículo constitucional prescribe lo siguiente: “Las autoridades de las 
Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, 
pueden ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de 
conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los derechos 
fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de 
dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias 
del Poder Judicial” [los resaltados en negrita son nuestros].   
Una primera lectura, meramente literal del texto normativo en cuestión, podría 
concluir que las Rondas Campesinas, en primer lugar, para ser tales, deben 
surgir y ser parte de las Comunidades Campesinas y Nativas -nacen de ellas e 
integran su organización-; y en segundo lugar, que no ejercen por sí mismas 
funciones jurisdiccionales, pues su papel sería meramente auxiliar o secundario. 
La realidad social, sin embargo, revela que las Rondas Campesinas surgieron a 
mediados de la década de los setenta del siglo pasado –aunque con 
antecedentes remotos en las guardias rurales de fines del Siglo XIX y en las 
rondas de hacienda de las primeras décadas del siglo XX [FERNANDO BAZÁN 
CERDÁN: Rondas Campesinas: la otra justicia]-, siempre por decisión de los 
propios campesinos o vecinos de un sector, estancia o caserío, como una 
necesidad comunal o colectiva de protección, no sólo desde las propias 
Comunidades sino también de aquellas poblaciones rurales andinas que 
carecían de Comunidades Campesinas y necesitaban expresar su organización 
comunal y consolidar los espacios de afirmación de su identidad colectiva. Las 
Rondas Campesinas, en consecuencia y vistas desde una perspectiva general, 
forman parte de un sistema comunal propio y, en rigor, constituyen una forma de 
autoridad comunal en los lugares o espacios rurales del país en que existen – 
estén o no integradas a Comunidades Campesinas y Nativas preexistentes- 
[RAQUEL YRIGOYEN FAJARDO: Rondas Campesinas y pluralismo legal: 
necesidad de reconocimiento constitucional y desarrollo legislativo. En: 
http://www.alertanet.org/ryfdefensoría.htm].   
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Como tales, las Rondas Campesinas, que se inscriben dentro del contexto de 
las formas tradicionales de organización comunitaria y de los valores andinos de 
solidaridad, trabajo comunal e idea del progreso [JOSÉ HILDEBRANDO 
RODRÍGUEZ VILLA: Peritaje Antoprológico en la causa número 22007-00730, 
Cajamarca, 21 de noviembre de 2007, página 58], han asumido diversos roles 
en el quehacer de esos pueblos –tales como seguridad y desarrollo- y, entre 
ellos, también se encuentra, sin duda alguna, los vinculados al control penal en 
tanto en cuanto –presupuesto necesario para su relevancia jurídica- aplican las 
normas del derecho consuetudinario que les corresponda y expresen en su 
identidad cultural. Son una respuesta comunal, entre otras expresiones socio 
culturales, ante el problema de la falta de acceso a la justicia, que es un derecho 
fundamental procesal que integra el núcleo duro de los derechos fundamentales. 
Según algunos científicos sociales la justicia que aplican puede definirse como 
“reconciliadora” y ejercen mecanismos tradicionales de resolución de conflictos 
[JOHN GIGLITZ: Rondas Campesinas y Violencia. En: Justicia y Violencia en las 
Zonas Rurales, IDL, Lima, 2003, página 146]; sus juicios cuentan con ciertas 
formalidades, pero carecen de la rigidez que caracteriza a la administración de 
justicia formal [FELIPE VILLAVICENCIO TERREROS: Mecanismos alternativos 
de solución de conflictos. En: Revista Pena y Estado, año 4, número cuatro, 
Editores del Puerto, Buenos Aires, 2000, página 113].   
Los integrantes de las Rondas Campesinas cumplen, en principio, el requisito de 
pertenecer a un grupo cultural y étnico particularizado. En efecto, desde la 
perspectiva subjetiva, tienen conciencia étnica o identidad cultural: afirman 
rasgos comunes y se diferencian de otros grupos humanos –sienten que su 
comportamiento se acomoda al sistema de valores y a los normas de su grupo 
social, su conducta observable reflejan necesidad de identidad y de pertenencia; 
así, incluso, se autodefinen como herederos de los Ayllus (pueblo inca) y como 
parte de los pueblos indígenas- [¿QUÉ SON LAS RONDAS CAMPESINAS?, 
martes 6 de enero de 2009. En: http://cunarc.blogspot.com/2009/01/quson-
lasrondas-campesinas.html]. Desde la perspectiva objetiva, como elementos 
materiales, comparten un sistema de valores, en especial instituciones y 
comportamientos colectivos, formas de control social y procedimientos de 
actuación propios que los distinguen de otros colectivos sociales –su existencia 
tiene una vocación de permanencia-. Son expresiones del mundo rural –de 
algunos sectores de la población rural en ámbitos geográficos más o menos 
focalizados-, tienen características comunes en su organización, siguen 
determinadas tradiciones y reaccionan ante las amenazas a su entorno con 
ciertos patrones comunes –organizan de cierto modo la vida en el campo-, y han 
definido –aún cuando con relativa heterogeneidad- las medidas y procedimientos 
correspondientes basados en sus particulares concepciones.   
Es imprescindible, desde luego, que el Juez identifique con absoluta rigurosidad, 
caso por caso y no darlo como sentado, la existencia en los asuntos de su 
competencia de estos elementos, obviamente con ayuda pericial –la pericia, es 
necesario enfatizarlo, ilustra o auxilia, pero no define; ofrece al juzgador toda la 
información técnica y científica necesaria para resolver el caso [MICHELE 
TARUFFO: La prueba, Editorial Marcial Pons, Madrid, 2008, página 90]-, pues lo 
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que el Estado democrático reconoce es una organización o institución 
determinada y el ejercicio legítimo del derecho consuetudinario –normas 
vigentes y válidas para el grupo social, en el marco de su referente cultural  
[RAQUEL YRIGOYEN FAJARDO: Apuntes sobre el artículo 149° de la  
Constitución peruana: alcances, límites, consecuencias y retos. En: Desfaciendo 
Entuertos, Lima, octubre 1994, página 21]- en su espacio geográfico, no una 
organización que sin esos elementos definidores ejerce sin más la potestad 
jurisdiccional.   
8°. En la medida que la propia Constitución afirma el derecho a la identidad étnica 
y cultural de las personas y el Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y 
cultural de la nación, así como que el Convenio ratifica el derecho de los pueblos 
históricos a conservar sus propias instituciones sociales, económicas, culturales 
y políticas, o parte de ellas, siendo el criterio fundamental la conciencia de su 
identidad (artículo 1°), entonces, atendiendo a que las Rondas Campesinas – 
según se tiene expuesto- son la expresión de una autoridad comunal y de sus 
valores culturales de las poblaciones donde actúan, será del caso entender –en 
vía de integración- que pueden ejercer funciones jurisdiccionales, cuyo 
reconocimiento efectivo, desde luego, estará condicionado al cumplimiento de 
un conjunto de elementos que luego se precisarán. No hacerlo importaría un 
trato discriminatorio incompatible con el derecho constitucional a la igualdad y a 
la no discriminación [JUAN CARLOS RUIZ MOLLEDA: ¿Por qué deben 
reconocerse facultades jurisdiccionales a las Rondas Campesinas?, IDL, Lima, 
mayo 2008, páginas 24-25].   
Si el fundamento del artículo 149° de la Constitución es que los pueblos con una 
tradición e identidad propias en sede rural resuelvan sus conflictos con arreglo a 
sus propias normas e instituciones –el artículo 8°.2 del Convenio fija como pauta 
que dichos pueblos tienen derecho de conservar sus costumbres e instituciones 
propias-, es obvio que al ser las Rondas Campesinas parte de ese conglomerado 
social y cultural, actúan en un espacio geográfico predeterminado y lo hacen 
conforme al derecho consuetudinario –cuya identificación y definición previa es 
tarea central del juez-, deben tener, como correlato, funciones jurisdiccionales 
en lo que le es privativo [Conforme: DEFENSORÍA DEL PUEBLO: El 
reconocimiento estatal de las Rondas Campesinas, Lima, octubre, 2004, páginas 
23/28]. Las Comunidades Campesinas y Nativas, en suma, no son los únicos 
titulares del derecho a la identidad cultural y del derecho consuetudinario.  
Es cierto que el artículo 1° de la Ley número 27908 –en igual sentido el 
Reglamento de esa Ley (Decreto Supremo número 25-2003-JUS, del 
30.12.2003)- ratifica las funciones de seguridad de las Rondas Campesinas 
dentro de su ámbito territorial y precisa que estas últimas apoyan el ejercicio de 
funciones jurisdiccionales de las Comunidades Campesinas y Nativas, y 
colaboran con la solución de conflictos. Sin embargo, en vía de integración y 
según los parámetros constitucionales ya abordados, ha de entenderse que las 
funciones referidas al control del orden y a la impartición de justicia son ínsitas a 
las Rondas Campesinas tanto si éstas se originan en el seno de las citadas 
Comunidades y son expresión de ellas en la medida que sus normas internas lo 
autoricen, cuanto si surgen en aquellos espacios geográficos rurales en los que 
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no existe Comunidades Campesinas, puesto que, como el propio artículo 1° 
preceptúa, son formas autónomas y democráticas de organización comunal. 
Cabe resaltar que en muchos casos las funciones jurisdiccionales en cuestión 
se dan no solo como un intento de reivindicar y afirmar sus propias esferas, sino 
que vienen propiciadas‟ por la ausencia o casi nula existencia de presencia 
estatal.   
§ 2. Alcance de la jurisdicción especial comunal-rondera.   
9°. El primer nivel de análisis que debe realizarse cuando se discute en sede 
penal una imputación contra integrantes de Rondas Campesinas por la presunta 
comisión de un hecho punible con ocasión de su actuación como rondero 
consiste en establecer si resulta de aplicación el artículo 149° de la Constitución, 
es decir, si es de aplicación el denominado „fuero especial comunal‟, en tanto en 
cuanto el reconocimiento de una jurisdicción especial constituye un límite 
objetivo a la jurisdicción penal ordinaria.  
Desde dicha norma constitucional es posible –a tono, por ejemplo y en lo 
pertinente, con la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia 
(Sentencia T-552/03, del 10 de julio de 2003)- identificar los siguientes elementos 
que comporta la jurisdicción especial comunal-ronderil:   
A. Elemento humano. Existencia de un grupo diferenciable por su origen 
étnico o cultural y por la persistencia diferenciada de su identidad 
cultural. Como ha quedado expuesto en los párrafos anteriores, las 
Rondas Campesinas tienen este atributo socio cultural.   
B. Elemento orgánico. Existencia de autoridades tradicionales que ejerzan 
una función de control social en sus comunidades. Las Rondas 
Campesinas, precisamente, es esa organización comunal que, entre 
otras múltiples funciones, asume funciones jurisdiccionales para la 
solución de los conflictos. Ellas cuentan con la necesaria organización, 
con el reconocimiento comunitario y con capacidad de control social.   
C. Elemento normativo. Existencia de un sistema jurídico propio, de un 
derecho consuetudinario que comprenda normas tradicionales tanto 
materiales cuanto procesales y que serán aplicadas por las autoridades 
de las Rondas Campesinas. Esas normas, en todo caso y como 
perspectiva central de su aceptabilidad jurídica, han de tener como 
fundamento y límite la protección de la cultura comunitaria, asegurar su 
mantenimiento y prevenir las amenazas a su supervivencia.   
D. Elemento geográfico. Las funciones jurisdiccionales, que determinan la 
aplicación de la norma tradicional, se ejercen dentro del ámbito 
territorial de la respectiva Ronda Campesina. El lugar de comisión del 
hecho, determinante de la aplicación de la norma tradicional, es 
esencial para el reconocimiento constitucional de la respectiva función 
jurisdiccional de la Ronda Campesina: las conductas juzgadas han de 
ocurrir en el territorio de ésta.   
A estos elementos se une el denominado factor de congruencia. El derecho 
consuetudinario que debe aplicar las Rondas Campesinas no puede vulnerar los 
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derechos fundamentales de la persona. Se trata de una condición de legitimidad 
y límite material para el ejercicio de la función jurisdiccional especial 
comunalronderil.   
10°. El fuero comunal-rondero se afirmará, por tanto, si concurren los elementos 
y el factor antes indicado. El elemento objetivo es básico al igual que el factor de 
congruencia, por lo que es del caso efectuar mayores precisiones. El primero, el 
elemento objetivo, está referido –con independencia de lo personal: el agente ha 
de ser un rondero, y territorial: la conducta juzgada ha de haber ocurrido en el 
ámbito geográfico de actuación de la respectiva Ronda Campesina, 
necesariamente presentes- a la calidad del sujeto o el objeto sobre los que recae 
la conducta delictiva.   
A. Será del caso establecer, como primer paso, la existencia de una 
concreta norma tradicional que incluya la conducta juzgada por la 
Ronda Campesina. Esa norma tradicional, como ha quedado expuesto, 
sólo podrá comprender la defensa y protección de los intereses 
comunales o de un miembro de la comunidad donde actúa la Ronda 
Campesina.   
B. Si el sujeto -u objeto- pasivo de la conducta pertenece también a la 
comunidad y los hechos guardan relación con la cosmovisión y la 
cultura rondera –se trata, por tanto, de conflictos puramente internos de 
las Rondas Campesinas-, no cabe sino afirmar la legitimidad 
constitucional de esa conducta –y, por ende, la exclusión del Derecho 
penal-, en tanto en cuanto, claro está, los actos cometidos no vulneren 
los derechos fundamentales.   
C. En cambio, frente a personas que no pertenecen a la cultura o espacio 
cultural de actuación de las Rondas Campesinas –se presenta, en tal 
virtud, un conflicto de naturaleza intercultural- la solución no puede ser 
igual. La legitimidad de la actuación comunal-rondera estará 
condicionada no sólo a la localización geográfica de la conducta sino 
también al ámbito cultural, esto es, (i) que la conducta del sujeto afecte 
el interés comunal o de un poblador incluido en el ámbito de 
intervención de la Ronda Campesina y esté considerada como un 
injusto por la norma tradicional –cuya identificación resulta esencial 
para el órgano jurisdiccional-; y (ii) que –entre otros factores vinculados 
a la forma y circunstancias del hecho que generó la intervención de las 
Rondas Campesinas y al modo cómo reaccionaron las autoridades 
ronderas, objeto de denuncia o proceso penal- el agente de la conducta 
juzgada por el fuero comunal-rondero haya advertido la lesión o puesta 
en peligro del interés comunal o de sus miembros y/o actuado con 
móviles egoístas para afectar a la institución comunal u ofendido a 
sabiendas los valores y bienes jurídicos tradicionales de las Rondas 
Campesinas o de sus integrantes.   
11°. El segundo, el factor de congruencia, exige que la actuación de las Rondas 
Campesinas, basadas en su derecho consuetudinario, no vulnere el núcleo 
esencial de los derechos fundamentales –se trata de aquellos derechos 
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fundamentales en los que existe suficiente consenso intercultural-, entendiendo 
por tales, como pauta general, los derechos fundamentales que no pueden 
derogarse ni siquiera en situaciones de máximo conflicto o estados de 
excepción. La premisa es que los derechos fundamentales vinculados a la 
actuación de las Rondas Campesinas y de sus integrantes, en este caso el 
derecho a la identidad étnica y cultural y el derecho colectivo al ejercicio de la 
jurisdicción especial, nunca se reconocen de manera absoluta, y que existen 
otros derechos individuales y colectivos con los cuales deben ponderarse los 
derechos fundamentales antes citados [RENÉ PAUL AMRY: Defensa cultural y 
pueblos indígenas: propuestas para la actualización del debate. En: Anuario de 
Derecho Penal 2006, página 95]-. Entre los derechos fundamentales de primer 
orden, inderogables, es de citar, enunciativamente, la vida, la dignidad humana, 
la prohibición de torturas, de penas y de tratos inhumanos, humillantes o 
degradantes, la prohibición de la esclavitud y de la servidumbre, la legalidad del 
proceso, de los delitos y de las penas –bajo la noción básica de „previsibilidad‟ 
para evitar vulnerar el derecho a la autonomía cultural (Sentencia de la Corte 
Constitucional de Colombia T-349, del 8 de agosto de 1996)-. Estos derechos, 
en todo caso, han de ser interpretados, desde luego, de forma tal que permitan 
comprender, en su significado, las concepciones culturales propias de las 
Rondas Campesinas en donde operan y tienen vigencia.   
12°. La violación de los derechos humanos presenta dos situaciones, sea que 
ésta se deba (i) a lo previsto en las mismas reglas consuetudinarias o (ii) a los 
abusos que cometen las autoridades de las Rondas Campesinas por no respetar 
el derecho consuetudinario [JOSÉ HURTADO POZO/JOSEPH DU PUIT:  
Derecho penal y diferencias culturales: perspectiva general sobre la situación en 
el Perú. En: Derecho y pluralidad cultural, Anuario de Derecho Penal 2006, 
Fondo Editorial PUCP-Universidad de Friburgo, Lima, 2007, páginas 235/236]. 
En ambos supuestos, ante una imputación por la presunta comisión de un hecho 
punible atribuida a los ronderos, corresponderá a la justicia penal ordinaria 
determinar, en vía de control externo de la actuación conforme a los derechos 
humanos de las autoridades comunales si, en efecto, tal situación de ilicitud en 
el control penal comunal rondero se ha producido y, en su caso, aplicar –si 
correspondiere- la ley penal a los imputados. En atención a lo expuesto será de 
rigor considerar como conductas que atentan contra el contenido esencial de los 
derechos fundamentales y, por tanto, antijurídicas y al margen de la 
aceptabilidad del derecho consuetudinario, (i) las privaciones de libertad sin 
causa y motivo razonable –plenamente arbitrarias y al margen del control 
típicamente ronderil-; (ii) las agresiones irrazonables o injustificadas a las 
personas cuando son intervenidas o detenidas por los ronderos; (iii) la violencia, 
amenazas o humillaciones para que declaren en uno u otro sentido; (iv) los 
juzgamientos sin un mínimo de posibilidades para ejercer la defensa –lo que 
equivale, prácticamente, a un linchamiento-; (vi) la aplicación de sanciones no 
conminadas por el derecho consuetudinario; (vii) las penas de violencia física 
extrema –tales como lesiones graves, mutilaciones- entre otras.   
§ 3. El rondero ante el Derecho penal.   
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13°. El derecho a la identidad cultural y al ejercicio de funciones jurisdiccionales 
conforme al derecho consuetudinario está, pues, limitado a las reservas que 
dimanan del propio texto constitucional y de su interrelación con los demás 
derechos, bienes e intereses constitucionalmente protegidos. Así las cosas, los 
alcances de un tipo legal pueden restringirse en dos casos [RENÉ PAUL AMRY: 
Obra citada, página 97]:   
A. Cuando la interpretación de los elementos normativos del tipo lo 
permita (interpretación del tipo conforme a la Constitución).   
B. Cuando sea aplicable una causa de justificación, en especial la prevista 
en el artículo 20°.8 del Código Penal –en adelante, CP-: cumplimiento 
de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho.   
Lo expuesto guarda coherencia con el alcance del fuero comunal rondero. Desde 
el primer caso –supuesto de atipicidad de la conducta- se descarta de plano, por 
ejemplo, el delito de usurpación de funciones (artículo 361° CP) en la medida de 
que el rondero actúa en ejercicio de la función jurisdiccional comunal 
constitucionalmente reconocida y garantizada. También se rechaza 
liminarmente la imputación por delito de secuestro (artículo 152° CP) puesto que 
el rondero procede a privar la libertad como consecuencia del ejercicio de la 
función jurisdiccional –detención coercitiva o imposición de sanciones-.   
Asimismo, cabe destacar que la actuación de las Rondas Campesinas y de sus 
integrantes no está orientada a obtener beneficios ilegales o fines de lucro, y – 
en principio- la composición y práctica que realizan tienen un reconocimiento 
legal, que las aleja de cualquier tipología de estructura criminal (banda o 
criminalidad organizada) asimilable a aquellas que considera el Código Penal 
como circunstancias agravantes o de integración criminal (artículos 186°, párrafo 
2, inciso 1, y 317° CP). Efectivamente, su intervención se origina en un conflicto 
de naturaleza y trascendencia variables, que involucra a personas que 
reconocen en las Rondas Campesinas instancias conciliadoras, de resolución de 
conflictos y con capacidad coercitiva –uno de los atributos esenciales de la 
jurisdicción-.   
En estas condiciones, es de enfatizar que no es asimilable la actuación y la 
conducta, siempre colectiva, de sus integrantes a un delito de secuestro 
extorsivo y cuya presencia relevante en las estadísticas de la criminalidad 
nacional determinó las modificaciones y reformas del artículo 152° CP, 
caracterizadas, todas ellas, por un incremento constante de las penas 
conminadas y de los rigores de su cumplimiento.   
14°. Cuando no sea posible esta primera posibilidad –la atipicidad de la 
conducta-, será del caso recurrir al análisis de la procedencia de la causa de 
justificación centrada, con mayor relevancia, en el ejercicio legítimo de un 
derecho (artículo 20°.8 CP). Aquí se tendrá en cuenta el presupuesto –situación 
de amenaza a los bienes jurídicos antes citados- y los límites o condiciones para 
el correcto ejercicio de la función jurisdiccional comunal-rondera ya analizados.   
El respectivo test de proporcionalidad es el que debe realizarse para cumplir este 
cometido, para lo cual es de tener en cuenta los bienes jurídicos comprometidos 
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con la conducta ejecutada por los ronderos en relación con el derecho a la 
identidad cultural y al fuero comunal rondero, prevaleciendo siempre los 
intereses de más alta jerarquía en el caso concreto, que exige la no vulneración 
del núcleo esencial de los derechos fundamentales.   
15°. Si la conducta atribuida a los ronderos no resulta atípica o si, en aplicación 
del test de proporcionalidad enunciado, la conducta analizada no está justificada, 
esto es, afirmado el injusto objetivo, será del caso considerar el conjunto de 
factores culturales en la escala individual del sujeto procesado. Cabe acotar que 
el análisis en mención requiere, como presupuesto, tener muy claro la existencia 
jurídica de la Ronda Campesina, la autoridad rondera que actuó –la condición 
de tal del rondero incriminado-, su nivel de representación y funciones, y las 
características y alcances de la norma consuetudinaria aplicada, aspectos que 
en varias de sus facetas puede determinarse mediante pericias culturales o 
antropológicas.   
En este nivel del examen del caso es de tener en cuenta que los patrones o 
elementos culturales presentes en la conducta del rondero tienen entidad para 
afectar el lado subjetivo del delito, vale decir, la configuración del injusto penal 
y/o su atribución o culpabilidad, al punto que pueden determinar –si 
correspondiere- (i) la impunidad del rondero, (ii) la atenuación de la pena, o (iii) 
ser irrelevantes.   
El agente, entonces, como consecuencia de su patrón cultural rondero puede 
actuar (i) sin dolo –error de tipo- al no serle exigible el conocimiento sobre el 
riesgo para el bien jurídico; (ii) por error de prohibición porque desconoce la 
ilicitud de su comportamiento, esto es, la existencia o el alcance de la norma 
permisiva o prohibitiva; o (iii) sin comprender la ilicitud del comportamiento 
ejecutado o sin tener la capacidad de comportarse de acuerdo a aquella 
comprensión [IVÁN MEINI: Inimputabilidad penal por diversidad cultural. En: 
Imputación y responsabilidad penal, ARA Editores, Lima, 2009, páginas 69/70].   
Las normas que en este caso se han de tomar en cuenta para la exención de 
pena por diversidad cultural serán, en todo caso, las previstas en los artículos 
14° y 15° del CP.   
Es de rigor, sin embargo, prevenir que en el caso de ronderos es de muy difícil 
concurrencia –aunque no imposible ni inusitado- los casos de error de tipo y, en 
muchos supuestos, las prescripciones del artículo 15° CP –que entraña un 
problema no de conocimiento sino de comprensión, de incapacidad de 
comportarse de acuerdo con cánones culturales que al sujeto le resultan 
extraños-, porque los ronderos, como regla ordinaria, son individuos integrados 
al Estado total o parcialmente en cuya virtud al tener contacto con la sociedad 
„oficial‟ como parte de su modo de vida, aunque sea parcialmente, se les puede 
exigir algún tipo de conducta acorde a las normas del Estado, por lo que puede 
intentar motivar su conducta y, por ende, desaprobarla cuando sea contraria a 
los intereses predominantes de la sociedad con la cual se relaciona [JUAN LUIS 
MODELL GONZÁLEZ: Breves consideraciones sobre la posible responsabilidad 
penal de sujetos pertenecientes a grupos culturalmente diferenciados. En: 
Anuario de Derecho Penal 2006, página 283].   
158  
  
16°. Cuando no sea posible declarar la exención de pena por diversidad cultural, 
ésta última sin embargo puede tener entidad para atenuarla en diversos planos 
según la situación concreta en que se produzca. En los niveles referidos a la 
causa de justificación (artículo 20°.8 CP), al error de tipo o de prohibición (artículo 
14° CP) o a la capacidad para comprender el carácter delictivo del hecho 
perpetrado o de determinarse de acuerdo a esa comprensión (artículo 15° CP) – 
vistos en este último caso, según las opciones dogmáticas reconocidas por la 
doctrina, desde la imputabilidad, la exigibilidad e, incluso, de las alteraciones de 
la percepción que se expresan en los valores culturales incorporados en la norma 
penal, en cuya virtud, en cuya virtud se afirma que el miembro de la comunidad 
minoritaria con valores culturales distintos a los hegemónicos plasmados en el 
derecho penal carece de la percepción valorativa de la realidad que sí tiene la 
mayoría [JUAN MARÍA TERRADILLOS BASOCO: Culpabilidad-responsabilidad. 
En: Problemas Fundamentales de la Parte General del Código Penal (JOSÉ 
HURTADO POZO, Editor), Fondo Editorial PUCP Universidad de Friburgo, Lima, 
2009, página 353]-, si el grado de afectación no es lo suficientemente intenso o 
no se cumplen todos los requisitos necesarios para su configuración, será de 
aplicación, según el caso:   
A. La atenuación de la pena por exención incompleta conforme al artículo 
21° CP, o por la vencibilidad del error prohibición según el artículo 14° 
in fine última frase CP, o por los defectos de la comprensión –o de 
determinarse según esa comprensión- como lo previene la última frase 
del artículo 15° CP.   
B. La sanción por delito culposo si tal figura penal se hallare prevista en la 
ley por la vencibilidad del error de tipo, atento a lo dispuesto por el 
artículo 14° primer párrafo última frase CP.   
17°. Comprobada la existencia del hecho punible y la responsabilidad del 
acusado, el Juez Penal para medir la pena tendrá en cuenta, de un lado, los 
artículos 45°.2 y 46°.8 y 11 CP –compatibles con el artículo 9°.2 de la 
Convención, que exige a los tribunales penales tener en cuenta las costumbres 
de los pueblos indígenas, el contexto socio cultural del imputado-; y, de otro lado, 
directivamente, el artículo 10° de la Convención, que estipula tanto que se tenga 
en cuenta las características económicas, sociales y culturales del individuo y 
dar preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento –principio de 
adecuación de las medidas de reacción social-.   
III. DECISIÓN   
18. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de 
la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, 
con una votación de diez Jueces Supremos por el presente texto y cinco en 
contra, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial;   
  
ACORDARON:   
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19°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los 
fundamentos jurídicos 7° al 17°.  
 20°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la 
doctrina legal antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas 
las instancias judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo 
párrafo del artículo 22° de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos 
Plenarios dictados al amparo del artículo 116° del citado estatuto orgánico. … . 
U. Panel de Fotos92.  




                                            
92 Fuente: Brindada de los archivos de área de Serenazgo de la Municipalidad Provincial de Cajamarca y tomadas 
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